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INTRODUCCIÓN 
 
 
La globalización, entendida como una realidad que disminuye las fronteras del tiempo 
y el espacio, facilitando las interacciones económicas, sociales y culturales por fuera 
de las fronteras de los Estados1, ha desarrollado dinámicas comerciales especiales en 
las que el Derecho Internacional ha cumplido el papel de generar instituciones con 
competencias globales para la protección de algunos intereses propios de esta tendencia 
como lo son el comercio internacional y la inversión extranjera.  
 
Las empresas transnacionales son los principales participantes de estas dinámicas de 
una economía globalizada. En sus ‘Directrices para las empresas multinacionales’, la 
OCDE definió a las empresas transnacionales como “empresas establecidas en varios 
países y ligada de tal manera que puedan coordinar sus actividades de distintas formas 
[…] de esta manera, una o varias entidades pueden estar en capacidad de ejercer una 
gran influencia sobre las actividades de las demás, pero su grado de autonomía en el 
seno de la empresa puede ser variable en uno y otro caso.”2  
 
En este mismo sentido, Olga Martín-Ortega, profesora de Derecho Internacional de la 
Universidad de Greenwich, menciona que las empresas transnacionales tienen ciertas 
características que propias por el carácter de transnacional, estas son: i) Ser sociedades 
mercantiles insertadas en el ordenamiento jurídico del Estado en el que tienen sede; ii) 
Tener ánimo de lucro; y iii) Sus actividades son desarrolladas en más de un Estado, por 
medio de entidades vinculadas a su núcleo central.3 La tercera característica abarca la 
multiplicidad de personalidades jurídicas dentro de una misma red empresarial, así 
                                                          
1 Ver: GARCIA, Frank J. Globalization and the Theory of International Law. International Legal Theory 
11. Boston, 2005. SCHIFF BERMAN, Paul. From International Law to Law and Globalization. 
Columbia Journal of Transnational Law, 2005. 
2 OCDE. Directrices para las empresas multinacionales. Mayo de 2011. 
3 MARTÍN-ORTEGA, Olga. Empresas multinacionales y derechos humanos en derecho internacional. 
Bosch Editores. Londres, 2008, pp. 55 y 56. Citado por: SALMÓN, Elizabeth. La progresiva 
incorporación de las empresas multinacionales… Ibídem, p. 19. 
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como la multiplicidad de objetos sociales de los integrantes de esta, una variedad de 
actividades desarrolladas (algunas, propias del giro ordinario de los negocios de la 
matriz y otras excluidas), al igual que la complejidad y diversidad de mecanismos de 
subordinación y control al interior de la red. 
 
Estas características de las empresas transnacionales generan una relación especial 
frente a los derechos humanos, especialmente cuando desarrollan actividades mineras 
o de hidrocarburos. La CIDH ha señalado que las actividades mineras y de 
hidrocarburos, lideradas por empresas transnacionales, intervienen en el ejercicio de 
los derechos humanos en la región4, debido a que los países latinoamericanos cuenta 
con territorios biodiversos y etno-diversos, con comunidades étnicas y campesinas 
arraigadas al territorio y a la naturaleza. Esta incidencia entre el ejercicio de los 
derechos humanos y las actividades extractivas lideradas por empresas transnacionales 
no es excluyente para los Estados del llamado ‘Sur Global’5. 
 
Aunque de las nuevas realidades generadas por la globalización en materia económica 
y sus consecuentes impactos sobre el ejercicio de los derechos humanos, las 
instituciones de Derecho Internacional encargadas de la protección de los derechos 
humanos siguen siendo estatocéntricas y mantienen un carácter regional, con 
excepcional de los comités convencionales de Naciones Unidas, los cuales carecen de 
funciones judiciales.  
 
                                                          
4 CIDH. Pueblos indígenas, comunidades afrodescendientes y recursos naturales: protección de los 
derechos humanos en el contexto de actividades de extracción, explotación y desarrollo. Informe 
temático, diciembre de 2015, párr. 20. 
5 En algunas ocasiones, el término ‘Sur Global’ es usado como sinónimo de países ‘subdesarrollados’ o 
‘del tercero mundo’. Sin embargo, para los estudios poscoloniales, el Sur Global es integrado por países 
que tienen un pasado colonial y cuyo pasado aún repercute en sus relaciones internacionales en materia 
política, económica y legal con consecuencias inequitativas para estos países. Ver: ESLAVA, Luis, 
OBREGÓN, Liliana y UREÑA, René. Estudio preliminar. Imperialismo (s) y Derecho (s) internacional 
(es): Ayer y hoy. En: Imperialismo y derecho internacional: Historia y legado. Siglo del Hombre 
Editores, Universidad de los Andes y Pontificia Universidad Javeriana. Colección Nuevo Pensamiento 
Jurídico. Bogotá, 2016. 
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Un caso icónico en la discusión sobre empresa y derechos humanos es el caso de 
extracción de petróleo por parte de Chevron-Texaco en la Amazonía ecuatoriana. Este 
caso evidencia las dificultades del ejercicio de los derechos humanos en los territorios 
latinoamericanos en donde las empresas transnacionales desarrollan actividades de 
extracción minera e hidrocarburos. Según la Procuraduría General de Ecuador, entre 
1964 y 1992, Texpet (empresa predecesora de Chevron) junto con otras empresas entre 
las que se encontraban una filial de Texaco y la empresa pública de Ecuador, 
desarrollaron un proyecto de exploración y extracción de hidrocarburos en la provincia 
de Sucumbíos, zona amazónica de Ecuador.6 
 
Al finalizar el proyecto, un grupo de pobladores afectados acudió a una Corte de 
Estados Unidos, solicitando indemnizaciones por los daños ocasionados por la 
contaminación sobre suelos y fuentes hídricas de la región generada por las actividades 
de la empresa transnacional en cuestión. En 2002, una Corte de apelaciones desestimó 
la demanda, bajo el argumento del forum non convieniens, el cual implica que la 
jurisdicción de Estados Unidos no era el foro conveniente para administrar justicia en 
este caso, sino que era jurisdicción ecuatoriana.7  
 
Ante este panorama, los afectados acudieron a los jueces ecuatorianos en 2003 para 
satisfacer sus pretensiones, las cuales fueron acogidas las sentencias de primera 
instancia (en 2011) y en segunda instancia (2012). Adicional a esto, la Corte Nacional 
de Justicia, en sede de casación, revocó algunos componentes de la reparación y redujo 
el monto de la indemnización, quedando en un saldo de USD 9.5 millones. Posterior a 
la decisión de casación, Chevron- Texaco acudió a la Corte Constitucional por medio 
de una acción de protección, la cual fue desestimada en julio de 2018. Es decir que 
estuvo bajo examen de cuatro despachos judiciales diferentes de Ecuador, entre ellos 
dos altas Cortes.8 
                                                          
6 Procuraduría General del Estado- Ecuador. Caso Chevron: Defensa del Ecuador frente al uso indebido 
del arbitraje de inversión. Quito, 2015, pp. 26-39. 
7 Procuraduría General de Ecuador. Caso Chevron. Ibídem, pp. 31-34. 
8 Procuraduría General de Ecuador. Caso Chevron. Ibídem, pp. 40-59. 
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Debido a dos procesos arbitrales iniciados por las empresas transnacionales, estas 
sentencias no se han ejecutado, ambos administrados por la Corte Permanente de 
Arbitraje y siguiendo las reglas del UNCITRAL. El primero de ellos inició en 2006 y 
su laudo fue expedido en agosto de 2011, condenando a Ecuador a pagar más de 77 
millones de dólares por incurrir en una demora injustificada en los procesos judiciales 
adelantados en su jurisdicción contra Chevron-Texaco9, a este proceso se le conoce 
como Chevron II. El segundo proceso arbitral inició en 2009, proceso también 
administrado por la Corte Permanente de Arbitraje y con reglas de UNCITRAL, en el 
que se expidieron medidas cautelares en 2012 (misma fecha en que la segunda instancia 
confirmó la condena contra las empresas transnacionales) en la que ordena suspender 
la ejecución de cualquier fallo contra Chevron-Texaco10.  
 
El caso conocido como Chevron III trata sobre las sanciones impuestas contra Chevron- 
Texaco por parte de autoridades judiciales ecuatorianas. Este caso fue resuelto el 30 de 
agosto de 2018 y se condenó al Estado ecuatoriano argumentándose que la sentencia 
de primera instancia fue obtenida mediante corrupción11, mientras que la sentencia de 
segunda instancia, así como la decisión del recurso de casación y la decisión de la 
acción de protección desconocieron un acuerdo de liquidación celebrado entre el 
Estado y Chevron- Texaco, en el que se eximía a Chevron- Texaco de toda 
responsabilidad12. De igual forma, el laudo hace una advertencia al Estado, señalando 
que la ejecución de cualquiera de las decisiones judiciales relacionadas en este caso 
generaría un daño reparable para Chevron- Texaco13. Finalmente, el laudo señala que 
                                                          
9 Chevron Corporation and Texaco Petroleum Company v. The Republic of Ecuador. Final Award, 
August 2011. 
10 Ver: UNCITRAL. Chevron Corporation and Texaco Petroleum Company v. The Republic of Ecuador. 
PCA Case No. 2009-23. First Interim Award on Interim Measures, 25 January 2012. Second Interim 
Award on Interim Measures, 16 February 2012.  
11 UNCITRAL. Chevron Corporation and Texaco Petroleum Company v. The Republic of Ecuador. 
PCA Case No. 2009-23. Second Partial Award on Track II, 30 August 2018. A. párr. 10.5 
12 UNCITRAL. Chevron and Texaco v. Ecuador. Second Partial Award. Ibídem, párr. 10.8. 
13 UNCITRAL. Chevron and Texaco v. Ecuador. Second Partial Award. Ibídem, párr. 10.11. 
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las víctimas pueden presentar reclamaciones contra el Estado ecuatoriano14, insinuando 
que el Estado ecuatoriano es el llamado a reparar a las víctimas. 
 
Además de reflejarse las dificultades que padecen las víctimas de las actividades 
extractivas, este caso permite hacer cuestionamientos sobre la relación entre el régimen 
de protección de las inversiones y la independencia y autonomía de las instituciones de 
los Estados latinoamericanos, puesto que –como fue señalado anteriormente– el 
proceso judicial contó con dos instancias ordinarias, un recurso de casación conocido 
por el órgano de cierre de la justicia ordinaria y una acción constitucional conocida por 
la Corte Constitucional. 
 
Este caso es una excepción en el desarrollo del litigio en derechos humanos en la 
región, ya que este no terminó en un litigio ante el SIDH15. En el segundo capítulo de 
este trabajo de grado se analizará el uso del litigio en derechos humanos en la región 
en este tipo de casos, mostrando que litigar contra los Estados latinoamericanos donde 
ocurren las violaciones es insuficiente o, en algunos casos, injusto. Muestra de esto son 
dos casos contra Suriname: el caso del Pueblo Saramaka y el caso de Kaliña y Lokono. 
Estos dos casos tienen la particularidad que las concesiones o permisos para iniciar las 
operaciones fueron otorgadas cuando Suriname era colonia holandesa, es decir que se 
litigó contra un Estado por unos hechos anteriores a su independencia.16 
 
Litigar exclusivamente contra los Estados latinoamericanos donde ocurren las 
violaciones implica recaer la responsabilidad únicamente en estos Estados, a pesar de 
que participan otros dos actores en las violaciones: las empresas transnacionales 
mismas y sus Estados de origen. Ante este panorama en el que presenta dificultades de 
los Estados latinoamericanos para garantizar los derechos humanos de víctimas de 
                                                          
14 UNCITRAL. Chevron and Texaco v. Ecuador. Second Partial Award. Ibídem, párr. 10.12. 
15 Este caso es diferente al caso del Pueblo indígena Kichwa de Sarayaku conocido por el SIDH, a pesar 
que el origen de ambos es la extracción de petróleo en una región amazónica en Ecuador. 
16 Corte IDH. Caso Pueblo Saramaka vs. Surinam. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2007, párrs. 59-61. Caso Pueblos Kaliña y Lokono vs. Surinam. 
Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2015, párrs. 87 y 88. 
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proyectos extractivos, este trabajo pretende hacer un llamado para repensar la estrategia 
de litigio en este tipo de casos. 
 
En primer lugar, para replantear el litigio en derechos humanos, hay que tener en cuenta 
que el DIDH es un ordenamiento jurídico eminentemente estato-céntrico, en el que las 
competencias de sus órganos están limitada a las conductas de los Estados. Por otra 
parte, el único foro del Derecho Internacional en el que se podría llevar a una empresa 
transnacional para cuestionar jurídicamente sus conductas, es el arbitraje de inversión. 
Este es un foro que nació y funciona para proteger los derechos de los inversionistas 
extranjeros, y no para estudiar sus conductas. Con esto se quiere decir que el Derecho 
Internacional no presenta elementos adecuadamente o suficientes para regular las 
actuaciones de las empresas transnacionales que sean contrarias a los derechos 
humanos. 
 
Sin embargo, antes que ocurran cambios en el Derecho Internacional y antes que exista 
un instrumento internacional jurídicamente vinculante para las empresas 
transnacionales, se debe dar una alternativa a las víctimas para que se satisfagan sus 
derechos. Por este motivo, el segundo punto que se debe tener en cuenta es que existen 
dos insumos en el Derecho Internacional: el primero de ellos consiste en que hay 
decisiones de tribunales de arbitraje de inversión –foro creado para hacer cumplir los 
derechos de los inversionistas extranjeros, incluyendo a las empresas transnacionales– 
en las que consideran que los inversionistas tienen a su cargo obligaciones 
internacionales de derechos humanos17 y que las consecuencias negativas generadas 
por las actividades extractivas sobre el medio ambiente, constituyen un daño 
indemnizable en favor del Estado18. El segundo insumo consiste en que los Estados 
tienen obligaciones del DIDH frente a las personas sobre las que ejercer jurisdicción. 
                                                          
17 Urbaser S.A. y Consorcio de Aguas Bilbao Bizkaia v. Argentina. Caso CIADI N°. ARB/07/26. Laudo 
del 8 de diciembre de 2016. 
18 Burlington Resources Inc. v. República de Ecuador. Decisión sobre reconvenciones de 7 de febrero 
de 2017. Caso CIADI N°. ARB/08/05. 
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En consecuencia, el problema de investigación que se intentará resolver en el presente 
trabajo es el siguiente: ¿qué elementos deben confluir en una estrategia de litigio para 
garantizar los derechos de las víctimas en casos de violaciones a los derechos humanos 
en Latinoamérica por parte de empresas transnacionales del sector extractivo? 
 
El argumento plasmado en este trabajo es que la estrategia no puede concentrarse 
exclusivamente en un actor y menos, si ese único actor es el Estado latinoamericano 
donde ocurrieron las violaciones. Por el contrario, la estrategia de litigio debe integrar 
al mayor número de actores posible, lo cual implica acudir a más de un foro. Teniendo 
en cuenta que el arbitraje de inversión es un escenario reservado para los inversionistas 
extranjeros y para los Estados, es decir, donde no hay participación alguna de víctimas 
del proyecto de inversión, las opciones que quedan para las víctimas y sus abogados es 
litigar dentro y contra el Estado escenario de las violaciones, así como del Estado de 
origen de la empresa transnacional. Con este trabajo se pretende motivar a litigar contra 
los Estados de origen, haciendo uso de sus instituciones y recursos judiciales y 
administrativos, y litigando contra estos ante un sistema internacional de protección de 
los derechos humanos. Esta es una estrategia que ha sido propuesta y estudiada por 
ONG internacionales como Amnistía Internacional y European center por 
constitutional and human rights, así como se ha ejercido la etapa de litigio al interior 
de los Estados de origen. De igual forma, el Comité PDCP ha considerado que el 
cumplimiento de las obligaciones del Pacto implica otorgar recursos judiciales para las 
víctimas de afectaciones de derechos humanos por parte de sus empresas 
transnacionales en el ejercicio de actividades en territorios extranjeros.19 
                                                          
19 Comité PDCP. Observaciones finales sobre el sexto informe periódico de Alemania. 
CCPR/C/DEU/CO/6. 13 de noviembre de 2012, párr. 16. También ver: Observaciones finales sobre el 
sexto informe periódico de Canadá. CCPR/C/CAN/CO/6. 12 de agosto de 2015, párr. 6. 
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Esta alternativa propuesta es rechazada por académicos como Danwood Mzikenge 
Chirwa20, Robert McCorquodale y Penelope Simmons21, quienes sostienen que el 
hecho de las empresas transnacionales solamente compromete la responsabilidad 
internacional de sus Estados en un excepcionalísimo caso a la luz del Proyecto de 
Artículos sobre Responsabilidad Internacional del Estado y del estándar de ‘control 
efectivo’ desarrollado por Corte Internacional de Justicia. Sin embargo, los estándares 
de atribución planteados en el Proyecto de Artículos no son exhaustivos, así es señalado 
por  Surya Deva22 y Andrew Clapham23, ya que el DIDH ha desarrollado dos estándares 
adicionales. Por otra parte, la Corte Internacional de Justicia usó el ‘control efectivo’ 
con el fin de determinar si el hecho ilícito internacional cometido por particulares puede 
ser atribuido al Estado; en ese sentido es posible identificar conductas de los Estados 
de origen que constituyan algún hecho ilícito internacional, diferente a las conductas 
de las empresas transnacionales. 
 
Además de los cuestionamientos planteados por estos autores, la extraterritorialidad de 
las obligaciones del DIDH podría constituir un obstáculo para el desarrollo del litigio 
contra los Estados de origen, ya que la mayoría de tratados internacionales de esta 
materia contienen límites jurisdiccionales, límites que se han considerado como 
territoriales. Sin embargo, las decisiones judiciales sobre el tema, han señalado que 
debe existir una relación jurisdiccional entre la víctima y el Estado, así como entre el 
Estado y el actor que ocasionó la violación. 
 
                                                          
20 CHIRWA, Danwood Mzikenge. The Doctrine of State Responsibility as a Potential Means of Holding 
Private Actos Accountable for Human Rights. En: Melbourne Journal of International Law, 2004, pp. 1-
36. 
21 McCORQUODALE, Robert y SIMONS, Penelope. Responsibility Beyond Borders: States 
Responsibility for Extraterritorial Violations by Corporations of International Human Rights Law. En: 
Modern Law Review Limited, 2007, pp. 598-625. 
22 DEVA, Surya. Acting Extraterritorially to Tame Multinational Corporations for Human Rights 
Violations: Who should “bell the cat”? En: Melbourne Journal of International Law, 2004, pp. 37-65. 
23 CLAPHAM, Andrew. State responsibility, corporate responsibility and complicity in human rights 
violations. En: Lene Bomann-Larse and Oddny Wiggen (Ed), Responsibility in world business: 
Managing harmful side effects of corporate activity. United Nations University Press, 2004, pp. 50-81. 
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Los Estados de origen de las empresas involucradas en violaciones de derechos 
humanos, son actores relacionados con las violaciones, pero han sido poco 
cuestionados hasta ahora. Litigar contra los Estados de origen implica que los Estados 
receptores de inversión en el sector extractivo no son los únicos responsables de 
garantizar los derechos humanos, sino que los Estados exportadores de dichas 
inversiones también tienes responsabilidades al respecto. De igual forma, este litigio 
puede representar mejores garantías para las comunidades donde se ejercen actividades 
extractivas, ya que los Estados de origen tienen la capacidad de regular a las matrices 
y estas, a su vez, regular a sus filiales, las cuales pueden hacer presencia en diferentes 
países. Por otra parte, las instancias internacionales en las que se desarrollarían estos 
litigios tienen la facultad de ordenar reparaciones y adecuaciones a los ordenamientos 
internos de dichos Estados, adecuaciones que implican garantías de no repetición.  
 
Este trabajo contará con seis capítulos. En el primero de ellos se hará uso de trabajos 
de investigación socio jurídica y de la experiencia de casos, para tratar los riesgos que 
las actividades extractivas implican para el ejercicio de los derechos humanos en 
Latinoamérica, especialmente cuando estas actividades son desarrolladas por empresas 
transnacionales, teniendo en cuenta que estas son actores no estatales del Derecho 
Internacional. Posteriormente se abordará la estrategia de litigio predominante en 
Latinoamérica, es decir aquella consistente en acudir a las instituciones del Estado 
latinoamericano donde ocurrieron las violaciones y, eventualmente, realizar peticiones 
individuales ante el SIDH para responsabilizar ha dicho Estado. El tercer capítulo 
tratará el insumo identificado en el foro del arbitraje internacional de inversiones y se 
señalará si es posible desarrollar una estrategia de litigio enfocada en este foro. El 
cuarto capítulo desarrollará el insumo del DIDH sobre el límite de las obligaciones 
internacionales, en este capítulo se mostrará el estado actual de la jurisprudencia del 
TEDH sobre la extraterritorialidad. Posteriormente, el quinto capítulo desarrollará la 
alternativa que se propone, es decir litigar dentro y contra los Estados de origen de las 
empresas transnacionales involucradas en violaciones de derechos humanos. Estos 
cinco capítulos se basarán en el análisis de la jurisprudencia de la Corte Internacional 
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de Justicia, la Corte IDH y el TEDH, así como del trabajo de distintos doctrinantes que 
han tratado los temas y dos laudos arbitrales. Finalmente, a manera de conclusión, se 
sopesarán esas fortalezas, obstáculos y desventajas de acudir a cada uno de los tres 
foros señalados con el fin de determinar cómo podría desarrollarse una estrategia de 
litigio que resulte efectiva para la protección de los derechos de las víctimas. 
 
Finalmente, al pretenderse aportar una interpretación de algunos tratados de DIDH, así 
como de la jurisprudencia de distintos tribunales internacionales, para superar una 
problemática relacionada con la aplicación de normas del Derecho Internacional y de 
DIDH, la metodología desarrollada en este trabajo es de corte dogmático y se hará uso 
de diferentes métodos, tales como el análisis del lenguaje, el análisis lógico y el análisis 
sistemático24. 
 
 
 
 
 
  
                                                          
24 Sobre el método de la dogmática jurídica, ver: COURTIS, Christian. El juego de los juristas. Ensayo 
de caracterización de la investigación dogmática. En: Courtis, Christian (Ed.) Observar la ley: ensayos 
sobre la metodología de la investigación jurídica. Editorial Trotta. Madrid, 2006, pp. 105-153. 
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I. RIESGOS DE LAS ACTIVIDADES EXTRACTIVAS SOBRE LOS 
DERECHOS HUMANOS 
 
 
El concepto de extractivismo (o “extractivismos”) ha estado presente en los discursos 
críticos del desarrollo y se ha definido como un sistema por el cual “unas regiones […] 
se especializaron en extraer y producir principalmente materias primas [Estados 
receptores de inversión o ‘host States’], mientas que otras […] pasaron a producir 
manufacturas y concentraron, desde entonces, el capital, el poder, así como el 
conocimiento científico y tecnológico [Estados de origen de inversión o ‘home 
States’].”25 La definición misma del extractivismo trae intrínseca la característica de 
grandes volúmenes en la producción de recursos con alta demanda global –ya sea en la 
extracción de recursos naturales, en el monocultivo de agroalimentos o pescada de 
especies marinas, entre otras– destinados a la exportación, por lo cual implica la 
instalación de enclaves transnacionales en zonas periféricas.26 Por lo tanto, el 
extractivismo trae consigo dos elementos: el primero de ellos consistente en la 
extracción de recursos –para autores críticos, no necesariamente física27–, para suplir 
las demandas del comercio internacional, el cual es el segundo elemento e implica que 
un gran porcentaje de la extracción se destine a satisfacer la demanda internacional del 
producto28.  
 
Estos dos elementos deben cumplirse para establecer la presencia de actividades 
extractivas, razón por la cual el extractivismo no se limita a la minería e hidrocarburos 
e incluso, en contextos específicos, la minería puede ser excluida de la clasificación, 
independientemente de los daños reales o potenciales que causen sobre el medio 
                                                          
25 ACOSTA, Alberto y BRAND, Ulrich. Salidas del laberinto capitalista. Ob. Cit., pp. 37 y 38. 
26 GÖBEL, Bárbara y ULLOA, Astrid. Colombia y el extractivismo en América Latina. Ibero-
Amerikanisches Institut y Universidad Nacional de Colombia. Bogotá, 2014, pp. 15 y 16. 
27 Ver: GUDYNAS, Eduardo. Extractivismos: Ecología, economía y política en un modo de entender el 
desarrollo y la Naturaleza. Centro de Documentación e Información Bolivia, 2015. Disponible en: 
http://gudynas.com/wp-content/uploads/GudynasExtractivismosEcologiaPoliticaBo15Anuncio.pdf 
28 ACOSTA, Alberto y BRAND, Ulrich. Salidas del laberinto capitalista. Ob. Cit. 
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ambiente o los derechos humanos. Según la CEPAL, el sector de minería e 
hidrocarburos han aumentado su participación en las economías de los países 
latinoamericanos y del Caribe desde la década de 199029, y presentó auges importantes 
a inicios de la década de los 200030; por esta razón, a pesar del contenido del concepto 
y de su extensión, este trabajo se concentrará en las actividades extractivas de minería 
e hidrocarburos por su relación en las economías de los países latinoamericanos.  
 
En este capítulo se abordará los riesgos que implica el desarrollo de actividades 
extractivas de minería e hidrocarburos para el ejercicio de los derechos humanos en 
Latinoamérica, lo cual se abordará en dos fases. La primera fase señalará los riesgos 
generados por las actividades y en la segunda fase se referirá a los riesgos adicionales 
que implica que estas actividades sean ejercidas por empresas transnacionales.  
 
1. FASE #1: RIESGOS DEL EXTRACTIVISMO SOBRE LOS DERECHOS 
HUMANOS EN LATINOAMÉRICA 
 
En 2015, la CIDH –quizás inconscientemente– realizó un estudio crítico sobre los 
impactos del extractivismo en Latinoamérica. El diagnóstico mostró que el 
extractivismo de minería e hidrocarburos han generado resultados preocupantes en 
materia ambiental como señala la destrucción de ecosistemas, la contaminación de 
aguas y suelos, la pérdida de la biodiversidad, el avance de la frontera agrícola y la 
deforestación, los cuales –a su vez– ha causado delicados problemas sociales y 
culturales como desplazamientos forzados de comunidades (puesto que se hace 
imposible vivir en medio de tanta contaminación), ruptura de los lazos comunitarios y 
pérdida de las tradiciones de las comunidades étnicas.31  
 
                                                          
29 CEPAL. Recursos naturales: situación y tendencias para una agenda de desarrollo regional en 
América Latina y del Caribe. Diciembre de 2013, p. 18-23. 
30 CEPAL. Recursos naturales… Ibídem, p. 25-31. 
31 CIDH. Pueblos indígenas… actividades extractivas. Ob. Cit., párr. 17. 
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La contaminación y destrucción de ecosistemas, así como sus efectos sociales y 
culturales para comunidades, son externalidades negativas, producidas en parte por los 
sistemas de producción (extracción) de estas empresas. Estos sistemas que estarán, 
generalmente, orientado por sistemas orientados al aumento de ganancias como el 
fordismo, el cual es un modelo que busca aumentar la producción, a la par de reducir 
los costos por medio de la disminución del tiempo de ejecución en la producción, u 
orientados por el postfordismo el cual utiliza la tecnología para disminuir el tiempo de 
ejecución y los costos laborales32. Para las investigadoras Bárbara Göbel y Astrid 
Ulloa, el extractivismo “implica una valorización de ciertos bienes y servicios 
ambientales, así como la desvalorización de otros a partir de imposiciones [como la 
mercantilización de la naturaleza]”33, estas autoras señalan que muestra de esta 
valorización y desvalorización de la naturaleza es la reconfiguración del uso del 
territorio, como el aumento de la frontera agrícola o la destinación de suelos para la 
extracción de minerales e hidrocarburos, lógica que genera áreas de explotación que, 
a su vez, se relacionan con el “desplazamiento de la población, el solapamiento y 
fragmentación de las lógicas de relacionamiento, así como el uso y control de la 
naturaleza.”34 
 
Las actividades extractivas requieren grandes cantidades de insumos ambientales como 
agua y suelos, esto, adicional a la reducción de los costos de producción se encuentra 
el primer factor que eventualmente perjudicaría el ejercicio de los derechos humanos y 
al mismo medio ambiente. Ejemplo de esto es la fracturación hidráulica o ‘fracking’, 
técnica de extracción de hidrocarburos atrapados en rocas –por lo cual se conoce como 
“hidrocarburos no convencionales”–, por medio de la fractura de las rocas a través de 
la inducción de agua a presión y aditivos químicos. El fracking es, además, la técnica 
                                                          
32 LIPIETZ, Alain. El mundo del postfordismo. Revista Ensayos de Economía, Universidad Nacional de 
Colombia. Volumen 7, Número 12. Medellín, 1997, pp. 11-52. 
33 GÖBEL, Bárbara y ULLOA, Astrid. Colombia y el extractivismo en América Latina… Ob. Cit., p. 16. 
34 GÖBEL, Bárbara y ULLOA, Astrid. Colombia y el extractivismo en América Latina… Ibídem. 
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menos costosa para extraer gas y petróleo de dichas rocas. 35 Se ha señalado que el 
fracking afecta el derecho al agua potable debido a la alta demanda de agua que necesita 
su operación, la posibilidad de contaminación de yacimientos subterráneos de agua 
mediante filtración, y contaminación de suelos, entre otras. 36 
 
Eduardo Gudynas, pensador uruguayo, ha acuñado el término “extrahección” a la 
apropiación de recursos naturales por medio de violaciones a los derechos humanos y 
–lo que él llama– ‘derechos de la Naturaleza’. Para Gudynas, esas violaciones a los 
derechos y afectaciones al ambiente son necesarias para un modelo extractivo: “Es que 
estas violaciones a los derechos humanos y de la Naturaleza no son meras 
consecuencias inesperadas, o producto de acciones aisladas llevadas adelante por 
individuos descarriados […] En realidad, la violación de derechos se ha vuelto un 
componente inseparable e inevitable de un cierto tipo de extracción de recursos 
naturales.  Esto ocurre cuando esas actividades comprometen enormes superficies, 
realizan procedimientos intensivos (por ejemplo, utilizando contaminantes) o los 
riesgos en juego son de enorme gravedad, y, por lo tanto, nunca serían aceptables bajo 
los marcos legales o para las comunidades locales.  Entonces, la única forma en que 
pueden llevarse adelante es por medio de la imposición y la violación de los derechos 
fundamentales.  La violación de los derechos no es una consecuencia, sino que es una 
condición de necesidad para llevar adelante este tipo de apropiación de recursos 
naturales.  Son facetas de un mismo tipo de desarrollo, íntimamente vinculados entre 
sí.”37 
 
                                                          
35 Tomado de: BBC Mundo. Qué es el fracking y por qué genera tantas protestas. 29 de octubre de 2013. 
Disponible en: http://www.bbc.com/mundo/noticias/2013/10/131017_ciencia_especial_fracking_abc_a 
m 
36 Según Greenpace, la operación de un pozo con fracking podría requerir entre 9.000 y 29.000 metro 
cúbicos de agua. Ver: http://www.greenpeace.org/espana/Global/espana/report/cambio_climatico/Frac 
king-GP_ESP.pdf 
37 GUDYNAS, Eduardo. Extrahección: Violación de derechos en la apropiación de la naturaleza. 21 
de febrero de 2013, disponible en: https://www.alainet.org/es/active/61783 
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El Grupo de Trabajo sobre Minería y Derechos Humanos en América Latina, 
conformado por siete ONG latinoamericanas, en 2014 presentó un informe a la CIDH 
sobre el impacto de la minería canadiense en Latinoamérica38, en el que señaló que el 
sector minero y de hidrocarburos es el sector con mayor número denuncias de 
violaciones de derechos humanos en la región con un 28% de denuncias y para la fecha 
de elaboración informe se registraban 198 conflictos activos por causa de la minería 
extractiva en Latinoamérica. “De esos conflictos, 26 se presentaban en Argentina, 20 
en Brasil, 34 en Chile, 12 en Colombia, 29 en México y 34 en Perú. En ese último país, 
la Defensoría del Pueblo registraba, en septiembre de 2013, 107 conflictos sociales 
activos o latentes en el sector de la minería, de un total de 148 conflictos socio-
ambientales”.39 El informe analizó 22 proyectos mineros desarrollados por empresas 
transnacionales canadienses en siete países latinoamericanos (Argentina, Chile, 
Colombia, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Panamá y Perú), encontrando 
impactos sobre el medio ambiente, la producción de desplazamientos y fracturas en el 
tejido social. Respecto a los impactos ambientales, el informe señala la ocurrencia de 
contaminación del aire, suelos y aguas como producto de las actividades40. 
 
En este sentido, el centro de estudios ‘Tierra digna’ ha estudiado casos de 
desplazamiento forzado generados por proyectos de desarrollo extractivos en 
Colombia, encontrando que los desplazamientos se deben a tres grandes causas: i) el 
uso de la violencia física para imponer dichos proyectos, ii) disposiciones normativas 
que favorecen el desplazamiento y iii) la consagración de daños irreversibles sobre el 
medio ambiente que fuerzan el desplazamiento.41  
 
                                                          
38 Grupo de Trabajo sobre Minería y Derechos Humanos en América Latina. El impacto de la minería 
canadiense en América Latina y la responsabilidad de Canadá. Resumen ejecutivo del Informe 
presentado a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 2014. 
39 Grupo de Trabajo sobre Minería. El impacto de la minería… Ibídem, p. 3. 
40 Grupo de Trabajo sobre Minería. El impacto de la minería… Ibídem, p. 10. 
41 TORRES, A., ROCHA, J., MELO, D., PEÑA, R. El carbón de Colombia: ¿Quién gana y quién 
pierde? Minería, comercio global y cambio climático. Centro de Estudios para la Justicia Social ‘Tierra 
digna’. Bogotá, 2015, p. 52. 
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El Centro Nacional de Memoria Histórica de Colombia, en su labor de recopilar la 
verdad histórica del conflicto armado colombiano, ha recopilado algunos casos en los 
que empresas transnacionales extractivas participaron o se beneficiaron del conflicto 
armado colombiano, siendo casos que constituyen la primera causa señalada por Tierra 
digna. En el informe ‘La maldita tierra: Guerrilla, paramilitares, mineras y conflicto 
armado en el departamento de Cesar’, como su nombre lo evidencia, el CNMH detalla 
la relación tejida entre actores armados (legales e ilegales) y actores empresariales en 
uno de los departamentos con mayor potencial minero en Colombia: “las grandes 
empresas mineras fueron llegando a la región [del Cesar] y se instalaron como la gran 
esperanza de desarrollo. Y aunque crearon empleos y dejaron miles de millones de 
pesos en regalías, también multiplicaron los conflictos.”42 Algunos de esos conflictos 
son la posesión de tierras despojadas por grupos armados ilegales por parte de las 
multinacionales Prodeco, Glencore (ambas de origen suizo), Drummond (de origen 
estadounidense)43; así como contratar supuestos servicios de seguridad a grupos 
paramilitares que terminaron en el asesinatos de sindicalistas44. 
 
Además del ánimo de lucro y de la consecuente necesidad de reducción de costos, los 
abusos empresariales y las violaciones de derechos humanos por parte de actores 
empresariales también pueden incidir factores no relacionados de manera estricta con 
el desarrollo de las actividades extractivas. Así, el informe ‘Con licencia para 
desplazar: Masacres y reconfiguración territorial en Tibú, Catatumbo’, el CNMH 
señala la relación de empresas transnacionales petroleras con el conflicto en dicha zona 
donde también incidieron factores racistas. Durante el final de la década de 1960 e 
inicios de 1970, el pueblo indígena Barí sufrió varios ataques en los que se ve 
involucrada la empresa Colombian Petroleum Company –Colpet–, filial de la 
estadounidense Gulf Oil Company (que posteriormente vendió sus proyectos en 
                                                          
42 CNMH. La maldita tierra: Guerrilla, paramilitares, mineras y conflicto armado en el departamento 
del Cesar. Bogotá, 2016, p. 13. 
43 CNMH. La maldita tierra… Ibídem, pp. 13, 93-106. 
44 CNMH. La maldita tierra… Ibídem, pp. 19-21. 
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Colombia a Texaco y Mobil)45. Según las fuentes del CNMH, “ejecutivos americanos 
de la Colpet, armados de rifles, excursionaron a modo de safari los fines de semana y 
dispararon contra los indios. […] Las empresas organizaban grupos de vigilancia 
privada y pagaban ‘a mil o quinientos pesos la cabeza de cada indio que 
entregaran’”.46  
 
Esta práctica de ejercer la violencia física de manera directa no es un asunto de un 
pasado lejano, en 2007, el Relator de Naciones Unidas para los derechos humanos de 
los desplazados internos señaló que en Colombia “la apropiación de las tierras por 
parte de grandes empresas era, cuando menos, un efecto colateral, si no parte de una 
política de desplazamiento forzado”47; y expresó tener conocimiento sobre denuncias 
de “ocupación ilegal de tierras bien mediante la transferencia de títulos bajo coacción 
por una compensación financiera mínima o mediante su falsificación. Asimismo […] 
muchos casos de adquisición de tierras indígenas y propiedades colectivas 
afrocolombianas en violación [de la Constitución y la ley colombiana].” 
 
La segunda causa, consistente en la existencia de disposiciones normativas que 
favorecen los desplazamientos. En el caso colombiano, el artículo 13 del Código 
Minero vigente (Ley 685 de 2001) declara a todas las fases de la actividad minera como 
utilidad pública y de interés social, en consecuencia esta ley consagra mecanismos 
especiales de expropiación de inmuebles para el desarrollo de actividades mineras48. A 
pesar de que el artículo anteriormente mencionado encaja perfectamente en la causa 
enunciada, esta no debe entenderse como normas exclusivamente jurídicas. 
 
                                                          
45 CNMH. Con licencia para desplazar: Masacres y reconfiguración territorial en Tibú, Catatumbo. 
Bogotá, 2015, p. 33. 
46 CNMH. Con licencia para desplazar… Ibídem, p. 35. 
47 Consejo de Derechos Humanos, ONU. Informe presentado por el Representante del Secretario 
General sobre los derechos humanos de los desplazados internos, Walter Kälin. A/HRC//4/38/Add.3. 
24 de enero de 2007, párr. 53. 
48 Ver: Tierra Digna. El carbón de Colombia… Ob. Cit, p. 55. 
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La última causa señalada por Tierra Digna consiste la consagración de daños 
irreversibles sobre el medio ambiente que fuerzan el desplazamiento. Además de las 
relaciones de algunas empresas transnacionales extractivas con grupos armados 
ilegales, también hay casos que evidencian otro tipo de violaciones, como la afectación 
sobre el entorno ecosistémico de las comunidades. Este es el caso de la zona 
carbonífera del Cesar, en el que las comunidades de Plan Bonito, Boquerón y El Hatillo 
han sufrido de desplazamientos forzados desde 2010, debido a la alta contaminación 
de sus territorios. Ante dicha situación, el Ministerio de Ambiente y la Agencia 
Nacional de Licencias Ambientales (ANLA) han impuesto sanciones contra las 
transnacionales Prodeco, Glencore, Drummond, Vale do Rio Doce (hoy, Goldman 
Sach) y Colombian Natural Resources, al igual que la obligación de reubicar a las 
poblaciones afectadas.49 
 
El Hatillo, Plan Bonito y Boquerón, son tres veredas en las que se han desarrollado 
proyectos mineros en los municipios de El Paso (El Hatillo y Plan Bonito) y La Jagua 
de Ibírico (Boquerón), desde la década de los noventa50. Antes de la llegada de la 
minería, la producción agrícola y pecuaria, así como la ganadería y el cultivo de palma 
y algodón, eran las principales actividades económicas de estos tres asentamientos51. 
En 2006, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial (Ministerio de 
Ambiente) otorgó licencia ambiental a la empresa Emcarbón (posteriormente Vale do 
Rio Doce y actualmente Goldman Sach), Prodeco, Drummond y Colombian Natural 
Resources para desarrollar tres proyectos de explotación minera de carbón, entre los 
que se encontraba el proyecto de la mina “El Hatillo”52. Este proyecto en particular 
                                                          
49 Ver: El Pilón. Pueblos desplazados por el carbón. Cúcuta, 18 de septiembre de 2014. Disponible en: 
http://elpilon.com.co/pueblos-desplazados-por-el-carbon/. Revista Portafolio. Multan a mineras de 
carbón del Cesar. Bogotá, 15 de enero de 2018. Disponible en: http://www.portafolio.co/economia/mul 
ta-a-minas-de-carbon-del-cesar-513281 
50 HOLGUÍN REYES, Gloria. Caracterización del caso El Hatillo: Actores, dinámicas y conflictos. 
Fundación Pensamiento y Acción. Bogotá, 2011, p. 4. 
51 HOLGUÍN REYES, Gloria. Caracterización del caso El Hatillo... Ibídem, pp. 3-5. 
52 Ministerio de Ambiente de Colombia. Resolución 1713 de 2006. 
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comprendió territorios de los municipios de El Paso, Chiriguaná y La Jagua de Ibírico, 
en el departamento del Cesar.  
 
Un año después, el Ministerio de Ambiente estableció el ‘Programa de Reducción de 
la Contaminación para las Áreas-Fuentes de Contaminación’ en la zona carbonífera 
del Cesar53, zona que incluyó a los municipios de El Paso, Chiriguaná y La Jagua de 
Ibírico. En virtud del Programa de Reducción, se restringió el aumento de emisiones 
de material particulado en las áreas de contaminación en el área de explotación minera 
de carbón, hasta que en la zona se demuestre –por medio de soportes técnicos– la 
reducción de la descarga contaminante global. Ante dicha situación, el Ministerio de 
Ambiente modificó las obligaciones ambientales, exigiendo el reasentamiento total de 
las comunidades pobladoras de los territorios en que se desarrollaba el proyecto, así 
como de territorios aledaños que se vieran afectados54. 
 
En el mismo sentido, el Grupo de Trabajo encontró tres tipos de desplazamientos en 
los casos analizados, i) desplazamientos gestionados y previstos por las empresas 
transnacionales para lograr implantar y desarrollar los proyectos, ii) desplazamientos 
producidos por alteraciones ambientales y iii) los producidos por presiones 
empresariales para sustituir la minería artesanal por la mega minería.55 El caso de 
Marmato en Caldas- Colombia causa especial atención ya que se produjo el 
desplazamiento de cerca de cinco mil personas por las presiones de la transnacional 
canadiense Gran Colombia Gold para abandonar la minería artesanal en la zona. Por 
su parte, las fracturas en el tejido social serían generadas por estrategias de las empresas 
transnacionales para dividir a las comunidades, alterar la representatividad política e 
institucional de las zonas.56 Por otra parte, el informe también señala que estos 
proyectos han sido apoyados por los Estados latinoamericanos respectivos, usando el 
                                                          
53 Ministerio de Ambiente de Colombia. Resolución 2176 de 2007. 
54 Ministerio de Ambiente de Colombia. Resolución 0970 de 2010. 
55 Grupo de Trabajo sobre Minería. El impacto de la minería… Ob. Cit., p. 12. 
56 Grupo de Trabajo sobre Minería. El impacto de la minería… Ibídem, p. 13. 
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poder estatal para criminalizar la protesta social y la defensa del medio ambiente57, lo 
cual es relevante para determinar la responsabilidad internacional de los Estados 
latinoamericanos receptores. 
 
La contaminación al medio ambiente, señala el informe, ha generado vulneraciones a 
la salud de las comunidades aledañas. Los casos mostraron el aumento de casos de 
enfermedades respiratorias, dermatológicas y gastrointestinales después del inicio de 
los proyectos, así como el registro de altos niveles de mercurio, cobre, arsénico y zinc 
en muestras médicas tomadas a algunas poblaciones aledañas de los proyectos.58 
 
Finalmente, es necesario hacer énfasis en las características propias de los países 
latinoamericanos, como la diversidad biológica de sus territorios, la gran presencia de 
comunidades étnicas que tienen arraigo al territorio y a la naturaleza, así como los altos 
índices de desigualdad al interior de estos países, la presencia de actores armados y 
conflictos armados internos y la relativa debilidad de sus instituciones democráticas. 
 
2.  FASE #2: EMPRESAS TRANSNACIONALES COMO ACTORES NO 
ESTATALES Y NUEVOS RIESGOS 
 
La orden de la autoridad ambiental colombiana en el caso del Cesar, destinadas al 
reasentamiento de las comunidades afectadas por parte de las empresas transnacionales 
involucradas en los proyectos, presenta dificultades de cumplimiento. La gran 
dificultad para la ejecución de la orden es, precisamente, que los destinatarios de dicha 
orden son empresas transnacionales. El simple hecho que las actividades extractivas 
sean ejercidas por transnacionales hacen más gravosa la situación, por esta razón esta 
sección se mostraran las dificultades adicionales que generadas, además de esto se 
abordará el tema de las empresas transnacionales como actores no estatales y las 
                                                          
57 Grupo de Trabajo sobre Minería. El impacto de la minería… Ibídem, p. 14. 
58 Grupo de Trabajo sobre Minería. El impacto de la minería… Ibídem, p. 18. 
11 
implicaciones que estas generan a la hora de buscar estrategias de litigio para hacer 
frente a las eventuales violaciones de derechos humanos que estas generen.  
 
Los riesgos o dificultades adicionales que se enfrentan son que los Estados 
latinoamericanos (y cualquiera del Sur Global, en general) no puedan hacer frente a las 
violaciones y no se satisfagan los derechos de las víctimas a la justicia y la reparación, 
debido a la naturaleza misma de las empresas transnacionales y las crecientes garantías 
otorgadas por el Derecho Internacional. Las empresas transnacionales tienen una gran 
flexibilidad para trasladar bienes, tecnología y dinero más allá de las fronteras 
nacionales, lo cual implica poder de negociación con los Estados59, especialmente de 
los Estados del Sur Global; este poder de negociación también implicaría capacidad de 
eludir el accionar del Estado, entre mayor poder de negociación, mayor será su 
capacidad de elución.  
 
De igual forma, Joseph Stiglitz, ganador del Premio Nobel de Economía en 2008, 
señala que las empresas transnacionales mantienen un juego desleal con los Estados, 
especialmente con los Estados del Sur Global (o “en vía de desarrollo” en palabras del 
economista). Ese juego desleal consiste en aprovecharse de situaciones como: i) tener 
gran poder económico, incluso mayor que el de algunos países; ii) influir para que sus 
Estados logren obtener mejores condiciones en otros Estados donde desarrollan o 
potencialmente desarrollarían actividades; iii) sacar provecho de las debilidades 
institucionales y técnicas de los Estados; y iv) acceder a información sensible obtenida 
por su Estado en virtud de negociaciones y trabajo diplomático con otros Estados.60 
 
Desde la década de 1990, ha habido una proliferación de empresas transnacionales y 
de inversión extranjera directa, especialmente en países llamados “en vía de desarrollo” 
                                                          
59 ATAM, Muhittin. The Impact of Non-State Actors on World Politics: A Challenge to Nation-State. 
Alternatives Journal. Vol. 2, No. 1, 2003, pp. 42-65. 
60 (Traducción libre). STIGLITZ, Joseph. Regulating Multinational Corporations: Towards Principles 
of Cross-Border Legal Frameworks in a Globalized World Balancing Rights with Responsabilities. En: 
American University International Law Review. Vol. 23, Issue 3. 2007, p. 476-482. 
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y en el sector de recursos naturales y extractivo. Para la UNCTAD esta realidad se debe 
al aumento de necesidades energéticas y de materias primeras en el mundo 
(especialmente por las economías emergentes)61. Las empresas transnacionales actúan 
en un país diferente al de su origen, por medio de la inversión extranjera directa, la cual 
consiste en la adquisición de activos en un país por parte de un gobierno, empresa o 
ciudadanos extranjeros; a través del mecanismo de la inversión extranjera directa, las 
empresas transnacionales hacen presencia en varios territorios, siendo un vehículo de 
la globalización económica y manteniendo intereses económicos en estos. La inversión 
extranjera directa puede presentarse de dos formas: adquisición en sentido estricto de 
activos o por medio de fusiones corporativas62, sin embargo, hay otra forma en que las 
empresas transnacionales puede relacionarse con actividades económicas de un país, 
esta es la subcontratación o ‘outsourcing’ y tiene la potencial característica de elución 
de responsabilidades.63 
 
La subcontratación, generalmente, es realizada en las cadenas de suministros, pero 
puede ejecutarse como una estrategia empresarial para cualquier tipo de actividades, 
incluyendo actividades del giro ordinario de los negocios. En términos empresariales, 
la subcontratación puede considerarse como muy bondadosa, ya que de esta forma la 
empresa transnacional (o cualquier empresa) se desentiende de un proceso de 
producción o suministro, lo que implica una reducción de costos; pero en términos de 
derechos humanos, esto resulta muy riesgoso, ya que todas las responsabilidades 
(civiles, laborales, ambientales, de derechos humanos y cualquier otra que surja) 
recaerían en el contratista. De esta forma, el Estado en el que ocurrió la violación no 
tendría forma de enfrentar a la empresa transnacional, que en últimas, es quien se 
                                                          
61 UNCTAD. El nuevo panorama de la inversión extranjera directa: Algunas de las principales 
cuestiones. TD/B/COM.2/77. Febrero de 2007, párrs. 1-3. 
62 UNCTAD. El nuevo panorama de la inversión extranjera directa… Ibídem. 
63 Ver: STUMPO, Giovanni. Las empresas transnacionales manufactureras en el nuevo contexto 
económico latinoamericano. En: Giovanni Stumpo (Ed.) Empresas transnacionales, procesos de 
reestructuración industrial y políticas económicas en América Latina. CEPAL y Alianza Editorial, 
1998, pp. 13-25. 
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beneficia de la actuación y la genera, además de tener la capacidad económica para 
reparar. 
 
Finalmente, otro punto importante es la compraventa de porcentajes de participación 
en los proyectos, es decir, ¿es posible que una empresa pierda responsabilidades de 
violaciones al momento de vender su participación en el proyecto? O, de manera 
contraria, ¿el comprador de la participación de un proyecto asume las 
responsabilidades de las violaciones de derechos humanos relacionadas por las 
actuaciones del vendedor? En el caso de Chevron- Texaco vs. Ecuador, el inversionista 
usó este argumento para señalar que no tendría la obligación de asumir las 
responsabilidades sobre los eventuales daños ocasionados por la empresa vendedora de 
su participación.64 
 
A. Actores no estatales 
 
Para el profesor y actual Relator especial de Naciones Unidad para la extrema pobreza, 
Philip Alston, el concepto de “actores no estatales del Derecho Internacional” no es de 
fácil definición, pero para comprenderlo, basta con que decir que son “aquellos que no 
son Estados y jamás pueden aspirar serlo”65, razón por la cual esta categoría es 
integrada por diversos actores como los individuos, las organizaciones internacionales, 
los grupo de liberación nacional. Para Alston, la privatización de servicios públicos, la 
liberalización de los mercados, la creciente creación de instancias internacionales (y el 
desarrollo del sof-law), así como la existencia de conflictos armados y la creación de 
milicias, fueron factores que cuestionaron el paradigma en el que se fundó el Derecho 
Internacional: la paz de Westfalia66.  
 
                                                          
64 CIADI. Chevron- Texaco v. Ecuador. Claimant’s notice of arbitration, párr. 31. 
65 ALSTON, Philp. Not a Cat Syndrome: Can the International Human Rights Regime Accomodate Non-
State Actors? En: Philip Alston (Ed.) Non-state Actors and Human Rights. Oxford University Press. 
New York, 2005, p. 19. 
66 ALSTON, Philp. Not a Cat Syndrome. Ibídem. 
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La paz de Westfalia, un hecho ocurrido en el siglo IXX como de la guerra de los treinta 
años, concibió al orden internacional como un sistema estato-céntrico, es decir centrado 
en las relaciones de los Estados. Este mismo estatocentrismo se ha mantenido en el 
desarrollo del Derecho Internacional, como en la Carta de la ONU  
 
Esta concepción “westfaliana” del Derecho Internacional ha implicado considerar a los 
Estados como el único sujeto del Derecho, el único capaz de vulnerar los derechos 
humanos y el único obligado en garantizarlos. Lo anterior sin olvidar que los avances 
recientes en materia de Derecho Internacional Humanitario y Derecho Penal 
Internacional han permitido reconocer las limitaciones del estatocentrismo del Derecho 
Internacional y establecer obligaciones internacionales a algunos actores no estatales. 
Sin embargo, estos avances no son suficientes puesto la especialidad y requisitos que 
necesita cada uno de estos dos sistemas para operar: la existencia de un conflicto 
armado o la comisión de crímenes internacionales, lo cual implica que otras violaciones 
de derechos humanos a manos que no hayan sido cometidas en el contexto de un 
conflicto armado o no constituya un crimen internacional, solo son relevantes para el 
Derecho Internacional si de por medio esta la participación de un Estado. 
 
B. Participación de los actores no estatales en el Derecho Internacional 
 
Evidentemente las empresas transnacionales no son Estados y no pueden aspirar a 
serlo, puesto que sus funciones se alejan del objetivo de lograr reunir los elementos de 
un Estado, pero a pesar de no ser Estados, las empresas transnacionales participan del 
Derecho Internacional (interponiendo demandas contras los Estados en el arbitraje de 
inversión) e inciden en el ejercicio de los derechos humanos, incidencia que se hace 
mayor o menor dependiendo del sector económico al que pertenecen, pero no todos sus 
actos reprochables son cometidos en el marco de conflictos armados o constituyen 
crímenes internacionales.  
 
  
15 
C. Carencia de subjetividad internacional e imposición de obligaciones  
 
La categoría “actor no estatal” implica la negación de la subjetividad internacional. Un 
gran sector de la doctrina y algunas autoridades del Derecho Internacional han 
reconocido que algunos actores no estatales tienen obligaciones internacionales, el 
ejemplo obligatorio es el de los individuos con el Derecho Penal Internacional y los 
grupos armados y combatientes con el Derecho Internacional Humanitario.  
 
Sin embargo, la aplicación de normas de derechos humanos a actores no estatales y la 
imposición de obligaciones de este tipo, es un tema menos pacífico en el que se pueden 
identificar los siguientes dos cuestionamientos67.  
 
i) El primero de ellos, de carácter no normativa, consiste en que los Estados 
podrían eludir sus responsabilidades y –especialmente– las derivadas del 
cumplimiento de la obligación de garantía de los derechos.  
ii) El segundo cuestionamiento tiene mayor peso teórico y señala que los 
derechos humanos son derechos frente al Estado, debido a su propia 
naturaleza y su origen histórico. 
 
Para Nicolás Carrillo, cada una de estas críticas tiene un contraargumento que justifica 
la imposición de obligaciones de derechos humanos a actores no estatales68, estos son: 
 
i) La interposición de obligaciones a los actores no estatales no implica 
modificar el contenido obligacional de los Estados. La preocupación de la 
crítica puede versar sobre el desarrollo dado en materia de responsabilidad 
internacional del Estado por violaciones de derechos humanos cometidas 
por particulares, el cual implica el deber prevención y deberes de mitigación 
                                                          
67 CARRILLO SANTARELLI, Nicolás. Protección jurídica internacional y global de la dignidad 
humana frente a actores diferentes de los estados. Editorial Temis, Bogotá, 2015, pp. 129-130. 
68 CARRILLO SANTARELLI, Nicolás. Protección jurídica internacional... Ibídem, pp. 134-141. 
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de las violaciones, sin embargo el mero hecho de que los actores no estatales 
tengan obligaciones en la materia no significa que disminuyan los deberes 
del Estado. 
ii) La crítica sobre el origen histórico y la consecuente naturaleza de los 
derechos humanos “en realidad, [se confunde] el origen de algunas 
instituciones de derechos humanos con la totalidad del sistema de 
protección y la característica de que es un corpus iuris en expansión y 
susceptible de evolucionar para adecuarse a las necesidades humanas de 
cada tiempo.”69 
 
Considerar que los actores no estatales también pueden asumir obligaciones 
internacionales, especialmente en materia de derechos humanos, implicaría un cambio 
profundo para los sistemas internacionales de protección de derechos humanos, puesto 
que implicaría dejar de centrarse exclusivamente en los Estados e indagar por las 
responsabilidades de estos actores frente a la comunidad internacional. 
 
La definición tradicional de “sujeto del Derecho Internacional” señala que son sujetos 
aquellos que tienen derechos y obligaciones en sistema internacional, la cual parecería 
ser un estándar sencillo de aplicar para algunos ANE, puesto que el Derecho 
Internacional les ha reconocido derechos (por ejemplo a los individuos  con el DIDH y 
a  los inversores extranjeros con el DII) y su imposición de obligaciones también 
dependería de la voluntad de los Estados.  
 
Para algunos autores sugieren estándares fuertes sobre la capacidad de asumir 
obligación y la consecuente participación del Derecho Internacionales70, lo cual 
impedirían que se reconozca subjetividad internacional alguna a los ANE. Respecto al 
estándar sobre la asunción de obligaciones, estos autores señalan que la asunción debe 
                                                          
69 CARRILLO SANTARELLI, Nicolás. Protección jurídica internacional... Ibídem, p. 140. 
70 Ver: CZAPLIŃSKI, Władysław. Recognition and International Legal Personality of Non-State 
Actors. Pécs Journal of International and European Law, 2016, pp. 7-17. 
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ser de forma voluntaria, es decir negociando instrumentos jurídicos vinculantes, lo 
excluiría la aplicación de la definición –incluso– a los individuos y grupos armados o 
combatientes, puesto que sus obligaciones en materia de Derecho Penal Internacional 
y Derecho Internacional Humanitario se deben a imposiciones de la comunidad 
internacional y no a su poder de negociación. Este estándar es conocido como treaty-
making power o jus tractatuum. Por otra parte, para este sector de la doctrina, la 
participación en el Derecho Internacional implica una labor diplomática y no 
simplemente siendo sujetos (activos o pasivos) de acciones judiciales.  
 
De manera paralela, algunos doctrinantes como Andrew Clapham71 consideran que la 
distinción entre sujetos y actores no estatales son innecesarios si se trata de establecer 
quiénes pueden asumir obligaciones internacionales, y además de ello, relacionar la 
personalidad jurídica con la asunción de obligaciones internacionales constituiría 
círculos viciosos argumentativos que no explican cómo son se crean y asumen las 
obligaciones internacionales. En contraposición, esta posición señala que la única 
condición exigida para que un actores no estatales tenga una obligación internacional 
a su cargo, es una norma internacional que así lo disponga y que la personalidad jurídica 
internacional de los actores no estatales es relativa a las capacidades de estos. 
 
3. CONCLUSIONES 
 
A través de la experiencia casuística y del uso del análisis de investigaciones de las 
ciencias sociales, se evidencia que el extractivismo –especialmente el de minería e 
hidrocarburos– implican riesgos para el ejercicio de los derechos humanos en 
Latinoamérica, precisamente por características propias de la región (como su riqueza 
biológica y étnica), así como condiciones preexistentes en la región que al interactuar 
                                                          
71 Ver: CLAPHAM, Andrew y JERBI, Scott. Categories of Corporate Complicity in Human Rights 
Abuses. Hasting International and Comparative Law Review. Vol. 24, 2001, pp. 339-349. CARRILLO 
SANTARELLI, Nicolás. Protección jurídica internacional y global de la dignidad humana, Ob. Cit. 
WORSTER, William T. Relative International Legal Personality of Non-State Actors. Brooklyn Journal 
of International Law. Vol. 42, Issue 1, 2016, pp. 207-272. 
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con los proyectos extractivos generan vulneraciones (como la existencia de conflictos 
armados internos o la debilidad de las instituciones democráticas).  
 
A estos riesgos se suman otros cuando participan empresas transnacionales, ya sean 
como líderes de las actividades o beneficiarios y generados de las vulneraciones. 
Figuras jurídicas de la legislación interna de los Estados, como la subcontratación o el 
contrato de franquicia, permiten la elusión de responsabilidades por parte de las 
empresas transnacionales. El Derecho Internacional no ha regulado el papel de las 
empresas transnacionales, siendo un actor no estatal para el Derecho Internacional. 
Dentro del debate surgido, para un sector de la doctrina es posible establecer 
obligaciones de derechos humanos a cargo de las empresas transnacionales. 
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II. ESTRATEGIA DE LITIGAR DENTRO Y CONTRA LOS ESTADOS 
RECEPTORES LATINOAMERICANOS 
 
 
Los Estados cuyos territorios ocurren las extracciones y las violaciones a los derechos 
humanos, son el blanco de esta estrategia de litigio. Esta es la estrategia más usada en 
Latinoamérica y su finalidad es que los Estados receptores ajusten sus actuaciones 
administrativas para prevenir que la industria extractiva implique vulneraciones de 
derechos humanos y que, en caso de que las vulneraciones no se puedan impedir, los 
Estados adopten medidas para mitigar los daños y determinen responsabilidades.  
 
En este capítulo se abordarán las obligaciones internacionales a cargo de los Estados 
receptores y la forma en que comprometerían su responsabilidad internacional, de igual 
forma se señalarán la forma en que ha sido usada esta estrategia y los resultados de esta 
al interior de la Corte IDH, órgano judicial del SIDH. Finalmente se señalarán algunas 
opiniones sobre la efectividad de esta estrategia.  
 
1. OBLIGACIONES INTERNACIONALES DE LOS ESTADOS 
 
Aunque las obligaciones generales en materia de derechos humanos son iguales para 
todos los Estados y que estas fueron establecidas sin considerar el grado de inversión 
recibida por estos, la forma en que estas obligaciones se cumplen tiene que ver con 
estos factores señalados y por ello surgen deberes específicos. En esta sección se 
recordarán las obligaciones generales de los Estados en materia de derechos humanos, 
así como las obligaciones frente a actos de particulares en cabeza de los Estados, así 
como los deberes especiales, derivadas de las generales y teniendo en cuenta su calidad 
de Estados receptores de inversión extranjera. 
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A. Obligaciones generales 
Las tres obligaciones identificadas son comunes en la CADH, el CEDH y el PIDCP, 
razón por la cual el contenido y alcance expuesto a continuación es aplicable a los tres 
instrumentos. 
 
● Obligación de respeto. Ferrer Mac-Gregor y Pelayo Moller señalan que esta 
consiste en “cumplir con la norma establecida [… siendo] la obligación del 
Estado y de todos sus agentes, cualquiera que sea su carácter o condición, de 
no violar, directa o indirectamente, por acciones u omisiones, los derechos y 
libertades reconocidas en la Convención.”72 De igual forma, la CIDH ha 
definido esta obligación como la prohibición del Estado de injerir, obstaculizar 
o impedir el goce de los bienes que constituye el derecho73. El Comité DCP 
señala que esta obligación presenta un carácter negativo “deben abstenerse de 
violar los derechos reconocidos por el Pacto y cualesquiera restricciones a 
cualquiera de esos derechos debe ser permisible de conformidad con las 
disposiciones pertinentes del Pacto. Cuando se introducen restricciones, los 
Estados deben demostrar su necesidad y adoptar únicamente las medidas que 
resulten proporcionales a la consecución de los legítimos objetivos para lograr 
una protección constante y eficaz de los derechos del Pacto.”74 De igual forma, 
el Comité señala que esta obligación ata a todos los poderes y autoridades 
públicas del Estado, en todos sus niveles.75 Esta obligación de no intromisión 
también se encuentra consagrada en el CEDH en su artículo 1º.76 
                                                          
72 FERRER MAC-GREGOR, Eduardo y PELAYO MOLLER, Carlos María. La obligación de 
“respetar” y “garantizar” los derechos humanos a la luz de la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana: Análisis del artículo 1° del pacto de San José como fuente convencional del derecho 
procesal constitucional. En: Revista Estudios Constitucionales Vol. 10, No. 2. Santiago, 2012. 
73 CIDH. Pueblos indígenas… Ob. Cit., párr. 39. 
74 Comité DCP. Observación general 31. 2004. 
75 Comité DCP. Observación general 31, ibídem. 
76 Ver: FERNÁNDEZ SÁNCHEZ, Pablo A. El alcance de las obligaciones (art. 1 CEDH). En: Pablo 
Santaloya Machetti y Francisco Javier García Roca (Coord.). La Europa de los derechos: el Convenio 
Europeo de Derechos Humanos. Centro de Estudios Políticos y Constitucionales. Madrid, 2005, pp. 49-
66. 
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● Obligación de garantía. El contenido de la obligación de garantía es de 
carácter positivo. Para Ferrer Mac-Gregor y Pelayo Moller, esta obligación 
consiste en “organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas las 
estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, 
de manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno 
ejercicio de los derechos humanos”77. Es decir que la obligación de garantía 
implica que el Estado ejerza acciones que permitan el ejercicio de los derechos, 
por ejemplo, tomar medidas de seguridad para alguien que se ha visto 
amenazado en su vida e integridad. Estos autores, citando a la Opinión 
Consultiva 11 de 1990, señalan que remover los obstáculos existentes para que 
los individuos puedan gozar de sus derechos, hace parte del contenido de esta 
obligación; y por ello señalan que esta obligación general se divide en deberes 
específicos como: i) asegurar el pleno goce y ejercicio de los derechos; ii) 
proteger a las personas frente a amenazas de agentes privados o públicos en el 
goce de los derechos; iii) adoptar medidas de prevención general frente a casos 
de violaciones graves de derechos humanos; iv) reparar a las víctimas; y, v) 
cooperar con los órganos internacionales para que estos puedan desarrollar sus 
actividades de control.  
 
Por su parte, la CIDH señala que esta obligación consiste en “implica el deber 
de los Estados Partes de organizar todo el aparato gubernamental y, en 
general, todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio 
del poder público, de manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente 
el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos”78 (subrayas fuera del texto 
original); siguiendo con su definición, la CIDH incluye los deberes de prevenir 
violaciones, la investigación y la sanción de los responsables de violaciones de 
derechos humanos, así como la reparación en favor de las víctimas. La Corte 
IDH tiene una jurisprudencia muy amplia en la que reconoce los deberes de 
                                                          
77 FERRER MAC-GREGOR, Eduardo y PELAYO MOLLER, Carlos María. Ibídem. 
78 CIDH. Pueblos indígenas… Ob. Cit., párr. 40. 
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investigación de las violaciones, así como el juzgamiento y la sanción de los 
responsables.79 
 
Por su parte, el Comité DCP señala que esta obligación implica “adoptar 
medidas legislativas, judiciales, administrativas, educativas y de otra índole 
adecuadas para cumplir sus obligaciones jurídicas”.80 Al igual que la 
obligación de respeto, el Comité DCP ha señalado que esta obligación ata a 
todas las autoridades del Estado en todos sus niveles.81  
 
Respecto al CEDH, el profesor Fernández Sánchez señala que del texto del 
artículo 1º de dicho convenio “se deduce que los Estados son responsables de 
cualquier violación a los DDHH cometida no solo por órganos o funcionarios 
públicos, sino que también por particulares en caso de que el Estado no haya 
hecho todo lo necesario para evitarlo. La adecuación del sistema jurídico, 
político e institucional a las normas del CEDH implica una obligación 
positiva para el Estado parte.”82 
 
● Cumplimiento de las obligaciones de acuerdo al principio de igualdad y no 
discriminación. La CIDH señala que este principio se fundamenta en que todas 
                                                          
79 Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 
de julio de 1988, párr. 174. Caso Barrios Altos vs. Perú. Fondo. Sentencia de 14 de marzo de 2001. 
Caso Carpio Nicolle y otros vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de 
noviembre de 2004, párr. 76. Caso Gutiérrez Soler vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 12 de septiembre de 2005. Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Caso Heliodoro 
Portugal vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 12 de 
agosto de 2008, párr. 203. Caso Ríos y otros vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de enero de 2009, párr. 298. Caso Kawas Fernández vs. 
Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de abril de 2009, párr. 78. Caso Rodríguez 
Vera y otros (“Desaparecidos del Palacio de Justicia”) vs. Colombia. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 14 de noviembre de 2014. Caso Carvajal Carvajal y otros vs. 
Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 13 de marzo de 2018, párr. 204. Entre otras. 
80 Comité DCP. Observación general 31. Ob. Cit. 
81 Comité DCP. Observación general 31. Ob. Cit. 
82 FERNÁNDEZ SÁNCHEZ, Pablo A. El alcance de las obligaciones. Ob. Cit. 
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las personas son destinatarias de los derechos de la CADH, por lo cual los 
Estados no pueden tener tratamientos discriminatorios.83  
 
Por su parte, el Comité DCP señala que “el párrafo 1 del artículo 2 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos establece la obligación de cada 
Estado Parte de respetar y garantizar a todos los individuos que se encuentren 
en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción, los derechos reconocidos en el 
Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 
política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social. En virtud del artículo 26 todas 
las personas no solamente son iguales ante la ley y tienen derecho a igual 
protección de la ley, sino que también se prohíbe cualquier discriminación en 
virtud de la ley y garantiza a todas las personas protección igual y efectiva 
contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, 
religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.”84  
 
Esta obligación, para el caso que ocupa este trabajo, implica que los Estados 
deben garantizar los derechos de las víctimas de actividades extractivas, 
independientemente de su origen nacional, condición social, identidad étnica y 
demás. 
 
B. Obligaciones frente a actos de particulares 
 
Tanto la Corte IDH, como el TEDH han señalado eventos en los que los Estados 
comprometen su responsabilidad internacional por actos de terceros. Por su parte, el 
Proyecto de Artículos sobre responsabilidad internacional del Estado por hechos 
                                                          
83 CIDH. Pueblos indígenas… Ob. Cit., párr. 41. 
84 Comité DCP. Observación general 18. 1989. 
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internacionalmente ilícitos (“Proyecto de Artículos”) señala cinco eventos en que el 
hecho de un particular es atribuible al Estado. 
 
En primer lugar, los órganos del SIDH han hablado de los casos de dos casos 
particulares, los cuales se derivan de la obligación de garantía de los derechos, estos 
son la aquiescencia y el incumplimiento del deber de prevención.85 Por aquiescencia 
del Estado, la Corte IDH desde su primera sentencia (Velásquez Rodríguez vs. 
Honduras86) y en sentencias posteriores como Masacres El Mozote vs. El Salvador87 o 
Rodríguez Vera vs. Colombia88, ha considerado que la tolerancia, complicidad o 
consentimiento del Estado hacia un hecho violatorio de los derechos, implica una 
transgresión a sus obligaciones internacionales y por tanto compromete su 
responsabilidad internacional. De igual forma, esta Corte ha usado el deber de 
prevención para declarar la responsabilidad internacional de los Estados cuando estos 
no toman “medidas de carácter jurídicas, políticas, administrativas y entre otras que 
promuevan la salvaguarda los derechos humanos y que aseguren que las eventuales 
violaciones a los mismos sean efectivamente consideradas y tratadas como un hecho 
ilícito que, como tal, es susceptible de acarrear sanciones para quien las cometa, así 
como la obligación de indemnizar”89.  
 
El profesor Nicolás Carrillo ha identificado tres tipos de conductas de la Corte IDH y 
de la CIDH respecto a las violaciones cometidas por agentes no estatales, estas son: “a) 
condenar en términos simbólicos y no jurisdiccionales conductas no estatales; b) 
                                                          
85 Ver: MEDINA ARDILA, Felipe. La responsabilidad internacional del Estado por actos de 
particulares: Análisis jurisprudencial interamericano. Ministerio de Relaciones Exteriores de 
Colombia, 2009. Disponible en internet: http://www.corteidh.or.cr/tablas/r26724.pdf 
86 Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 20 de enero de 1989, párr. 
175. 
87 Corte IDH. Caso Masacres El Mozote y lugares aledaños vs. El Salvador. Fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 25 de octubre de 2012, párr. 149. 
88 Corte IDH. Caso Rodríguez Vera (“Desaparecidos del Palacio de Justicia”) vs. Colombia. 
Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 14 de noviembre de 2014, párr. 
323. 
89 Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México. Excepción preliminar, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009, párr. 252. 
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advertir sobre la existencia de responsabilidades no estatales en pronunciamientos no 
contenciosos, como en las opiniones consultivas; o c) aclarar que los límites 
procedimentales sobre su competencia no excluyen la posible responsabilidad 
sustantiva de los actores no estatales.”90 
 
De forma paralela, el TEDH ha usado el deber de prevención para declarar la 
responsabilidad internacional de Estados por comportamientos de terceros. Así, en el 
caso de Irlanda vs. Reino Unido, el TEDH señaló que la garantía de los derechos 
implica la prevención y remediación de cualquier violación cometida, incluso de los 
niveles subordinados91. El TEDH, en una considerable cantidad de casos92, ha señalado 
que las obligaciones internacionales le impone al Estado el deber de establecer medidas 
para proteger los derechos humanos de cualquier tipo de violación, incluso la 
proveniente por particulares. 
 
Además de estos órganos regionales, el Comité DCP ha señalado que “las obligaciones 
positivas de los Estados Partes de velar por los derechos del Pacto sólo se cumplirán 
plenamente si los individuos están protegidos por el Estado, no sólo contra las 
violaciones de los derechos del Pacto por sus agentes, sino también contra los actos 
cometidos por personas o entidades privadas que obstaculizarían el disfrute de los 
derechos del Pacto en la medida en que son susceptibles de aplicación entre personas 
o entidades privadas.”93 
                                                          
90 CARRILLO SANTARELLI, Nicolás. La promoción y el desarrollo de la protección de los derechos 
humanos frente a abusos empresariales en el sistema interamericano. En: Instituto Interamericano de 
Derechos Humanos. Derechos humanos y empresas: Reflexiones desde América Latina. San José de 
Costa Rica, 2017, p. 100. 
91 TEDH. Case of Ireland v. United Kingdom. Application no. 5310/71, Judgment, 18 January 1978, p. 
239: “The Convention does not merely oblige the higher authorities of the Contracting States to respect 
for their own part the rights and freedoms it embodies; as is shown by Article 14 (art. 14) and the English 
text of Article 1 (art. 1) ("shall secure"), the Convention also has the consequence that, in order to secure 
the enjoyment of those rights and freedoms, those authorities must prevent or remedy any breach at 
subordinate levels.” Citado en: GONZÁLEZ NAPOLITANO, Silvia S. (ed.) La responsabilidad 
internacional del Estado por violaciones de los derechos humanos. Ob. Cit., p. 10. 
92 Ver: TEDH. Case of Opuz v. Turkey. Application no. 33401/02, Judgment. 9 June 2009, p. 159; Case 
of M.C v. Bulgaria. Application 39272/98, Judgment. 4 April 2004, p. 149; Case of A. v. The United 
Kingdom. Applications no. 100/1997, 884/1096, Judgment. 23 September 1998, p. 22. 
93 Comité PDCP. Observación general No. 31. Mayo de 2004. 
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Finalmente, el Proyecto de Artículos establece cinco actuaciones que siendo cometidos 
por particulares son atribuibles al Estado, estos son: i) el comportamiento de una 
persona a quien la legislación del Estado le atribuyó una función del poder público 
(artículo 5°); ii) el comportamiento ejecutado por particulares pero dirigido o 
controlado por el Estado (artículo 8°); iii) el comportamiento cometido por particulares 
en ausencia o por defecto de las autoridades oficiales (artículo 9°); iv) el 
comportamiento del movimiento insurrecto que posteriormente se convierte en 
gobierno (artículo 10°); y v) el comportamiento del particular que el Estado reconoce 
y adopta como propio (artículo 11). 
 
La conclusión de esta sección es que los Estados tienen que hacer cumplir los derechos 
humanos frente a actuaciones de particulares que resulten violatorias de derechos 
humanos y pueden comprometer su responsabilidad al tener un comportamiento 
tolerante o complaciente frente a las violaciones y/o no toma medidas necesarias para 
prevenir futuras violaciones.  
 
C. Deberes especiales respecto a proyectos de inversión extractivos 
 
Esta sección se ocupará de los deberes derivados de las obligaciones generales y 
aplicables en casos de empresas transnacionales extractivas y derechos humanos. Estos 
deberes han sido señalados por la Corte IDH en sus sentencias sobre el caso del Pueblo 
Saramaka vs. Suriname, del Pueblos Kaliña y Lokono vs. Suriname y del Pueblo 
Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador, y la CIDH en su informe sobre comunidades étnicas 
e industrias extractivas94. Estos deberes también encuentran consonancia con la 
jurisprudencia del TEDH, a pesar de que este no ha conocido de casos en los que se 
cuestione la responsabilidad internacional de algún Estado por actuaciones realizadas 
por sus empresas transnacionales extractivas, razón por la cual se debe revisar la 
                                                          
94 CIDH. Pueblos indígenas… Ob. Cit., párrs. 55- 140. 
27 
jurisprudencia relativa a la responsabilidad por hechos de particulares y actividades 
riesgosas.  
 
Al igual que las obligaciones generales, la mera enunciación de estos deberes no 
distinguen la calidad de receptores u originarios de inversión extranjera de los Estados, 
sin embargo, las decisiones del SIDH se han basado en una realidad económica: la 
inmensa mayoría de los Estados bajo su observación, son Estado que receptan más 
inversión que la que exportan; por esta razón, la Corte IDH y la CIDH han explicado 
estos deberes en lógica de Estados receptores. 
 
● Deber de adoptar un marco normativo adecuado. Considerada como una 
obligación general, por la cual los Estados deben adecuar su derecho interno 
con la CADH. Su fundamento es el artículo 2° de la CADH. Frente al tema que 
ocupa a este capítulo, esta obligación implica que los Estados receptores deben 
armonizar sus nombras para atraer inversión extranjera directa con los 
postulados de la CADH, con el fin que la búsqueda de inversión no implique la 
desprotección de los derechos humanos.  
 
● Deber de prevenir y mitigar. Para Ferrer Mac-Gregor y Pelayo Moller este 
deber implica una serie de acciones positivas específicas en cabeza de los 
Estados, tales como proteger a las personas frente a amenazas en el goce de sus 
derechos y adoptar medidas de prevención general frente a casos de graves 
violaciones. El primero de estos genera al Estado el deber de adoptar medidas 
normativas u organizacionales que permitan enfrentar casos que amenacen con 
el ejercicio de los derechos, medidas que deben ser proporcionales a la 
amenaza95.  
 
                                                          
95 FERRER MAC-GREGOR, Eduardo y PELAYO MOLLER, Carlos María. Ibídem. 
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Por su parte, adoptar medidas de prevención general en casos de graves 
violaciones implica la investigación y sanción de los responsables de dichas 
violaciones graves, esto constituyen obligaciones de medio y no de resultado, 
por lo cual se aplica los conceptos de debida diligencia y plazo razonable96. Por 
otra parte, en el contexto de actividades extractivas, los Estados deben actuar 
con debida diligencia, lo cual implica evaluar los riesgos sobre el ejercicio de 
los derechos, teniendo en cuenta elementos diferenciales de protección. Una 
vez conocido el riesgo, este deber implica que el Estado asuma mecanismos 
para hacer frente al riesgo para asegurar la protección de los derechos humanos. 
Este deber implica una adecuada y oportuna identificación de los riesgos y 
ejecución de mecanismos de mitigación, de este modo, un Estado incumple este 
deber cuando no toma medidas adecuadas o lo hace de manera inoportuna 
debido a un mal diagnóstico de los riesgos o la omisión de diagnóstico. Las 
obligaciones de medio, en materia de derechos humanos, implican que estos 
medios sean previsibles, en caso de no serlo, el Estado no comprometería su 
responsabilidad internacional. 
 
● Deber de supervisar y fiscalizar las actividades de las empresas 
transnacionales y otros actores no estatales. Este deber no ha sido incluido 
en la jurisprudencia de la Corte IDH, pero ha sido señalado en informes de la 
CIDH. Considerando que las actividades extractivas pueden tener impacto 
sobre los derechos humanos, los Estados deben tener mecanismos que le 
permitan controlar el cumplimiento de estándares de derechos humanos y 
respeto al medio ambiente por parte de las empresas transnacionales. Este deber 
se encuentra muy relacionado con el otorgamiento de licencias como requisito 
previo a la ejecución de actividades extractivas en materia de hidrocarburos y 
minerales, así como la supervisión de estas. 
                                                          
96 FERRER MAC-GREGOR, Eduardo y PELAYO MOLLER, Carlos María. Ibídem. 
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● Deber de garantizar mecanismos efectivos de participación efectiva y 
acceso a la información. Este deber está directamente relacionado con la 
realización de consultas previas para comunidades indígenas e incluso, según 
la sentencia del caso de los Pueblos Kaliña y Lokono vs. Suriname, a 
comunidades tribales. Es necesario aclarar que para los órganos del SIDH, la 
realización de la consulta es obligatoria incluso para Estados que no han 
ratificado el Convenio 169 de la OIT, ya que la consideran incluida en el 
contenido en el artículo 21 de la CADH97, consideración que es cuestionable, 
pero al ser obligatoria la realización de la consulta previa, este deber cobra 
importancia. La consulta previa implica acceso a información clara, precisa y 
suficiente para las comunidades. El requisito de claridad presupone que sea 
comprensible, la precisión requiere que sea concreta y veraz, mientras que la 
suficiencia implica que sea entregada en un tiempo suficiente para su estudio y 
que abarque todos los pros y contras de las actividades. 
 
● Obligación de garantizar el acceso a la justicia a través de la investigación, 
sanción y reparación adecuada. Fundamentada en los artículos 8 y 25 de la 
CADH, así como de la misma obligación de garantía, implica que los Estados 
otorguen recursos judiciales efectivos, sencillos y rápidos para amparar los 
derechos consagrados en la CADH. De igual forma, para la CIDH este marco 
normativo debe incluir a las empresas transnacionales extranjeras y sugiere a 
que los Estados incluyan mecanismos judiciales dentro de sus negociaciones de 
tratados internacionales de contenido económico, con el fin de garantizar el 
acceso a la justicia98. 
  
Habiendo estudiado las obligaciones de los Estados, es necesario señalar que en el 
contexto de actividades extractivas de empresas transnacionales, estas han sido 
aplicadas exclusivamente contra los Estados receptores latinoamericanos. Este barrido 
                                                          
97 Corte IDH. Pueblos Kaliña y Lokono… Ob. Cit., párrs. 122-125. 
98 CIDH. Pueblos indígenas… Ob. Cit., párr. 76. 
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sobre las obligaciones generales, los deberes especiales en proyectos extractivos y las 
obligaciones frente a terceros no solamente son importantes para esta estrategia, sino 
también para la estrategia de litigar en y contra los Estados de origen de las empresas 
transnacionales. 
 
2. DESARROLLO DEL LITIGIO ANTE EL SISTEMA INTERAMERICANO   
 
La Corte IDH ha conocido seis casos contenciosos en las que se alegaban violaciones 
de derechos humanos de comunidades indígenas o tribales, en el marco de actividades 
desarrolladas por empresas transnacionales o con presencia de capital extranjero. En la 
totalidad de estos seis casos se debatió el derecho a la propiedad colectiva de las 
comunidades y, por ende, el derecho a la consulta previa; estos casos se pueden agrupar 
en dos categorías: i) aquellos casos en los que la relación del litigio con los proyectos 
empresariales fue la falta de consulta previa, sin encontrarse violaciones atribuibles a 
las empresas transnacionales; y ii) aquellos en los que el proyecto generó violaciones 
adicionales a la realización sin consulta previa. 
 
A. Casos en los que la única violación relacionada con el proyecto extractivo fue la 
concesión sin consulta previa 
 
En esta categoría se encuentran los casos de la Comunidad Indígena de Sawhoyamaxa 
vs. Paraguay (2006) y el caso de la Comunidad Garífuna de Punta Piedra vs. Honduras 
(2015). El elemento común de estos tres casos es que la relación del litigio con 
proyectos empresariales fue la concesión o permiso otorgado para la realización de los 
respectivos proyectos por los diferentes Estados para realizar actividades empresariales 
dentro de territorios tradicionales de las comunidades indígenas o tribales en cuestión.  
 
A pesar de este punto en común, cada uno de los tres casos tiene una particularidad. El 
caso Sawhoyamaxa es el único caso que terminó en sentencia en que el Estado señala 
que tiene obligaciones internacionales de protección a las inversiones extranjeras, lo 
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cual dificultaba el cumplimiento de sus obligaciones de derechos humanos.99 
Finalmente, el caso Garífuna de Punta Piedra versa sobre un proyecto minero que, para 
el momento del litigio ante la Corte IDH, se encontraba la fase de exploración y 
viabilidad financiera100, aunque ya se había suscrito la concesión sin realizarse la 
respectiva consulta previa.101 
 
Al no evidenciarse violaciones cometidas por las empresas transnacionales, estos casos 
no merecen mayor crítica ya que –aparentemente– el único actor relacionado con las 
violaciones fue el Estado y contra este se dirigió el litigio. 
 
B. Casos con violaciones adicionales a la concesión sin consulta previa y atribuibles 
a las empresas transnacionales 
 
A diferencia de los casos señalados anteriormente, los siguientes cuatro casos 
presentaron violaciones adicionales al permiso de realizar actividades extractivas 
dentro de territorios adicionales y sin consulta previa: caso de la Comunidad Mayagna 
(Sumo) Awas Tingni vs. Nicaragua (2001), el caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam 
(2007), caso del Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador (2012) y el caso de 
los Pueblos Kaliña y Lokono vs. Surinam (2015). 
 
En el caso Mayagna Awas Tigni, la violación adicional consistió en que la empresa 
SOLCARSA (dedicada a la extracción de madera y subsidiaria de la empresa 
transnacional surcoreana Kimyung)102 tala de árboles y construcción de obras dentro 
de los territorios tradicionales sin permiso de las autoridades públicas paraguayas, 
                                                          
99 Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa vs. Paragua. Fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 29 de marzo de 2006, párr. 115.b) 
100 Corte IDH. Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus miembros vs. Honduras. Excepciones 
preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 08 de octubre de 2015, párrs. 127, 212, 214. 
101Corte IDH. Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra. Ibídem, párrs.  127, 129 y 219-221. 
102 Ver: CAMBRA, Carlos. Día de acción internacional contra la empresa maderera Sol del Caribe S.A. 
Disponible en: http://www.ambiente-ecologico.com/revist41/cambra41.htm. Movimiento Mundial por 
los Bosques Tropicales. Nicaragua: comunidades indígenas ganan batalla contra empresa maderera 
coreana. Disponible en: http://wrm.org.uy/oldsite/boletin/11/Nicaragua.html 
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razón por la que fue sancionada103. En este caso, Nicaragua fue condenada por vulnerar 
los artículos 25 (protección judicial) y 21 (propiedad colectiva de las comunidades) por 
no haber delimitado las tierras de la comunidad indígena104, es decir que la sentencia 
no abarcó el tema de las construcciones ilegales realizadas por la transnacional ni 
estudió las violaciones a derechos que estas causaron de forma autónoma e 
independiente a la delimitación de los territorios. 
 
El proyecto empresarial relacionado al caso Saramaka fue un proyecto hidroeléctrico, 
en el que se construyó una represa o dique que inundó territorios del pueblo tribal 
Saramaka, causando desplazamientos forzados de las comunidades; sin embargo las 
concesiones de este proceso iniciaron cuando Surinam era una colonia holandesa105. A 
pesar de los hechos, la Corte IDH no estudió el tema de los desplazamientos ni de la 
consulta previa, debido a que estos no fueron incluidos por la CIDH en su informe, por 
tal motivo no fueron recibidos los argumentos de los representantes de víctimas al 
respecto.106 
 
En el caso Kichwa de Sarayaku, las autoridades ecuatorianas suscribieron un contrato 
con la Compañía General de Combustibles S.A. y la Petrolera Argentina San Jorge 
(posteriormente Chevron-Burlington) para la extracción de petróleo en la región 
amazónica ecuatoriana107, concretamente en los territorios de las comunidades 
indígenas peticionarias. El año de suscripción del contrato fue 1992 y es relevante para 
confundir este caso con el de Chevron-Texaco (cuyo contrato es de 1964) ni con el 
caso CIADI Burlington v. Ecuador (cuyo contrato fue celebrado en el 2000). Las 
violaciones alegadas en el litigio, adicionales a las referentes a la concesión sin consulta 
                                                          
103 Corte IDH. Caso Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni vs. Nicaragua. Fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 31 de agosto de 2001, párr. 103.l) 
104  Corte IDH. Caso Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni vs. Nicaragua. Ibídem, párr. 173. 
105 Corte IDH. Caso Pueblo Saramaka vs. Surinam. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2007, párrs. 59-61. 
106 Corte IDH. Caso Pueblo Saramaka vs. Surinam. Ibídem, párrs. 11-17. 
107 Corte IDH. Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia 
de 27 de junio de 2012, párrs. 64-69. 
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previa, se encuentran agresiones y hostigamientos contra miembros de la comunidad y 
sus abogados108 (estas acciones fueron realizadas por la fuerza pública y por miembros 
de una comunidad indígena aledaña109 pero hay denuncias que atrás de estos hechos se 
encontraban las empresas transnacionales), así como la contaminación y destrucción 
de espacios vitales de fuentes de agua, ríos subterráneos y entornos de importancia 
cultural para la comunidad110 y la instalación de pozos cargados de material 
explosivo111. Por estos hechos, la Corte IDH otorgó medidas provisionales en cuatro 
ocasiones (en 2004, 2005, 2009 y 2010), por lo que en 2007 el Estado empezó a tomar 
medidas para retirar el material explosivo por medio de un acuerdo entre el Ministerio 
de Minas y Petróleos y la Policía Nacional112, sin sancionar a las empresas 
involucradas. En este caso, el Estado ecuatoriano fue condenado por violar los derechos 
consagrados en los artículos 21 (propiedad colectiva de las comunidades indígenas), 4º 
y 5º (vida e integridad personal), así como 8º y 25 (garantías judiciales y protección 
judicial). En este caso, los daños ambientales y sus consecuentes daños a la salud de la 
población no quedaron impunes pero únicamente se persiguió a uno de los actores 
involucrados. 
 
El último caso es el de los Pueblos Kaliña y Lokono vs. Surinam, cuyos hechos 
consisten en una concesión minera a Suralco (una empresa conformada por la 
estadounidense Alcoa y la británica BHP-Billiton)113 para la extracción de bauxita 
dentro de los territorios de los pueblos tribales en cuestión, concesión que fue otorgada 
en 1958 –diecisiete años antes de la independencia de Surinam, para aquella época era 
una colonia holandesa– pero las actividades iniciaron en 1997114, la modalidad de 
extracción fue minería a cielo abierto. Para 2005, la extracción se había realizado en 
                                                          
108 Corte IDH. Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador. Ibídem, párr. 107. 
109 Corte IDH. Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador. Ibídem, párr. 112. 
110 Corte IDH. Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador. Ibídem, párr. 105. 
111 Corte IDH. Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador. Ibídem, párr. 101. 
112 Corte IDH. Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador. Ibídem, párr. 114. 
113 CIDH. Informe de fondo, caso Pueblos Kaliña y Lokono. Informe No. 79/13. Caso 12.639, párr. 65. 
114 Corte IDH. Caso Pueblos Kaliña y Lokono vs. Surinam. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 
25 de noviembre de 2015, párrs. 87 y 88. 
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dos sectores de la totalidad del área concesionada, en ese mismo año la empresa 
contrató un estudio de impacto ambiental en el concluyó que las secciones en que se 
realizó la extracción presentaban daños ambientales considerables, además de existir 
la necesidad de realizar extracciones en las dos secciones adicionales, así como 
rehabilitar los daños causados115. En este caso tampoco se observa actuación alguna 
del Estado con el fin de corregir a las actuaciones de la empresa, ni de sancionarla. La 
Corte IDH condenó al Estado por la vulneración de los derechos consagrados en los 
artículos 3º (reconocimiento de la personalidad jurídica), 21 (propiedad colectiva 
indígena), 23 (derechos políticos) y 25 (protección judicial).116 
 
3. CONCLUSIÓN 
 
El objetivo principal de esta presentación de casos llevados ante el SIDH es llamar la 
atención de la forma en que se está realizando el litigio en casos de empresas 
transnacionales extractivas y derechos humanos. Los últimos cuatro casos, en los que 
hubo violaciones perpetuadas por las empresas transnacionales, son especialmente 
relevantes para este fin. Si bien es cierto que los Estados comprometieron su 
responsabilidad internacional al no garantizar los derechos, también es cierto que el 
litigio únicamente se ha centrado en uno de los tres actores involucrados con las 
violaciones: el Estado receptor, el cual es precisamente el más débil de los tres.  
 
Contrario al litigio ecuatoriano respecto al caso de la contaminación generada por 
Chevron-Texaco en la Amazonía, el cual ha buscado la responsabilidad de más de un 
actor, en Surinam se ha enfocado en buscar la responsabilidad internacional de este 
Estado, a pesar de que los hechos relevantes para el litigio de los dos casos señalados 
iniciaron antes de la independencia de Surinam. Los peticionarios del caso Kaliña y 
Lokono obviaron la debilidad institucional, económica e internacional del recién 
                                                          
115 Corte IDH. Caso Pueblos Kaliña y Lokono vs. Surinam. Fondo, reparaciones y costas. Ibídem, párr. 
91. 
116 Corte IDH. Caso Pueblos Kaliña y Lokono vs. Surinam. Ibídem., párr. 329. 
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creado Estado de Surinam y excluyeron de su litigio a Holanda, país que concedió las 
concesiones de ambos casos durante su administración colonial.  
 
Esta crítica también puede ser aplicable para las actuaciones de la CIDH y de la Corte 
IDH, ya que existe un precedente similar en el que la administración colonial otorgó 
concesiones a industrias extractivas. Este es el caso de la minería de fosfato en 
Nauru117. En este caso, el Estado de Nauru inició un proceso contra Australia ante la 
Corte Internacional de Justicia, por los daños ambientales ocasionados por las 
decisiones de Australia mientras este tenía la administración colonial de Nauru. El caso 
no terminó en una sentencia, sino que fue resuelta en una negociación de 
indemnización, pero constituye un precedente en que un naciente Estado busca que se 
declare la responsabilidad internacional del Estado que tenía su administración 
colonial. 
 
4. CONSIDERACIONES SOBRE LA EFECTIVIDAD DE LA ESTRATEGIA 
 
Como fue señalado al iniciar esta sección, esta estrategia consiste en buscar que los 
Estados receptores declaren responsabilidades a las empresas transnacionales que 
cometan violaciones de derechos humanos con ocasión del desarrollo de actividades 
extractivas y ordenen reparaciones y, en caso en que los Estados no lo logren, 
cuestionar la responsabilidad internacional del Estado en materia de derechos humanos. 
El principal factor positivo de litigar contra los Estados receptores es que estos se verían 
obligados a implementar cambios institucionales, legislativos y de cualquier índole, 
con el fin de mantener un estándar mínimo de protección de los derechos humanos ante 
el desarrollo de proyectos extractivos. 
 
Por otra parte, esta estrategia es muy eficaz para conseguir reparaciones en favor de las 
víctimas, dichas reparaciones estarían en cabeza de sus Estados. En el caso del Pueblo 
                                                          
117 ESLAVA, Luis, OBREGÓN, Liliana y UREÑA, René. Estudio preliminar. Imperialismo (s) y 
Derecho (s) internacional (es). Ibídem, p. 77.  
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Indígena Kichwa de Sarayaku, el Estado ecuatoriano fue condenado y, como garantía 
de no repetición, se le ordenó retirar los explosivos que Chevron y Burlington 
enterraron en la selva amazónica118, a pesar de que esta medida ya había sido iniciada 
en consecuencia del cumplimiento de las medidas provisionales. De igual forma, 
Surinam fue condenado en el caso de los Pueblos Kaliña y Lokono, y en consecuencia, 
se le ordenó implementar acciones pertinentes para rehabilitar las zonas de reserva 
natural habitada por los pueblos que fueron afectadas por las actividades extractivas 
desarrolladas por la empresa conformada por una empresa transnacional 
estadounidense y una británica.119  
 
Con esta observación sobre dos casos icónicos, se pretende llamar la atención en que 
las decisiones de estos litigios han implicado que los Estados receptores 
latinoamericanos asuman toda la responsabilidad por las violaciones y la totalidad de 
las medidas de reparación, mientras que las empresas transnacionales y los Estados de 
origen se ven incólumes. La razón de esto es que la Corte IDH es un tribunal regional 
y la legitimación pasiva en los litigios es exclusiva para los Estados que reconozcan su 
competencia contenciosa (razones adicionales para volver a la discusión sobre las 
insuficiencias del DIDH para proteger los derechos humanos en una era globalizada), 
además que la petición individual delimita el proceso contencioso que desarrolla la 
Corte IDH.  
 
Por otra parte, esta estrategia implica agotar los recursos internos en los Estados 
latinoamericanos donde ocurrieron las violaciones, los cuales –mayoritariamente– 
presentan altos niveles de impunidad. Según el Índice Global de Impunidad, 
desarrollado por la Universidad de las Américas Puebla (México) –en el que evalúa las 
dimensiones estructurales, funcionales y de derechos humanos a través de los sistemas 
de seguridad y de justicia de 69 países– los países con mayor índice de impunidad son 
                                                          
118 Corte IDH. Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador. Ob. Cit., párr. 341-disposición 
2°. 
119 Corte IDH. Caso Pueblos Kaliña y Lokono vs. Surinam. Ob. Cit., párr. 329.9. 
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países del Sur Global y seis de ellos son latinoamericanos: Filipinas, India, Camerún, 
México, Perú, Venezuela, Brasil, Colombia y Nicaragua.120 
 
Finalmente, considerar que el Derecho Internacional solo debe enfocarse en los Estados 
donde ocurren las violaciones, es ignorar los retos que impone la globalización para el 
ejercicio de los derechos humanos. 
 
 
 
 
  
                                                          
120 Dimensiones de la impunidad global. Índice Global de Impunidad 2017 (GI-2017). Fundación 
Universidad de las Américas, Puebla, p. 33. 
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III. EL INSUMO DEL ARBITRAJE DE INVERSIÓN: ¿UN FORO POSIBLE 
PARA GARANTIZAR LOS DERECHOS? 
 
 
Sectores de la doctrina han señalado la necesidad de que el ordenamiento jurídico 
internacional avance en la responsabilidad internacional de las empresas 
transnacionales. Parte de este llamado se ve reflejado en el desarrollo del soft law sobre 
prácticas empresariales respetuosas con los derechos humanos, las cuales ya han sido 
señaladas. Sin embargo, este soft law no es suficiente para lograr atribuir 
responsabilidad y ordenar reparaciones en favor de las víctimas.  
 
Para algunos autores, la mejor solución para combatir los abusos empresariales y lograr 
estos fines, es la elaboración de un instrumento internacional jurídicamente vinculante 
(“hard law”). En este sentido, existen decisiones de tribunales de arbitramento 
internacional que aportan un insumo importante para avanzar en este camino, así como 
también para cuestionar el litigio exclusivo en los Estados receptores donde ocurrieron 
las violaciones.  
 
Esta sección se dividirá en tres capítulos, el primero de ellos explicará en qué consiste 
el insumo anunciado, posteriormente se desarrollarán cuestiones generales sobre el 
arbitraje de inversión extranjera y, finalmente, se resolverá la pregunta si el arbitraje 
de inversión es un foro posible para hacer cumplir los derechos de las víctimas de 
violaciones de derechos humanos con ocasión a proyectos extractivos liderados por 
empresas transnacionales. 
 
1. INSUMO: INVERSORES EXTRANJEROS CON OBLIGACIONES DE 
DIDH Y OBLIGADOS A REPARAR DAÑOS AMBIENTALES 
 
Ya se ha mencionado que el insumo identificado en el desarrollo de este sistema 
consiste en que se ha reconocido que los inversionistas extranjeros, incluyendo a las 
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transnacionales, tienen obligaciones en materia de DIDH y que las perturbaciones que 
ocasionen al medio ambiente constituyen daños reparables en favor de los Estados. 
Este insumo fue aportado por las decisiones arbitrales que resolvieron las demandas de 
reconvención de los casos de Urbaser v. Argentina y Burlington v. Ecuador. 
 
La demanda de reconvención del Estado de Argentina se basó en que Urbaser no realizó 
unas inversiones en infraestructuras, contenidas en el contrato de concesión, dichas 
inversiones estaban destinadas a cumplir con el acceso al servicio de acueducto y 
saneamiento básico, y al no ser realizadas por Urbaser, Argentina consideró que dicho 
incumplimiento también consistía en una violación derecho humano al agua y 
saneamiento básico.121 En el caso de Burlington, Ecuador sustentó su reconvención en 
que dicho inversionista ocasionó un daño ambiental sobre suelos y aguas subterráneas 
con ocasión del desarrollo de su actividad de extracción de petróleo en zonas ubicadas 
en la región amazónica de Ecuador. Además de esto, el incumplimiento de una cláusula 
del contrato de concesión, por la cual Burlington estaba obligada a devolverle al Estado 
la infraestructura usada para la operación, también motivó la reconvención de 
Ecuador122, sin embargo, este hecho no será tenido en cuenta en este trabajo al ser un 
tema no relacionado con los derechos humanos. Es necesario señalar que la 
reconvención de Ecuador resultó exitosa, razón por la cual dicho Estado se constituyó 
en acreedor una indemnización de USD 39.199.373123; esta misma suerte no fue 
obtenida por Argentina en su reconvención. 
 
En el caso Burlington, el Estado ecuatoriano señaló la actividad petrolera de Burlington 
implicó la contaminación de suelos y aguas subterráneas, y la legislación ecuatoriana 
impone el deber de reparar todo daño ambiental124. Es decir que la estrategia de 
Ecuador estaba encaminada a que se declarara que la inversión de Burlington no 
                                                          
121 Urbaser v. Argentina. CIADI. Ob. Cit., párrs. 1167-1181. 
122 Burlington v. Ecuador. CIADI. Ob. Cit., párrs. 52-54. 
123 Burlington v. Ecuador. CIADI. Ibídem, párr. 1099. B.1. 
124 Burlington Resources Inc. v. República de Ecuador. Decisión sobre reconvenciones de 7 de febrero 
de 2017. Caso CIADI N°. ARB/08/05, párr. 80. 
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respetó la legislación interna sobre protección al medio ambiente. De otra parte, la 
defensa argentina en el caso de Urbaser, señaló que un incumplimiento contractual, 
consistente en la no realización de inversiones necesarias para garantizar el acceso al 
servicio público de agua y saneamiento, “no afectó solamente meras disposiciones 
contractuales, sino derechos humanos básicos tales como, la salud y el medio ambiente 
de miles de personas que en su mayoría vivían en la extrema pobreza.”125 
 
En ambos casos, los Estados alegaron el sufrimiento de un daño, cuyas principales 
víctimas no era ninguno de los dos Estados sino ciudadanos bajo su jurisdicción: en el 
caso ecuatoriano, los pobladores de los lugares aledaños donde se desarrolló la 
actividad extractiva y se contaminó, y los ciudadanos de escasos recursos económicos 
que no contaban con acceso a agua potable y saneamiento básico en Argentina. A pesar 
de ello, en el caso argentino existió un incumplimiento contractual por parte de 
Urbaser, por tanto vale preguntarse si existe algún argumento jurídico por el que las 
decisiones fueron diferentes en estos dos casos. 
 
El laudo del caso argentino señala que el Estado alegó la violación de disposiciones 
contractuales por parte de Urbaser, así como de derechos humanos, sin embargo el 
resto de la argumentación recogida en el laudo, se concentró exclusivamente en la 
existencia de obligaciones en materia de derechos humanos en cabeza de 
particulares126. Esta postura, por supuesto, fue rechazada por la defensa de Urbaser, 
señalado que las normas de derechos humanos únicamente obligan a los Estados, pero 
fue acogida por el tribunal127. El tribunal hace un desarrollo que permite la declaratoria 
de responsabilidad internacional por parte de empresas transnacionales por violaciones 
de derechos humanos, quizás de manera inconsciente, ya que afirmó que en virtud de 
la DUDH, el PIDESC, instrumentos de soft law como la Declaración Tripartita de la 
OIT y la responsabilidad social empresarial128, los particulares tienen obligaciones en 
                                                          
125 Urbaser v. Argentina. CIADI. Ob. Cit., párr. 1156. 
126 Urbaser v. Argentina. CIADI. Ibídem, párrs. 1156-1167. 
127 Urbaser v. Argentina. CIADI. Ibídem, párrs. 1193 y 1194. 
128 Urbaser v. Argentina. CIADI. Ibídem, párr. 1196-1200. 
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materia de derechos humanos. De igual forma, también señaló que rechazar la 
existencia de obligaciones en materia de derechos humanos en cabeza de empresas 
transnacionales, implicaba afirmar que estas no tienen la calidad de sujetos del Derecho 
internacional129.  
 
A pesar de estas consideraciones del tribunal, las pretensiones de Argentina fueron 
derrotadas cuando éste consideró que únicamente se podría condenar a Urbaser por 
incumplimiento de alguna norma de Derecho internacional, incluyendo las normas de 
DIDH, y no un incumplimiento contractual.  Lo anterior, debido a que el tribunal 
consideró que el derecho al agua, siendo un derecho de contenido económico, social y 
cultural, su garantía implica deberes de hacer de los Estados y no de particulares130, en 
palabras del tribunal: “La situación es diferente si lo que está en juego es una 
obligación de no hacer, como la prohibición de realizar actos que violan los derechos 
humanos. Dicha obligación puede ser de aplicación inmediata no sólo respecto de los 
Estados sino también respecto de las personas físicas y otros particulares. Sin 
embargo, en lo que respecta al presente caso, no es eso lo que está en discusión”131.  
 
Por otra parte, el tribunal aclaró que “no está en disputa que el derecho humano al 
agua y el saneamiento [es] reconocido [como tal] […] [pero esto] no responde a la 
interrogante de si las Demandantes, como inversores, tenían una obligación basada 
en el derecho internacional de brindar a la población que vive en el territorio de la 
Concesión servicios de agua potable y saneamiento.”132 El tribunal rechazó que dicha 
obligación de garantía sobre el derecho humano al agua estuviera establecida en el 
contrato de concesión, argumentando que “para que una obligación exista y sea 
relevante en el marco del TBI, debería ser parte de otro tratado (no aplicable al 
presente caso) o debería representar un principio general de derecho 
                                                          
129 Urbaser v. Argentina. CIADI. Ibídem, párr. 1194. 
130 Urbaser v. Argentina. CIADI. Ibídem, párrs. 1209 y 1210. 
131 Urbaser v. Argentina. CIADI. Ibídem, párr. 1210. 
132 Urbaser v. Argentina. CIADI. Ibídem, párr. 1206 y 1207. 
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internacional.”133 Si la fuente de la obligación debe ser una fuente de Derecho 
internacional para ser aplicada por el tribunal, éste concluye que la fuente de una 
relación contractual es el Derecho interno y por lo tanto, no habría competencia del 
tribunal.134 
 
En conclusión, la posición del tribunal consistió en tres premisas: i) los inversionistas 
extranjeros y empresas transnacionales sí están vinculados a las normas en materia de 
derechos humanos; ii) la única obligación que asumen las empresas transnacionales en 
materia de derechos humanos, es la obligación de respeto al ser una obligación de no 
hacer; y iii) la inversión exigida por el Estado argentino implicaría una obligación de 
hacer, la cual no es reconocida –según el tribunal- en el Derecho internacional.  
 
Por otra parte, el tribunal arbitral que resolvió la demanda de reconvención de Ecuador 
contra Burlington, sí tuvo en cuenta el Derecho interno y declaró la responsabilidad de 
la transnacional bajo los estándares del Derecho interno ecuatoriano. El tribunal usó la 
jurisprudencia de la Corte Nacional de Ecuador para establecer si el régimen de 
responsabilidad aplicable a Burlington por daño ambiental era de carácter objetivo o 
con culpa probada135, el término de prescripción136 y usó la legislación ecuatoriana para 
establecer la forma de reparar el daño ambiental137.  
 
La principal diferencia jurídica entre el laudo de Urbaser y el de Burlington, es que el 
primero de ellos desconoce el Derecho interno y señala su incompetencia para 
conocerlo, mientras que en el caso Burlington, el Derecho interno es usado para 
determinar la existencia del daño y la forma en que este debía repararse. La decisión 
del caso Urbaser causa un problema en cuestiones teóricas: si los tribunales arbitrales 
no pueden conocer el Derecho interno, ¿cómo se podría determinar la ilegalidad de una 
                                                          
133 Urbaser v. Argentina. CIADI. Ibídem, párr. 1207. 
134 Urbaser v. Argentina. CIADI. Ibídem, párr. 1210. 
135 Burlington v. Ecuador. CIADI. Ob. Cit., párr. 247. 
136 Burlington v. Ecuador. CIADI. Ibídem, párr. 254. 
137 Burlington v. Ecuador. CIADI. Ibídem, párr. 283. 
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inversión? Líneas arriba se señaló que el tribunal guardó silencio frente al alegato de 
la defensa jurídica de Urbaser, según el cual la ilegalidad de una inversión generaba la 
perdida de la protección internacional, pero de ninguna manera permitía demandar o 
reconvenir contra un inversor. Esta incongruencia frente al Derecho interno, la cual 
implica dudas sobre la obligatoriedad del precedente, y la decisión solitaria sobre el 
conocimiento de normas del DIDH, permiten concluir que no hay causales claras que 
aseguren el éxito de un litigio en el foro del arbitraje de inversión y que la decisión 
depende, en gran medida, de la conformación del tribunal. 
 
Independientemente de los cuestionamientos que puedan realizarse contra los laudos 
señalados, es claro que incluyen consideraciones novedosas que hacen las veces de 
insumos para el estudio de la relación entre empresas y los derechos humanos, siendo 
claro que son insumos para la elaboración de un instrumento jurídicamente vinculante 
para las empresas transnacionales. En el caso concreto que ocupa este trabajo, las dos 
decisiones sirven de argumentos para que las autoridades públicas de los Estados 
exportadores de inversión tomen decisiones encaminadas a ajustar las conductas de sus 
empresas transnacionales en el respeto de los derechos humanos, independientemente 
de los territorios en donde desarrollen sus actividades. 
 
2. CUESTIONES GENERALES SOBRE EL ARBITRAJE DE INVERSIÓN 
EXTRANJERA 
 
La finalidad de este capítulo es explicar, de manera muy breve, en qué consiste este 
sistema que –muchas veces– es poco considerado por el mundo del litigio y del 
activismo en derechos humanos. 
 
A. Concepto de arbitraje 
 
Parafraseando la definición del profesor Hernando Sánchez-Sánchez, el arbitraje de 
inversión extranjera es una institución del Derecho Internacional cuya finalidad es 
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solucionar controversias relativas a inversiones en Estados receptores e inversionistas 
extranjeros por medio de un pacto arbitral. Es decir que “esta modalidad de arbitraje 
internacional reviste características especiales, en cuanto, por un lado, se encuentra 
un Estado receptor de inversión y, por el otro, un inversor extranjero, en la cual las 
partes consienten en momentos y actos jurídicos diferentes que la solución de una 
controversia en materia de inversión sea resuelta por un tribunal internacional 
arbitral.”138 El Derecho aplicable a estos casos, al cual se le conoce como Derecho 
Internacional de Inversiones, tiene la finalidad de brindar garantías al inversionista 
extranjero, por lo cual se prohíben actuaciones arbitrarias o discriminadores del 
Estado.139 
 
B. Consentimiento de someterse al arbitraje 
 
El ejercicio de este sistema necesita del consentimiento de las partes (Estado e 
inversionista) de someterse a él y dirimir sus conflictos ante un tribunal de 
arbitramento. Entre los foros arbitrales más reconocidos se encuentra el Centro 
Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI) del Banco 
Mundial; la Cámara de Comercio Internacional y la Comisión de Naciones Unidas para 
el Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI). Respecto al CIADI hay una 
característica especial: se requiere que el Estado receptor y el Estado de origen del 
inversor hayan ratificado el Convenio sobre arreglo de diferencias relativas a 
inversiones entre Estados y nacionales de otros Estados (más conocido como 
“Convenio CIADI”).  
 
                                                          
138 SÁNCHEZ-SÁNCHEZ, Hernando. El arbitraje transnacional unilateral en el derecho internacional 
de las inversiones. En: ABELLOS GALVIS, Ricardo (Editor). Derecho Internacional Contemporáneo: 
Lo público, lo privado, los derechos humanos. Liber Amicorum en homenaje a Germán Cavalier. 
Universidad del Rosario. Bogotá, 2006, p. 674. 
139 PERRONE, Nicolás. Los tratados bilaterales de inversión y el arbitraje internacional: ¿en dirección 
al mejor funcionamiento de las instituciones domésticas? Revista de Derecho FORO, No. 17. Quito, 
2012, pp. 63-88. DOLZER, Rudolf y SCHREUER, Christoph. Principles of International Investment 
Law. Second Edition. Oxford University Press, 2012, pp. 12 y 13. 
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Los Estados tienen varias formas de realizar su oferta arbitral, la más recurrente es por 
medio de la inclusión de una cláusula que así lo disponga en contratos pactados con 
inversionistas extranjeros. A esta oferta arbitral se suma la inclusión de cláusulas en 
tratados internacionales ratificados por el Estado y disposiciones de la legislación 
interna.140 Los tratados internacionales por los cuales los Estados pueden formar su 
oferta arbitral deben contener la cláusula expresamente, como tratados con carácter 
bilateral (como los tratados bilaterales de inversión) o con carácter multilateral (como 
los tratados de libre comercio), no pueden ser confundidos con la ratificación del 
Convenio CIADI141, ya que mediante este, el Estado reconoce la competencia del 
CIADI pero no otorga su consentimiento.  
 
La oferta arbitral por vía de cláusulas incrustadas en tratados, es la forma más 
recurrente actualmente. Ante dicha oferta del Estado, el inversionista la acepta 
recurriendo al sistema. Finalmente, en virtud del artículo 26 del Convenio CIADI, el 
consentimiento arbitral excluye cualquier otro recurso, incluyendo el agotamiento de 
recursos administrativos y judiciales, requisito que únicamente operaría si es estipulado 
en la misma oferta arbitral. Esta constituye una prerrogativa importante y más amplia 
que las otorgadas en el DIDH, ya que en dicho ordenamiento es necesario el 
agotamiento de los recursos internos. 
 
C. Concepto de inversión protegida 
 
Todo tratado internacional sobre inversiones define cuál es el tipo de inversión que 
protege. Para académicos como Nicolás Perrone y Engela Schlemmer, generalmente 
los tratados acogen definiciones amplias de inversión que incluyen cualquier tipo de 
                                                          
140 Informe de los Directores Ejecutivos Acerca del Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a 
Inversiones entre Estados y Nacionales de otros Estados. Marzo de 1964. CIADI/15.  
141 Informe de los Directores Ejecutivos CIADI. Ibídem. Ver también: GALINDO CARDONA, Álvaro. 
El consentimiento en el arbitraje internacional en materia de inversiones. Revista de Derecho Iuris 
Dictio. Vol. 7, Núm. 11. Universidad San Francisco de Quito. Quito, 2007. 
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activos142, siendo una definición basada en activos y en contraposición de una 
definición basada en transacciones en la que “inversión” consistiría en una 
transferencia transnacional de capital y conocimiento, o una definición de carácter 
empresarial con la que se protege la organización de los factores productivos de 
extranjeros en un Estado ajeno al suyo143. Por otra parte, el llamado test Salini (llamado 
así por el nombre del caso en que fue aplicado por primera vez) establece cuatro 
elementos o criterios caracterizan al concepto de inversión, estos son: i) un aporte, ii) 
asunción de riesgos por parte del inversor, iii) duración temporal razonable de la 
inversión en el Estado receptor, y iv) contribución al desarrollo del Estado receptor.144 
Algunos tribunales de arbitramento han aplicado este test, sin embargo, otros lo 
cuestionan145 y en decisiones arbitrales como la del caso Fedax v. Venezuela146, en la 
que se consideró que la mera compra de bono de deuda pública constituyen inversión 
protegida, estos elementos no han tenido suficiente acogida. 
 
De forma paralela, la inversión para ser protegida requiere ser conforme y respetuosa 
del Derecho interno del Estado receptor. Generalmente, los tratados incluyen una 
cláusula de “conformidad con el Derecho interno”, la cual busca excluir la jurisdicción 
ratio materiale de los tribunales arbitrales y por lo tanto no otorgar la protección 
internacional.147 Autores como Rahim Moloo y Alex Khachaturian, después de revisar 
                                                          
142 PERRONE, Nicolás. Los tratados bilaterales de inversión… Ibídem, p. 68. SCHLEMMER, Engela 
C. Investment, investor, nationality, and shareholders. En: The Oxford Handbook of International 
Investment Law. Oxford University Press. Oxford, 2008, pp. 52-55. 
143 SCHLEMMER, Engela C. Ivestment, investor… Ibídem, p. 52. 
144 SCHREUER, Christoph. Investments, International Protection. Max Planck Encyclopedia of Public 
International Law, 2013. Tomado de internet: http://www.univie.ac.at/intlaw/wordpress/pd 
f/investments_Int_Protection.pdf 
Ver también: CORREA, Diana. La noción de inversión protegida: Relaciones entre el derecho 
internacional y el derecho interno del Estado que acoge la inversión. Blog de Derechos de los Negocios. 
4 de agosto de 2017. Tomado de internet: http://dernegocios.uexternado.edu.co/controversia/la-nocion-
de-inversion-protegida-relaciones-entre-el-derecho-internacional-y-el-derecho-interno-del-estado-que-
acoge-la-inversion/#_ftnref2 
145 SCHREUER, Christoph. Investments, International Protection. Ob. Cit. 
146 Fedax N.V. v. The Republic of Venezuela. ICSID Case No. ARB/96/3. Decision on the Objections 
to Jurisdiction. Citado en: CORREA, Diana. La noción de inversión protegida. Ob. Cit. 
147 MOLOO, Rahim y KHACHATURIAN, Alex. The Compliance with the Law Requirement in the 
International Law. En: Fordham International Law Journal. Vol. 34, Issue 6, 2011, págs. 1476-1478. 
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una variedad de laudos arbitrales, señalan que la legalidad de la inversión es un 
principio del Derecho internacional de las inversiones y dicha cuestión debe ser tenida 
en cuenta así el tratado en cuestión no contenga cláusula alguna de “conformidad con 
el Derecho interno”148. Moloo y Khachaturian señalan que para la posición mayoritaria, 
la falta de la cláusula de conformidad generaría que el cuestionamiento de legalidad de 
la inversión debe ser considerada en el fondo del asunto149. Pero el principio de 
conformidad con el Derecho interno tiene dos excepciones: la buena fe del inversor y 
la constitución de estoppel por parte del Estado. La primera de ellas implica que el 
inversor incurre en un error contrario a la ley, en razón a la falta de claridad de esta.150 
Por su parte, el Estado incurre en estoppel cuando hace acciones u omisiones que 
generan confianza legítima en el inversionista, por lo cual no es fácil revertir los 
efectos.151 
 
D. Naturaleza de los tratados bilaterales de inversión 
 
Al superarse los supuestos normativos señalados en la Convención de Viena sobre el 
Derecho de los Tratados (artículos 12 al 15), cobra importancia el principio pacta sunt 
servanda por medio del cual los tratados tienen efectos obligatorios. 
 
A parte de esta consideración jurídica, el Nobel de Economía Joseph Stiglitz, ha 
señalado que los TBI tiene una naturaleza asimétrica. Esta asimetría consiste en que, 
en virtud de los TBI, los inversionistas pueden beneficiarse de las decisiones estatales 
y pueden exigir compensaciones en caso en que las decisiones estatales afecten sus 
activos, por otra parte, estos acuerdos internacionales no ofrecen instrumentos en favor 
                                                          
148 MOLOO, Rahim y KHACHATURIAN, Alex. The Compliance with the Law Requirement. Ibídem, 
págs. 1482 y 1483. 
149 MOLOO, Rahim y KHACHATURIAN, Alex. The Compliance with the Law Requirement. Ibídem, 
págs. 1483 y 1488. 
150 MOLOO, Rahim y KHACHATURIAN, Alex. The Compliance with the Law Requirement. Ibídem, 
págs. 1494 y 1495. 
151 MOLOO, Rahim y KHACHATURIAN, Alex. The Compliance with the Law Requirement. Ibídem, 
pág. 1497. 
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de los Estados destinados a que estos exijan compensaciones por decisiones tomadas 
por los inversionistas y que causen impactos negativos.152 Stiglitz agrega a su 
argumento que los intentos de los gobiernos de obtener beneficios de las actividades 
de los inversionistas por medio de regulaciones, políticas tributarias y sociales pueden 
(en general) ocasionar demandas en contra de los Estados, cuando la soberanía en 
regímenes democráticos implica que los Estados realicen cambios y regulaciones sin 
tener que compensar a las compañías.153 
 
3. ¿EL ARBITRAJE DE INVERSIÓN ES UN FORO POSIBLE PARA HACER 
CUMPLIR LOS DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS DE PROYECTO 
EXTRACTIVOS? 
 
En primer lugar se debe señalar que este mecanismo solo puede ser utilizado por los 
Estados y los inversionistas extranjeros, razón por la cual las víctimas y sus defensores 
no podrían acudir al único escenario internacional que podría juzgar y sancionar a 
empresas transnacionales. Por lo tanto, un litigio en este foro que pretenda establecer 
responsabilidades contra empresas transnacionales, debe ser el Estado en el que 
ocurrieron las violaciones. 
 
A. Posibilidad de demandar a inversionistas extranjeros 
 
De este tema se ocupó el tribunal arbitral que resolvió el caso Urbaser v. Argentina, al 
momento de decidir la demanda de reconvención promovida por el Estado. La defensa 
de Urbaser alegó que los TBI se caracterizan por su asimetría en favor de los inversores, 
lo que implica que únicamente imponen obligaciones a los Estados y únicamente 
protegen a los inversores154. Esta postura a la cual podría llegarse fácilmente, fue 
rechazada por el tribunal, ya que del artículo 10° del TBI aplicable (entre España y 
                                                          
152 STIGLITZ, Joseph. Regulating Multinational Corporations… Ob. Cit., p. 457. 
153 STIGLITZ, Josepgh. Regulation Multinational Corporations… Ibídem, p. 457. 
154 Urbaser v. Argentina. CIADI. Ob. Cit., párr. 1167. 
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Argentina) se concluye que las controversias surgidas entre un Estado parte y un 
inversor del otro Estado, pueden ser sometidas al conocimiento de un tribunal de 
arbitraje, sin importar si el demandante es un Estado o un inversor. Esta conclusión fue 
posible gracias a que el texto del artículo en mención no excluye al Estado de presentar 
controversias ante los tribunales.155 Es más: el tribunal señala que en casos como 
Roussalis v. Rumania, el tribunal impidió que el Estado presentara controversias 
debido a que el TBI aplicable contenía cláusulas más restringidas.156 En opinión del 
tribunal, si el TBI no establece restricciones para formular demandas de reconvención, 
el Estado podría hacerlo cumpliendo con dos requisitos establecidos en el artículo 46 
del Convenio CIADI: que el tribunal tenga competencia para conocer de la controversia 
y que la reconvención guarde conexión con la demanda inicial157. De igual forma, la 
defensa de Urbaser señaló que el incumplimiento del requisito de legalidad de la 
inversión únicamente implicaba la desprotección de la inversión, mas no la posibilidad 
de demandar al inversor158, lastimosamente el tribunal no se refirió a este argumento 
pero el fracaso de las pretensiones de Argentina se debió a otros motivos. 
 
En este caso, el tribunal no se limitó únicamente a la posibilidad de que los Estados 
formulen demandas de reconvención, sino que también señaló que estos pueden iniciar 
los procesos arbitrales por medio de demandas.159 Aunque esta posibilidad depende de 
la inexistencia de cláusulas restrictivas en el TBI aplicable, este punto es de mayor 
importancia para este trabajo académico, ya que los Estados no tendrían que esperar a 
ser demandados por un inversionista para cuestionar su responsabilidad internacional 
por violación de derechos humanos, sino que podría actuar de manera independiente. 
A pesar de esta posibilidad, actualmente solo existe un caso arbitral en el CIADI que 
fue promovido por un Estado, este es el caso de Perú v. Caravelí Cotaruse Transmisora 
de Energía S.A.C.160, sin embargo, este caso no concluyó con un laudo. 
                                                          
155 Urbaser v. Argentina. CIADI. Ibídem, párr. 1143. 
156 Urbaser v. Argentina. CIADI. Ibídem, párr. 1143. 
157 Urbaser v. Argentina. CIADI. Ibídem, párr. 1143. 
158 Urbaser v. Argentina. CIADI. Ibídem, párr. 1170. 
159 Urbaser v. Argentina. CIADI. Ibídem, párr. 1143 y 1145. 
160 Perú v. Caravelí Cotaruse Transmisora de Energía S.A.C. Caso CIADI N°. ARB/13/24. 
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B. Limitaciones del litigio y razones de inconveniencia 
 
Habiéndose señalado las características del sistema de arbitraje de inversión y después 
de analizar dos casos emblemáticos, resulta positivo que esta estrategia cuestione la 
responsabilidad de uno de los actores tradicionalmente impunes en este tipo de 
violaciones: las empresas transnacionales. De manera correlativa, permite que el 
patrimonio de las empresas transnacionales se vea comprometido para cumplir con el 
deber de reparar, a pesar de que estas reparaciones no se ordenan en favor de las 
víctimas sino del Estado demandante. 
 
Un aspecto negativo que salta a la vista es que esta estrategia de litigio únicamente 
puede ser adoptada por los Estados, es decir que la acción recae exclusivamente en los 
Estados y los afectados por las actividades extractivas en cabeza de empresas 
transnacionales no tienen posibilidad de acudir al sistema. Este aspecto, más allá de los 
fines de este trabajo, demuestra una falla del Derecho Internacional, puesto solamente 
los Estados pueden acudir al único escenario posible para juzgar y sancionar a empresas 
transnacionales. En segundo lugar, las reparaciones son ordenadas en favor de los 
Estados y no de las víctimas. Como correlativo de la exclusividad del Estado en el 
ejercicio de la acción, la voluntad política también es un aspecto negativo, muestra de 
ello es que únicamente en una ocasión un Estado acudió al sistema para demandar a un 
inversionista y esta demanda fue desistida.  
 
De igual manera, el sistema tiene la naturaleza de proteger a los inversionistas frente a 
los Estados, por lo que la protección de los derechos humanos no es una característica 
de este. De la mano con este tercer aspecto negativo, en cuarto lugar, resultaría 
cuestionable la eventual aplicación de normas de DIDH por parte de tribunales 
arbitrales, al poder implicar grandes poderes en el plano internacional para los 
tribunales arbitrales, los cuales podrían tener poderes de tribunales constitucionales en 
el plano internacional. Vale señalar que las normas de DIDH también han sido usadas 
por algunos tribunales arbitrales para avanzar en las reclamaciones de inversionistas 
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extranjeros, como en los casos Mondev Int’l Ltd. v. EEUU, Azurix v. Argentina y 
Tecmed v. México, en los que los tribunales usaron estándares del TEDH para 
interpretar las violaciones alegadas por los inversionistas161. 
 
4. CONCLUSIONES 
 
El arbitraje internacional de inversiones es un foro que tiene el fin de resolver disputas 
entre Estados e inversionistas extranjeros, disputas relacionadas con el desarrollo 
mismo de las inversiones. Este sistema permite que las disputas sean elevadas por 
cualquiera de las partes, así como el uso de demandas de reconvención. De los procesos 
arbitrales desarrollados por el CIADI, solamente uno fue iniciado por un Estado pero 
este no terminó en un laudo ya que las partes llegaron a un acuerdo previamente; a 
pesar de la falta de iniciativa de los Estados para presentar demandas, ha habido casos 
en que Estados latinoamericanos han hecho uso de la reconvención para alegar que 
sufrieron daños causados por los inversionistas demandantes. En esta experiencia de 
usar la reconvención, los casos de Urbaser v. Argentina y Burlington v. Ecuador son 
interesantes y las decisiones arbitrales de estos constituyen un insumo para la 
problemática sobre las relaciones entre actividades empresariales y los derechos 
humanos. Este insumo consiste en que los inversionistas extranjeros, categoría en la 
que se encuentran las empresas transnacionales, tienen obligaciones en materia de 
DIDH, y las lesiones que estas generen sobre el medio ambiente constituyen daños 
indemnizables. 
 
Para el tema que ocupa a este trabajo, este insumo es importante para que los Estados 
exportadores de inversión tomen medidas pertinentes para ajustar las conductas de sus 
empresas transnacionales al respeto de los derechos humanos, independientemente de 
los lugares en que desarrollen sus actividades empresariales. De igual forma, este 
                                                          
161 BOOTH QC., Cherie. Is There a Place for Human Rights Considerations in International 
Arbitration? En: 26th AAA/ICC/ICSID Joint Colloquium on International Arbitration held in 
Washington, D.C. on November 20, 2009, pp. 87-88. 
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insumo sirve para generar argumentos jurídicos en los litigios desarrollados ante las 
jurisdicciones de los Estados de origen de empresas involucradas en violaciones a los 
derechos humanos en territorios extranjeros. 
 
De igual forma, estos casos también son de vital importancia para los Estados que han 
presenciado violaciones a los derechos humanos de sus ciudadanos o daños al medio 
ambiente por parte de inversionistas extranjeros, sin embargo se considera riesgoso 
llevar cuestiones de derechos humanos a estos tribunales ya que podría constituirse 
como súper cortes en materia de Derecho internacional. 
 
 
 
  
53 
IV. EL INSUMO DEL DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS 
HUMANOS 
 
 
El insumo presentado en esta sección no se origina en un nuevo desarrollo normativo 
ni jurisprudencial, por el contrario, ha estado presente en la redacción misma de 
tratados como el PIDCP, el CEDH y la CADH. El artículo 2.1 del PIDCP, así como el 
artículo 1° del CEDH y el artículo 1.1 de la CADH circunscriben las obligaciones de 
los Estados contenidas en dichos tratados a las personas sujetas a su jurisdicción. 
 
La aplicación jurisdiccional de las obligaciones del DIDH es vitalmente importante 
para este trabajo, debido a que se ha señalado que se intenta proponer el inicio de 
litigios dentro de las jurisdicciones de los Estados de origen de las empresas 
transnacionales vinculadas a violaciones de derechos humanos, como contra dichos 
Estados ante un sistema internacional de protección de los derechos humanos. El 
insumo presentado en esta oportunidad consiste en que las obligaciones de los Estados 
en materia DIDH se mantienen cuando este mantiene un vínculo jurisdiccional con la 
víctima y con su victimario. Este insumo es identificado por la redacción de 
instrumentos de DIDH, así como de las sentencias del TEDH en los casos de Banković 
vs. Bélgica, Al-Skeini vs. Reino Unido, Öcal vs. Turquía y Hirsi Jamaa vs. Italia. 
 
Este tema se relaciona directamente con el debate de la aplicación extraterritorial de 
las obligaciones de DIDH, y la jurisprudencia de la Corte Internacional de Justicia y 
del TEDH ha intervenido en este debate, limitando dicha aplicación. De forma paralela, 
algunos tratados como el PIDESC no contienen cláusulas o límites jurisdiccionales y 
se ha considerado que sus obligaciones son perfectamente aplicables de manera 
extraterritorial. 
 
Esta sección hará un diagnóstico sobre la posición imperante en la jurisprudencia actual 
sobre la extraterritorialidad, por esta razón se dividirá en cuatro capítulos: en primer 
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lugar se abordará la jurisprudencia de la Corte Internacional de Justicia relacionada con 
los tratados que contienen cláusulas jurisdiccionales de aplicación, el segundo capítulo 
abordará la jurisprudencia relacionada del TEDH, mientras que el cuarto capítulo hará 
referencia a los tratados que no tienen este tipo de cláusulas y su aplicación, finalmente 
se señalarán las conclusiones. 
 
1. EXTRATERRITORIALIDAD EN LA JURISPRUDENCIA DE LA CORTE 
INTERNACIONAL DE JUSTICIA 
 
La Corte Internacional de Justicia se ha referido al tema de la extraterritorialidad en la 
opinión consultiva sobre la presencia de Sudáfrica en Namibia (1971), así como en la 
opinión consultiva sobre la construcción del muro en el territorio ocupado de Palestina 
(2004). 
 
En la opinión consultiva sobre Sudáfrica y Namibia, la Corte Internacional señaló que 
estaba suficientemente documentado la aplicación, por parte de Sudáfrica, la aplicación 
del apartheid en el territorio de Namibia, lo cual –en el entender de la Corte 
Internacional– implicaba una vulneración de los principios y propósitos establecidos 
en la Carta ONU.162 Por su parte, en la opinión consultiva sobre la construcción del 
muro en Palestina, la Corte Internacional se basó en las decisiones del Comité DCP y 
del Comité DESC para señalar que el PIDCP y el PIDESC eran aplicables a las 
actuaciones desarrolladas por Israel en el territorio Palestino163, y a partir del artículo 
                                                          
162 CIJ. Legal consequence for States of the continued presence of South Africa in Namibia (South West 
Africa). Advisory Opinion of 21 June 1971, párrs. 129-131. Ver párr. 131: “Under the Charter of the 
United Nations, the former Mandatory had pledged itself to observe and respect, in a territory having 
an international status, human rights and fundamental freedoms for al1 without distinction as to race. 
To establish instead, and to enforce, distinctions, exclusions, restrictions and limitations exclusively 
based on grounds of race, colour, descent or national or ethnic origin which constitute a denial of 
fundamental human rights is a flagrant violation of the purposes and principles of the Charter.” 
163 CIJ. Legal consequence of the construction of a wall in the occupied palestinian territory. Advisory 
Opinion of 9 July 2004, párrs. 111-112.: “111. In conclusioin, the Court considers that the International 
Covenant on Civil and Political Rights is applicable in respect of acts done by a State in the exercise of 
its jurisdiction outside its own territory. 112. (…) In the exercise of the powers available to it on this 
basis, Israel is bouncl by the provisions of the International Covenant on Economic, Social and Cultural 
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2º de la Convención de Derechos del Niño –el cual incluye el estándar de competencias 
jurisdiccionales– también señaló su aplicabilidad.164 
 
2. EXTRATERRITORIALIDAD EN LA JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL 
EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS 
 
El TEDH se ha pronunciado sobre este tema a partir de los casos relacionados con 
operaciones militares (invasiones y bombardeos) promovidas por Estados europeos y 
su jurisprudencia ha sido reiterativa en considerar que las competencias 
jurisdiccionales de los Estados son ejercidas territorialmente, con las excepciones de 
“nationality, flag, diplomatic and consular relations, effect, protection, passive 
personality and universality”165. El TEDH llegó a esta consideración, argumentando 
que para definir el concepto “jurisdicción” que trata el artículo 1º del CEDH, debía 
acudir al Derecho Internacional General, por lo cual ató dicho concepto al de territorio 
al señalar que las competencias jurisdiccionales de los Estados, por regla general, están 
circunscriptas a un ámbito territorial.166 
 
Dentro de la jurisprudencia del TEDH, el caso Banković es especialmente importante 
para este trabajo. Este caso se originó en los bombardeos efectuados por la OTAN en 
sobre la extinta República Federal de Yugoslavia en marzo de 1999. Los ataques aéreos 
                                                          
Rights. Furthermore, it is under an obligation not to raise any obstacle to the exercise of such rights in 
those fields where competr:nce has been transferred to Palestinian authorities.” 
164 CIJ. Legal consequence of the construction of a wall in the occupied palestinian territory. Ob. Cit., 
párr. 113: “As regards the Convention on the Rights of the Child of 20 November 1989, that instrument 
contains an Article 2 according to which "States Parties shall respect and ensure the rights set forth in 
the . . . Convention to each child within their jurisdiction . . .". That Convention is therefore a.pplicable 
within the Occupied Palestinian Territory.” 
165 TEDH. Banković v. Belgium and Others. Decisition as to the addmisibility. Application no. 52207/99, 
p. 59. 
166 TEDH. Banković v. Belgium and Others. Ibídem, p. 59: “As to the “ordinary meaning” of the relevant 
term in Article 1 of the Convention, the Court is satisfied that, from the standpoint of public international 
law, the jurisdictional competence of a State is primarily territorial. While international law does not 
exclude a State’s exercise of jurisdiction extra-territorially, the suggested bases of such jurisdiction 
(including nationality, flag, diplomatic and consular relations, effect, protection, passive personality 
and universality) are, as a general rule, defined and limited by the sovereign territorial rights of the 
other relevant States.” (Subrayado fuera del texto original). 
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afectaron una edificación en Belgrado, donde tres cadenas de televisión operaban, esto 
generó la muerte de 16 personas y heridas sobre  otro tanto.167 Los sobrevivientes del 
hecho, así como los familiares de los fallecidos acudieron ante el TEDH para buscar 
condenas contra 17 países partes del CEDH, sin embargo esta petición fue inadmitida, 
argumentándose que no había una relación jurisdiccional entre las víctimas y los 
Estados cuestionados.168 Por otra parte, la antigua Yugoslavia no era parte del CEDH 
y por tal razón los peticionarios no gozaban de la protección del convenio, además que 
los peticionarios no habían agotado los recursos internos; esto fue argumentado por la 
defensa de los Estados cuestionados169 pero no fue analizado por el TEDH ya que la 
presunta falta de jurisdicción les bastó para inadmitir la petición.170  
 
Al bastarle el requisito jurisdiccional para inadmitir la petición, excluyendo otras 
excepciones previas y elementos propuestos por los Estados, el TEDH dejó de aclarar 
elementos importantes sobre la aplicación del CEDH, estos son la protección del 
Convenio para nacionales de países que no sean parte y el agotamiento de recursos 
internos por parte de extranjeros en casos de extraterritorialidad. La primera cuestión 
ya ha sido aclarada por el TEDH en decisiones como Al-Skeini vs. Reino Unido (la cual 
se retomará más adelante) y Hirsi Jamaa vs. Italia. Este último caso trata sobre la 
devolución de once migrantes de nacionalidad somalí y trece de nacionalidad eritrea 
por parte de Italia171. A manera de paréntesis, es necesario señalar que Marko 
Milanović realizó un estudio sobre el caso Baković y encontró que ninguna de las 
                                                          
167 TEDH. Banković v. Belgium and Others. Ob. Cit., párr. 8-11. 
168 TEDH. Banković v. Belgium and Others. Ibídem, párr. 82: “The Court is not therefore persuaded 
that there was any jurisdictional link between the persons who were victims of the act complained of 
and the respondent States. Accordingly, it is not satisfied that the applicants and their deceased relatives 
were capable of coming within the jurisdiction of the respondent States on account of the extra-
territorial act in question.” 
169 TEDH. Banković v. Belgium and Others. Ibídem, párr. 42: “In the present case, the Governments 
note that the FRY was not and is not a party to the Convention and its inhabitants had no existing rights 
under the Convention.” 
170 TEDH. Banković v. Belgium and Others. Ibídem, párr. 83: “In light of the above conclusion, the 
Court considers that it is not necessary to examine the remaining submissions of the parties on the 
admissibility of the application.” 
171 TEDH. Case of Hirsi Jamaa and Others v. Italy. Application no. 27765/09. Judgment 23 February 
2009, párrs. 9-14. 
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sentencias usadas por el TEDH para fundamentar su decisión usó la misma definición 
de jurisdicción ni circunscribió las competencias de los Estados a sus territorios.172 
 
El bombardeo sobre Belgrado fue considerado como un acto extraterritorial por el 
TEDH, ya que fue ejecutado fuera de los territorios de los Estados y tuvo efecto 
también fuera de sus territorios, y –según el TEDH– este acto extraterritorial era la 
única conexión entre los peticionarios y los Estados.173 Por tal motivo, el TEDH 
consideró que el problema jurídico a resolver era el siguiente: 
 
“Is whether the applicants and their deceased relatives were, as a result of 
that extra-territorial act, capable of falling within the jurisdiction of the 
respondent States.”174 
 
La respuesta a este problema jurídico fue negativo puesto que, como fue señalado líneas 
atrás, el TEDH consideró que las competencias jurisdiccionales en virtud del artículo 
1º del CEDH, debían considerar con alcance territorial y este caso no estaba 
circunscripto en ninguna de las excepciones de esta regla general.175 
 
Posterior a la sentencia del caso Banković, el TEDH resolvió el caso Öcal vs. Turquía, 
el cual trata sobre la captura de un líder político opositor en el territorio de Kenia por 
parte de autoridades turcas –dentro de una aeronave turca– quien, posteriormente fue 
enviado forzadamente a Turquía.176 En 2011, el TEDH resolvió el caso Al-Skeini vs. 
Reino Unido en el que dos jóvenes iraquíes fueron asesinados a disparos por parte de 
una patrulla militar británica en la ciudad de Basora, al sur de Iraq, así como la muerte 
de otros cuatro ciudadanos iraquíes en zonas de la ciudad contraladas por tropas 
                                                          
172 MILANOVIC, Marko. Extraterritorial Application of Human Rights. Ob. Cit., pp. 28-30. 
173 TEDH. Banković v. Belgium and Others. Ibídem, párr. 54: “The Court notes that the real connection 
between the applicants and the respondent States is the impugned act which, wherever decided, was 
performed, or had effects, outside of the territory of those States (“the extra-territorial act”).” 
174 TEDH. Banković v. Belgium and Others. Ibídem, párr. 54. 
175 TEDH. Banković v. Belgium and Others. Ibídem, párr. 62. 
176 TEDH. Case of Öcalan v. Turkey. Application no. 46221/99. Judgment 12 May 2005, párr. 14-17. 
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británicas.177 En el caso Öcal, el TEDH encontró que la violación se registró bajo la 
jurisdicción de Turquía, puesto que el peticionario se encontraba en una aeronave 
cuando fue capturado, sin embargo el TEDH señaló que Turquía ejerció autoridad fuera 
de su territorio: 
 
“It is true that the applicant was physically forced to return to Turkey by 
Turkish officials and was under their authority and control following his 
arrest and return to Turkey.”178 
 
En el caso Al-Skeini, el TEDH señaló que Reino Unido ejercía autoridad sobre sobre 
las personas y el territorio iraquí: 
 
“In these exceptional circumstances, the Court considers that the United 
Kingdom, through its soldiers engaged in security operations in Basra 
during the period in question, exercised authority and control over 
individuals killed in the course of such security operations, so as to 
establish a jurisdictional link between the deceased and the United 
Kingdom for the purposes of Article 1 of the Convention.”179 
 
De igual forma, en este caso, el TEDH señaló que las excepciones al principio de 
territorialidad son: i) el ejercicio de autoridad o control de un agente estatal, el cual 
incluye actos de agentes diplomáticos, la invitación o aquiescencia del Estado anfitrión, 
o el uso de la fuerza de agentes estatales para controlar a personas; y ii) el control 
efectivo de un área, lo cual implica una fuerza militar en una porción de un territorio 
extranjero.180  
 
Cambiar el significado de “jurisdicción” del atribuido por el Derecho Internacional 
General a uno en el que la jurisdicción es el ejercicio de la autoridad, es un cambio 
relevante y fue reiterado por el TEDH en el caso Hirsi Jamaa vs. Italia. En este caso 
                                                          
177 TEDH. Case of Al-Skeini and Others v. The United Kingdom. Application no. 55721/07. Judgment 7 
July 2011, párrs. 33-71. 
178 TEDH. Case of Öcalan v. Turkey. Ob. Cit., párr. 90. 
179 TEDH. Case of Al-Skeini and Others v. The United Kingdom. Ob. Cit., p. 149. 
180 TEDH. Case of Al-Skeini and Others v. The United Kingdom. Ibídem, p. 133-140.  
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se discutía si la presión ejercida por buques militares italianos en alta mar para impedir 
el ingreso de migrantes al territorio estatal, estaba enmarcada dentro del concepto de 
“jurisdicción” del CEDH. En este caso, el TEDH planteó la discusión sobre el ejercicio 
de autoridad sobre la víctima y el ejercicio de jurisdicción o control del Estado sobre 
los buques, señalando lo siguiente: 
 
“77. The Court observes that, by virtue of the relevant provisions of the 
law of the sea, a vessel sailing on the high seas is subject to the exclusive 
jurisdiction of the State of the flag it is flying. […] 
 
78. The Court observes, furthermore, that the above-mentioned principle 
is enshrined in domestic law in Article 4 of the Italian Navigation Code 
and is not disputed by the Government (see paragraph 18 above). It 
concludes that the instant case does indeed constitute a case of 
extraterritorial exercise of jurisdiction by Italy capable of engaging that 
State’s responsibility under the Convention. 
 
79. Moreover, Italy cannot circumvent its “jurisdiction” under the 
Convention by describing the events in issue as rescue operations on the 
high seas. In particular, the Court cannot subscribe to the Government’s 
argument that Italy was not responsible for the fate of the applicants on 
account of the allegedly minimal control exercised by the authorities over 
the parties concerned at the material time. 
 
[…] 
 
81. The Court observes that in the instant case the events took place entirely 
on board ships of the Italian armed forces, the crews of which were 
composed exclusively of Italian military personnel. In the Court’s opinion, 
in the period between boarding the ships of the Italian armed forces and 
being handed over to the Libyan authorities, the applicants were under the 
continuous and exclusive de jure and de facto control of the Italian 
authorities. Speculation as to the nature and purpose of the intervention of 
the Italian ships on the high seas would not lead the Court to any other 
conclusion.”181 
 
                                                          
181 TEDH. Case of Hirsi Jamaa and Others v. Italy. Application no. 27765/09. Judgment 23 February 
2009, p. 77-79. 
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Del extracto citado se evidencia que el TEDH usó principios del Derecho Internacional 
del Mar y el propio Código de Navegación italiano para señalar que dichos buques 
estaban sujetos a la jurisdicción del Estado, puesto que existía control del Estado 
italiano sobre estos. 
 
Según Marko Milanović, el significado del Derecho Internacional General (usado en 
el caso Banković) resulta perjudicial para el DIDH, ya que esta definición incluye un 
aspecto prescriptivo o legislativo, en el que hay de por medio normas emitidas por las 
autoridades del Estado. Este aspecto prescriptivo impediría que, por ejemplo, las 
ejecuciones extra judiciales de civiles por parte de fuerzas del Estado sean considerados 
dentro de la jurisdicción, ya que todos los Estados tienen normas que prohíben la 
ejecución extrajudicial. Por tal razón, Milanović señala para el DIDH, la jurisdicción 
es el ejercicio de la autoridad, significado que acogió el TEDH después de la decisión 
de Banković. 
 
En conclusión, el TEDH ha considerado que las obligaciones a cargo de los Estados en 
virtud del CEDH se aplican siempre y cuando exista una relación jurisdiccional entre 
el Estado y la víctima, así como entre el Estado y el presunto victimario. 
 
3. EXTRATERRITORIALIDAD EN EL SISTEMA INTERAMERICANO 
 
Al interior del SIDH se encuentran decisiones relacionadas con este debate, la más 
relevante es la Opinión consultiva 23 de la Corte IDH. En esta, la Corte IDH va en la 
misma dirección del desarrollo jurisprudencial del TEDH, al considerar que el término 
“jurisdicción” del artículo 1.1 de la CADH no describe un ámbito territorial 
exclusivamente182, sino que “una persona está sometida a la “jurisdicción” de un 
Estado, respecto de una conducta cometida fuera del territorio de dicho Estado 
(conductas extraterritoriales) o con efectos fuera de dicho territorio, cuando dicho 
                                                          
182 Corte IDH. Opinión consultiva sobre medio ambiente y derechos humanos. OC-23/17. 15 de 
noviembre de 2017, párr. 78. 
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Estado está ejerciendo autoridad sobre la persona o cuando la persona se encuentre 
bajo su control efectivo, sea dentro o fuera de su territorio”183 (subrayado fuera del 
texto original). En este sentido, la Corte IDH señala que: 
 
“[…] [Se] entiende que las personas cuyos derechos han sido vulnerados 
se encuentran bajo la jurisdicción del Estado de origen (Para los efectos 
de esta Opinión Consultiva “Estado de origen” se refiere al Estado bajo 
cuya jurisdicción o control se puede originar o se originó o realizó el hecho 
que ocasionó un daño ambiental) si existe una relación de causalidad entre 
el hecho que se originó en su territorio y la afectación de los derechos 
humanos de personas fuera de su territorio.”184 (Subrayado fuera del texto 
original). 
 
Es decir que las obligaciones a cargo de los Estados en virtud de la CADH se mantienen 
cuando exista una relación de causalidad entre la afectación a los derechos ocurrida en 
territorio extranjero y un hecho originado dentro del territorio del Estado. Aunque la 
Opinión consultiva 23 trata sobre medio ambiente y derechos humanos, la jurisdicción 
es un concepto contenido en la CADH que no es exclusivo para cierto tipo de 
violaciones, razón por la cual esta consideración debe mantenerse para cualquier 
violación de derechos humanos cometida en territorio extranjero. 
 
En resumen, la Corte IDH va más allá que el TEDH, al considerar que una relación de 
causalidad es suficiente para considerar que las personas afectadas en sus derechos 
presentan una sujeción a la jurisdicción del Estado cuestionado. 
 
4. TRATADOS DE DIDH SIN LÍMITES JURISDICCIONALES 
 
Algunos tratados de derechos humanos no incluyen los conceptos de “territorio” y 
“jurisdicción” en sus redacciones, y otros tratados más recientes imponen ejercicios 
extraterritoriales para el cumplimiento de sus obligaciones. Dentro del primer grupo de 
                                                          
183 Corte IDH. OC-23/17. Ibídem, párr. 81. 
184 Corte IDH. OC-23/17. Ibídem, párr. 101. 
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tratados se encuentra el PIDESC, cuyo artículo 2º establece deberes de asistencia y 
cooperación internacional, además de consagrar la obligación de no discriminación y 
de no incluir las limitaciones de territorio y jurisdicción185; o la Carta Africana de 
Derechos Humanos y de los Pueblos, en el que su artículo 1° establece las obligaciones 
de los Estados sin hacer referencia a límites jurisdiccionales o territoriales186. En esta 
misma línea se encuentra la Convención sobre Derechos del Niño (artículo 4º)187 y la 
Convención sobre Derechos de las Personas con Discapacidad (artículo 4º). 
 
En el segundo grupo se encuentra la Convención Internacional para la Protección de 
Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas. Esta convención establece 
cinco casos en que los Estados deben ejercer jurisdicción: 
 
Artículo 9º: 1. Cada Estado Parte dispondrá lo que sea necesario para 
instituir su jurisdicción sobre los delitos de desaparición forzada en los 
siguientes casos: 
 
a) Cuando los delitos se cometan en cualquier territorio bajo su 
jurisdicción o a bordo de una aeronave o un buque matriculados en ese 
Estado; 
 
b) Cuando el presunto autor del delito sea nacional de ese Estado; 
 
                                                          
185 PIDESC, art. 2°: “1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar 
medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, 
especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr 
progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas 
legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos. 2. Los Estados Partes en el presente 
Pacto se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación 
alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen 
nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 3. Los países en 
desarrollo, teniendo debidamente en cuenta los derechos humanos y su economía nacional, podrán 
determinar en qué medida garantizarán los derechos económicos reconocidos en el presente Pacto a 
personas que no sean nacionales suyos.” 
186 African Charter on Human and People’s Rights, art. 1°: “The Member States of the Organisation of 
African Unity, parties to the present Charter shall recognise the rights, duties and freedoms enshrined 
in the Charter and shall undertake to adopt legislative or other measures to give effect to them.” 
187 El artículo 2° de la Convención señala que “los Estados partes respetarán los derechos (…) y 
asegurarán su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción”. Como se señalará más adelante, la CIJ 
no ha atado la competencia jurisdiccional establecida en dicho artículo de la Convención al territorio de 
los Estados. 
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c) Cuando la persona desaparecida sea nacional de ese Estado y éste lo 
considere apropiado. 
 
2. Cada Estado Parte tomará asimismo las medidas necesarias para 
establecer su jurisdicción sobre los delitos de desaparición forzada en los 
casos en que el presunto autor se halle en cualquier territorio bajo su 
jurisdicción, salvo que dicho Estado lo extradite o lo entregue a otro 
Estado conforme a sus obligaciones internacionales, o lo transfiera a una 
jurisdicción penal internacional cuya competencia haya reconocido. 
 
3. La presente Convención no excluye ninguna jurisdicción penal adicional 
ejercida de conformidad con las leyes nacionales. 
 
La principal consecuencia de esto es la libertad de aplicar extraterritorialmente estos 
tratados, es decir que las obligaciones internacionales de los Estados sujetos a estos 
tratados, tendrían vigencia fuera de sus fronteras territoriales. En este sentido, el 
Comité DESC señaló en su observación general 24 sobre la aplicación del PIDESC en 
el contexto de actividades empresariales, que las obligaciones establecidas del Pacto 
“se aplican tanto a las situaciones que se producen en el territorio nacional como a 
las situaciones que tienen lugar fuera del territorio nacional sobre las que los Estados 
partes pueden ejercer un control.”188 En esta observación general, el Comité DESC 
también señala que “Las obligaciones extraterritoriales surgen cuando un Estado 
parte puede influir en situaciones que se producen fuera de su territorio, de 
conformidad con los límites impuestos por el derecho internacional, controlando las 
actividades de las empresas domiciliadas en su territorio y/o bajo su jurisdicción y, 
por lo tanto, contribuir al disfrute efectivo de los derechos económicos, sociales y 
culturales fuera de su territorio nacional.”189 
 
5. CONCLUSIONES 
 
Algunos tratados de DIDH establecen cláusulas jurisdiccionales, las cuales han sido 
interpretadas en el sentido en que las obligaciones surgidas en dichos tratados son 
                                                          
188 Comité DESC. Observación general 24. E/C.12/GC/24. Agosto de 2017, párr. 10. 
189 Comité DESC. Observación general 24, párr. 28. 
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aplicables, por regla general, en el territorio de los Estados. Sin embargo, se encuentras 
decisiones de la Corte Internacional y del TEDH en que han aplicado tratados que 
contienen estas cláusulas a situaciones extraterritoriales, estableciendo excepciones a 
dicha regla general, como el ejercicio de autoridad. Además de esto, el TEDH ha 
establecido que en los reclamos por actos extraterritoriales debe haber una relación 
jurisdiccional entre el reclamante o víctima y el Estado, así como entre el Estado el 
actor que perpetúa la violación. De forma paralela, la Corte IDH considera que al 
establecerse una relación de causalidad entre la afectación a los derechos humanos 
sufrida en territorio extranjero y una actuación cometida dentro del territorio del Estado 
cuestionado, se establece una relación jurisdiccional entre el afectado y el Estado 
cuestionado. Este desarrollo temático dentro del SIDH es importante, ya que países 
como Brasil, Chile y México tienen empresas transnacionales que operan en otros 
países latinoamericanos.  
 
Por otra parte, otros tratados de DIDH no presentan cláusulas de este tipo, pudiendo 
aplicarse de manera extraterritorial.  
 
En el capítulo tercero de la siguiente sección se describirá la propuesta de litigio 
propuesta, allí se señalará la forma en que los reclamos dirigidos a los Estados de origen 
por actos contrarios al contenido de los derechos humanos cometidos por sus empresas 
transnacionales en el desarrollo de actividades extractivas se ajusten a los estándares 
actuales. 
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V. DIRIGIR EL LITIGIO EN Y CONTRA LOS ESTADOS DE ORIGEN 
 
 
Antes de iniciar con el grueso del tema, es necesario señalar que la CIDH ha señalado 
que la responsabilidad internacional sea compartida por los Estados de origen “los 
cuales tienden a ser más exitosos e influyentes como Canadá y Brasil, los cuales 
también deben rendir cuentas por las violaciones de sus ciudadanos corporativos en 
estas circunstancias”.190 
 
Esta estrategia consiste en acudir al Estado en el que tenga asiento la casa matriz o 
controlante de la filial de la transnacional implicada en los actos violatorios de los 
derechos e interponer recursos para que este Estado investigue la participación de la 
casa matriz, teniendo que las matrices y controlantes tienen poder de dirección sobre 
las filiales. Hasta este punto es importante que el Estado considere, como se hace en 
materia tributaria o comercial, que las matrices y controlantes tienen capacidad de 
dirección sobre sus filiales. En caso en que el Estado incumpla sus obligaciones de 
investigar, juzgar y sancionar, el litigio debería acudir al sistema de protección de 
derechos humanos del que haga parte el Estado originario, argumentando el 
incumplimiento de las obligaciones internacionales de frente a actos de particulares. 
En esta propuesta se deben cumplir los requisitos de admisibilidad de cada sistema, 
incluyendo el agotamiento de recursos internos o una de sus excepciones. 
 
Para explicar y promover el uso de esta estrategia, se desarrollarán cuatro capítulos. El 
primero de ello hará referencia a la atribución del hecho ilícito internacional y los 
obstáculos detectados hasta hoy, el segundo capítulo señalará las obligaciones 
internacionales en cuestión, habiendo identificado los obstáculos presentes hasta hoy y 
teniendo claridad de la variedad de deberes incluidas en las obligaciones 
                                                          
190 CIDH. Pueblos indígenas… Ob. Cit., párr. 78. 
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internacionales, el tercer capítulo explicará la alternativa propuesta. Finalmente, se 
mencionarán algunas ventajas y desventajas de la estrategia de litigio propuesta. 
 
1. ATRIBUCIÓN DEL HECHO ILÍCITO INTERNACIONAL AL ESTADO 
POR ACTOS DE PARTICULARES 
 
El Proyecto de Artículos de la Comisión de Derecho Internacional de Naciones 
Unidas191 es una de las principales fuentes en el tema de la responsabilidad 
internacional de los Estados, el cual es considerado como una codificación del derecho 
consuetudinario. El artículo 1° del proyecto señala que “todo hecho 
internacionalmente ilícito del Estado genera su responsabilidad internacional”; es 
decir que el hecho ilícito debe atribuirse al Estado. Dicho hecho ilícito internacional 
puede constituirse en una acción o en una omisión que sea atribuible al Estado y que 
constituya una transgresión a una obligación internacional (artículo 2°). 
 
El capítulo segundo del Proyecto de Artículos señala las circunstancias y 
comportamientos que son atribuidos al Estado –el nombre del capítulo es “atribución 
de un comportamiento al Estado”–, sobre el tema que ocupa a este trabajo, el Proyecto 
establece cinco actuaciones que siendo cometidos por particulares son atribuibles al 
Estado, estos son: i) el comportamiento de una persona a quien la legislación del Estado 
le atribuyó una función del poder público (Proyecto de Artículos, artículo 5°); ii) el 
comportamiento ejecutado por particulares pero dirigido o controlado por el Estado 
(Proyecto de Artículos, artículo 8°); iii) el comportamiento cometido por particulares 
en ausencia o por defecto de las autoridades oficiales (Proyecto de Artículos, artículo 
9°); iv) el comportamiento del movimiento insurrecto que posteriormente se convierte 
en gobierno (Proyecto de Artículos, artículo 10°); y v) el comportamiento del particular 
que el Estado reconoce y adopta como propio (Proyecto de Artículos, artículo 11). 
                                                          
191 Comisión de Derecho Internacional- ONU. Proyecto de Artículos sobre Responsabilidad 
Internacional del Estado por Hechos Internacionalmente Ilícitos. A/CN.4/L.602/Rev1, Artículo 1°. 
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Adicional a estos cinco casos, la jurisprudencia de la Corte IDH192 y –en menor 
medida– del TEDH193 ha desarrollado dos adicionales que pueden estandarizarse como 
(i) la aquiescencia del Estado y (ii) el incumplimiento del deber de prevención. 
 
A partir de esto y de dos sentencias de la Corte Internacional, algunos autores como 
Danwood Chirwa194, Robert McCorquodale y Penelope Simons195 señalan que, dada la 
naturaleza de las empresas transnacionales (y cualquier otra empresa) y la forma en 
que se relacionan con los Estados, de los cinco casos establecidos en el Proyecto de 
Artículos, el único caso que podría presentarse en la realidad es el del artículo 8°, es 
decir el acto ejecutado por particulares pero dirigido o controlado por el Estado; puesto 
a que (i) las empresas transnacionales no se les puede atribuir funciones públicas, (ii) 
las empresas transnacionales no son insurrectos que posteriormente se convierten en 
gobierno, (iii) las empresas transnacionales no actúan por defecto de su Estado de 
origen en territorio de otros Estados y (iv) resulta altamente improbable que un Estado 
asuma como propio el comportamiento de una empresas transnacionales ejecutado 
fuera de su territorio. Por lo tanto, de los casos señalados por el Proyecto de Artículos, 
únicamente el contemplado en su artículo 8° es posible y este exige que el 
comportamiento del particular –en este caso de la empresas transnacionales – que sea 
violatorio de derechos humanos o afecte el medio ambiente, sea dirigido o controlado 
por el Estado. Este control no puede ser es incidental ni exceder la dirección y control 
del Estado196. 
 
                                                          
192 Ver: MEDINA ARDILA, Felipe. La responsabilidad internacional del Estado por actos de 
particulares: Análisis jurisprudencial interamericano. Ministerio de Relaciones Exteriores de 
Colombia, 2009. Disponible en internet: http://www.corteidh.or.cr/tablas/r26724.pdf 
193 Ver: GONZÁLEZ NAPOLITANO, Silvia S. (ed.) La responsabilidad internacional del Estado por 
violaciones de los derechos humanos: Sus particularidades frente al Derecho Internacional general. 
SGN Editora. Buenos Aires, 2013, pp. 9-14. 
194 CHIRWA, Danwood Mzikenge. The Doctrine of State Responsibility as a Potential Means of Holding 
Private Actos Accountable for Human Rights. Ob. Cit., pp. 33-36. 
195 McCORQUODALE, Robert y SIMONS, Penelope. Responsibility Beyond Borders. Ob. Cit. 
196CHIRWA, Danwood Mzikenge. The Doctrine of State Responsibility as a Potential Means of Holding 
Private Actos Accountable for Human Rights. Ob. Cit., p. 6. 
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Las decisiones sobre los casos de las actividades paramilitares en Nicaragua y el 
genocidio de Srebrenica han sido usadas para argumentar en contra de la posibilidad 
de aplicar esta estrategia de litigio. Los hechos relevantes para este análisis consistieron 
en que, tanto EEUU197, como Serbia198, promovieron grupos paramilitares que 
terminaron cometiendo violaciones de derechos humanos en territorio nicaragüense y 
bosnio, respectivamente. Al tratarse de actos cometidos por particulares sin la calidad 
de agentes del Estado, la Corte Internacional de Justicia usó el estándar de ‘control 
efectivo’ para determinar si era posible atribuir los hechos de esos particulares (los 
asesinatos y el genocidio) al Estado, esto se evidencia con los problemas jurídicos 
identificados por la Corte Internacional en ambos casos. El problema jurídico 
identificado en el caso de Nicaragua fue el siguiente: 
 
“What the Court has to determine at this point is whether or not the 
relationship of the contras to the United States Government was so much 
one of dependence on the one side and control on the other that it would 
be right to equate the contras, for legal purposes, with an organ of the 
United States Government, or as acting on behalf of that Govermment.”199 
 
Por su parte, en el caso sobre el genocidio de Srebrenica, la Corte Internacional 
identificó el siguiente problema jurídico: 
 
“This is the question whether the massacres committed at Srebrenica 
during the period in question, which constitute the crime of genocide within 
the meaning of Articles II and III, paragraph (a), of the Convention, are 
attributable, in whole or in part, to the Respondent. This question has in 
fact two aspects, which the Court must consider separately. First, it should 
be ascertained whether the acts committed at Srebrenica were perpetrated 
by organs of the Respondent, i.e., by persons or entities whose conduct is 
necessarily attributable to it, because they are in fact the instruments of its 
action. Next, if the preceding question is answered in the negative, it should 
                                                          
197 CIJ. Case concerning military and paramilitary activities in and against Nicaragua (Nicaragua v. 
Unites States of America). Judgment of 27 June 1986. 
198 CIJ. Case concerning application of the Convention on the prevention and punishment of the crime 
of genocide (Bosnia and Herzegovina v. Serbia and Montenegro). Judgment of 26 February 2007, párrs. 
386-394. 
199 CIJ. Case concerning military and paramilitary activities in and against Nicaragua. Ob. Cit., párr. 
109. 
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be ascertained whether the acts in question were committed by persons 
who, while not organs of the Respondent, did nevertheless act on the 
instructions of, or under the direction or control of the Respondent.”200 
(Subrayado fuera del texto original). 
 
En ambos extractos se muestra el problema jurídico identificado por la Corte 
Internacional de Justicia y con su citación se quiere mostrar que era una cuestión de 
atribución de actos de particulares al Estado. En ninguno de los dos casos se demostró 
que los Estados respectivos tenían ‘control efectivo’ sobre las actuaciones de los grupos 
paramilitares, razón por la que se fundamentaron las decisiones. 
 
Sin embargo, los escenarios planteados en el Proyecto de Artículos y la regla sobre el 
‘control efectivo’ son estándares de atribución del hecho ilícito, es decir que 
únicamente es relevante para un elemento de la responsabilidad y no para todo el 
régimen.  
 
Por su parte, Andrew Clapham201 coincide con el análisis respecto a las limitaciones 
encontradas en el Proyecto de Artículos y la regla de ‘control efectivo’, sin embargo 
reconoce que los Estados tienen responsabilidades positivas de protección202 e incluso 
ha señalado que las reglas del Proyecto de Artículos –para el caso del Convenio 
Europeo de Derechos Humanos– no son las más apropiadas para determinar la 
responsabilidad internacional de los Estados en temas de derechos humanos203.  
 
La consideración de Clapham se justifica porque, además de estos cinco casos del 
Proyecto de Artículos, hay dos adicionales identificados en la jurisprudencia Corte IDH 
                                                          
200 CIJ. Case concerning application of the Convention on the prevention and punishment of the crime 
of genocide. Ob. Cit., párr. 384. 
201 CLAPHAM, Andrew. State responsability, corporate responsability, and complicity in human rights 
violations. Ob. Cit., pp. 52-54. 
202 CLAPHAM, Andrew. State responsability, corporate responsability, and complicity in human rights 
violations. Ibídem, pp. 54-57. 
203  CLAPHAM, Andrew. The “Drittwirkung” of the Convention. En: Franz Matscher and others (Ed.), 
The European System for the Protection of Human Rights. Martinus Nijhoff Publishers, Boston, 1993, 
pp. 163-207. 
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y del TEDH que permiten responsabilizar a los Estados. Estos casos se caracterizan por 
ser formas indirectas de atribución del hecho ilícito y se ha categorizado como la 
aquiescencia e incumplimiento del deber de prevención.  
 
Por aquiescencia del Estado, la Corte IDH desde su primera sentencia (Velásquez 
Rodríguez vs. Honduras204) y en sentencias posteriores como Masacres El Mozote vs. 
El Salvador205 o Rodríguez Vera vs. Colombia206, ha considerado que la tolerancia, 
complicidad o consentimiento del Estado hacía un hecho violatorio de los derechos, 
implica una transgresión a sus obligaciones internacionales y por tanto compromete su 
responsabilidad internacional. De igual forma, esta Corte ha usado el deber de 
prevención para declarar la responsabilidad internacional de los Estados cuando estos 
no toman “medidas de carácter jurídicas, políticas, administrativas y entre otras que 
promuevan la salvaguarda los derechos humanos y que aseguren que las eventuales 
violaciones a los mismos sean efectivamente consideradas y tratadas como un hecho 
ilícito que, como tal, es susceptible de acarrear sanciones para quien las cometa, así 
como la obligación de indemnizar”207.  
 
El profesor Nicolás Carrillo ha identificado tres tipos de conductas de la Corte IDH y 
de la CIDH respecto a las violaciones cometidas por agentes no estatales, estas son: “a) 
condenar en términos simbólicos y no jurisdiccionales conductas no estatales; b) 
advertir sobre la existencia de responsabilidades no estatales en pronunciamientos no 
contenciosos, como en las opiniones consultivas; o c) aclarar que los límites 
                                                          
204 Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 20 de enero de 1989, párr. 
175. 
205 Corte IDH. Caso Masacres El Mozote y lugares aledaños vs. El Salvador. Fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 25 de octubre de 2012, párr. 149. 
206 Corte IDH. Caso Rodríguez Vera (“Desaparecidos del Palacio de Justicia”) vs. Colombia. 
Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 14 de noviembre de 2014, párr. 
323. 
207 Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México. Excepción preliminar, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009, párr. 252. 
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procedimentales sobre su competencia no excluyen la posible responsabilidad 
sustantiva de los actores no estatales.”208 
 
De forma paralela, el TEDH ha usado el deber de prevención para declarar la 
responsabilidad internacional de Estados por comportamientos de terceros. Así, en el 
caso de Irlanda vs. Reino Unido, el TEDH señaló que la garantía de los derechos 
implica la prevención y remediación de cualquier violación cometida, incluso de los 
niveles subordinados209. El TEDH, en una considerable cantidad de casos210, ha 
señalado que las obligaciones internacionales le impone al Estado el deber de establecer 
medidas para proteger los derechos humanos de cualquier tipo de violación, incluso la 
proveniente por particulares. 
 
Es necesario señalar que, en el contexto del sistema económico global actual, es extraño 
ver empresas extractivas de propiedad del Estado y es aún más extraño que dicha 
empresa sea transnacional, además que resulta altamente improbable que un Estado 
dirija y controle de manera efectiva una actividad de una empresa, por lo cual el 
estándar de control efectivo parece ser realmente inaplicable. 
 
En el contexto interamericano y en el contexto europeo coexisten ambos estándares y 
no se excluyen entre sí. En el estándar del Proyecto de Artículos, el hecho ilícito 
internacional se configuraría por los comportamientos de los particulares en cuatro 
                                                          
208 CARRILLO SANTARELLI, Nicolás. La promoción y el desarrollo de la protección de los derechos 
humanos frente a abusos empresariales en el sistema interamericano. En: Instituto Interamericano de 
Derechos Humanos. Derechos humanos y empresas: Reflexiones desde América Latina. San José de 
Costa Rica, 2017, p. 100. 
209 TEDH. Case of Ireland v. United Kingdom. Application no. 5310/71, Judgment, 18 January 1978, p. 
239: “The Convention does not merely oblige the higher authorities of the Contracting States to respect 
for their own part the rights and freedoms it embodies; as is shown by Article 14 (art. 14) and the English 
text of Article 1 (art. 1) ("shall secure"), the Convention also has the consequence that, in order to secure 
the enjoyment of those rights and freedoms, those authorities must prevent or remedy any breach at 
subordinate levels.” Citado en: GONZÁLEZ NAPOLITANO, Silvia S. (ed.) La responsabilidad 
internacional del Estado por violaciones de los derechos humanos. Ob. Cit., p. 10. 
210 Ver: TEDH. Case of Opuz v. Turkey. Application no. 33401/02, Judgment. 9 June 2009, p. 159; Case 
of M.C v. Bulgaria. Application 39272/98, Judgment. 4 April 2004, p. 149; Case of A. v. The United 
Kingdom. Applications no. 100/1997, 884/1096, Judgment. 23 September 1998, p. 22. 
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casos y/o por el control efectivo del Estado; mientras que, en el estándar de los 
tribunales de derechos humanos citados, el comportamiento aquiesciente y/o la falta de 
prevención del Estado conformarían el hecho ilícito internacional. Además de no 
excluirse, pueden ser concurrentes: por ejemplo, en un caso podría haber un control 
efectivo del Estado adicional a una falta de prevención. 
 
A manera de conclusión se señala que hay dos formas posibles de atribución del hecho 
ilícito internacional en casos de violaciones de derechos humanos y afectaciones al 
medio ambiente cometidas por empresas transnacionales, estas son: (i) la atribución 
directa, en la cual el comportamiento es directamente ejecutado aquel el Estado de 
origen que tiene el control efectivo de este; y (ii) la atribución indirecta, por medio del 
cual la violación primaria no es cometida bajo el control del Estado de origen, pero la 
violación es cometida en medio del incumplimiento del deber de prevenir del Estado o 
éste es aquiesciente. 
 
2. OBLIGACIONES INTERNACIONALES EN CUESTIÓN 
 
En este capítulo se hará una breve referencia a las obligaciones internacionales, 
teniendo en cuenta que el grueso de este tema fue desarrollado en la segunda sección 
de este trabajo, al tratarse la estrategia de litigar dentro y contra los Estados 
latinoamericanos donde ocurren las violaciones. 
 
A pesar de la existencia de una obligación internacional y su virtual incumplimiento 
son los primeros momentos del examen de la responsabilidad, por razones 
metodológicas se trató primero el tema de la atribución, teniendo en cuenta que esta 
propuesta de estrategia se ha construido sobre la base las limitaciones señaladas por la 
jurisprudencia de distintos órganos internacionales y, precisamente la jurisprudencia 
de la Corte Internacional de Justicia contenía la aparente limitación del “control 
efectivo”. 
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Habiendo hecho las anteriores aclaraciones, se procederá a tratar el tema de las 
obligaciones y su incumplimiento. Se ha señalado que los Estados tienen las mismas 
obligaciones generales en materia de derechos humanos, sin importar su calidad de 
receptor u originario de inversión. El artículo 12 del Proyecto de Artículos señala que 
la violación de una obligación internacional consiste en un acto del Estado titular que 
no se ajusta a lo exigido por esta; en este sentido, este capítulo expondrá dos actos del 
Estado no ajustados al contenido obligacional, estos son el incumplimiento de deberes 
especiales y el incumplimiento de lo que se ha llamado como “obligaciones erga 
omnes”. Los proyectos de inversión extranjera en sectores extractivos generan deberes 
especiales en cabeza de los Estados, estos fueron señalados al tratarse la primera 
estrategia, en este cuáles de estos son aplicables a los Estados receptores; y –en segundo 
lugar– se hará referencia al caso de Barcelona Traction sobre y las obligaciones erga 
omnes a cargo de los Estados. 
 
A. Obligaciones erga omnes de los Estados 
 
En el caso de Barcelona Traction, la Corte Internacional señaló la existencia 
obligaciones de los Estados de carácter erga omnes frente a intereses de la comunidad 
internacional y los fundamentos de estas obligaciones son los ‘derechos básicos de las 
personas’211. Ahora surge la pregunta sobre qué debe entenderse por los ‘derechos 
básicos de las personas’, la Corte Internacional de Justicia menciona reglas 
prescriptivas de Derecho Internacional como la prohibición de aplicar tortura o la 
protección contra la esclavitud, ¿pero estas serán las únicas? 
 
Por su puesto, el Derecho Internacional ha desarrollado nuevas reglas prescriptivas 
además de la prohibición de tortura, reglas que deben entenderse dentro de la 
protección, pero estas no pueden ser las únicas. El mismo nombre de la categoría 
                                                          
211 CIJ, Case of Barcelona Traction, Ibídem, p. 34: “Such obligations derive, for example, in 
contemporary international law, from the outlawing of acts of aggression, and of genocide, as also from 
the principles and rules concerning the basic rights of the human person, including protection from 
slavery and racial discrimination.” 
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permite inferir qué derechos se incluirían, la vida en sociedad necesita que las personas 
ejerzan derechos básicos como la vida, la integridad personal y la libertad física. 
 
La forma en que los Estados actuarían de forma contraria a estas obligaciones en casos 
de empresas transnacionales extractivas, sería –precisamente– incumpliendo la 
obligación general de garantizar los derechos, por medio del incumplimiento de alguno 
de los deberes específicos, principalmente incumpliendo con la investigación de las 
violaciones y el juzgamiento y sanción a los responsables, así como la reparación. 
 
B. Deberes especiales en materia de proyectos de inversión en el sector extractivo 
 
Al desarrollarse la primera estrategia se identificaron cinco deberes especiales que 
hacen parte de la obligación de garantía. De los cinco, solamente uno no se encuentra 
aplicable para esta estrategia, el cual es el deber de otorgar espacios y mecanismos de 
participación como la realización de consultas, precisamente porque la naturaleza de 
este deber es contraria a los límites de los Estados de origen. La manera de cumplir con 
los deberes es un asunto que les corresponde a las autoridades internas de los Estados, 
en virtud de margen de libre apreciación. Los siguientes deberes han sido identificados 
como aplicables para el ejercicio de esta estrategia: 
 
 Deber de adoptar un marco normativo adecuado. Este deber también es 
reconocido en la jurisprudencia del TEDH. En el caso Öneryildiz vs. Turquía, 
el TEDH señala que la finalidad de este marco normativo es disuadir posibles 
amenazas y salvaguardar los derechos.212 En el caso Kolyadenko vs. Rusia, en 
el cual unas personas se vieron afectadas por una falla en un proyecto de 
embalse213, el TEDH señaló que estas reglamentaciones deben tener en cuenta 
                                                          
212 TEDH. Case of Öneryildiz v. Turkey. Ob. Cit., p. 89: “The positive obligation to take all appropriate 
steps to safeguard life for the purposes of Article 2 […] entails above all a primary duty on the State to 
put in place a legislative and administrative framework designed to provide effective deterrence against 
threats to the right to life.” (Subrayas fuera del texto original). 
213 TEDH. Case of Kolyadenko v. Russia. Application no. 17423/05, Judgment, 28 February 2012, p. 3: 
“The applicants alleged that the State was responsible for having put their lives at risk and for damage 
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los aspectos técnicos de las actividades214. Por este motivo y teniendo en cuenta 
las obligaciones frente a actos de particulares, este marco normativo debe 
incluir a las empresas transnacionales establecidas en su jurisdicción y que 
realicen actividades en territorios de otros Estados. 
 
 Deber de prevenir y mitigar. en el caso Öneryildiz vs. Turquía, cuyos hechos 
que consistieron en una explosión de metano causada por un derrumbe en una 
zona utilizada como basurero en Estambul215, el TEDH se refirió al deber de 
prevención y señaló que este cobra especial importancia en el ejercicio de 
actividades peligrosas. Para el TEDH, en este tipo de actividades, los Estados 
deben prevenir la vulneración del derecho a la vida, mediante la supervisión de 
la actividad y obligar a quienes ejercen la actividad peligrosa a adoptar medidas 
para garantizar la vida de los demás ciudadanos216. 
 
Adicional a considerar la especial importancia del deber de prevención en el 
ejercicio de actividades peligrosas, el TEDH definió estas actividades como 
aquellas de carácter públicas o privadas que por su propia naturaleza y a fortiori 
puedan poner en juego el derecho a la vida, como ‘ciertas actividades 
industriales y el funcionamiento de vertederos de residuos’217.  
                                                          
done to their homes and property as a result of a sudden large-scale evacuation of water from the 
Pionerskoye reservoir and the ensuing flooding in the area around the reservoir on 7 August 2001. The 
applicants also complained that they had no effective remedies in that regard.” 
214 TEDH. Case of Kolyadenko v. Russia. Ibídem, p. 159: “Among these preventive measures particular 
emphasis should be placed on the public’s right to information, as established in the case-law of the 
Convention institutions. The relevant regulations must also provide for appropriate procedures, taking 
into account the technical aspects of the activity in question, for identifying shortcomings in the 
processes concerned and any errors committed by those responsible at different levels.” 
215 TEDH. Case of Isaak v. Turkey. Ob. Cit., pp. 10-18. 
216 TEDH. Case of Öneryildiz v. Turkey. Application no. 48939/99, Judgment, 30 November 2004, p. 
89: “The positive obligation to take all appropriate steps to safeguard life for the purposes of Article 2 
[…] entails above all a primary duty on the State to put in place a legislative and administrative 
framework designed to provide effective deterrence against threats to the right to life.” 
217 TEDH. Case of Öneryildiz v. Turkey. Ibídem, p. 71: “The Court considers that this obligation must 
be construed as applying in the context of any activity, whether public or not, in which the right to life 
may be at stake, and a fortiori in the case of industrial activities, which by their very nature are 
dangerous, such as the operation of waste-collection sites.” 
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La definición de actividad peligrosa del TEDH y calificar como tal al 
funcionamiento de vertederos de residuos es bastante importantes para los fines 
de este trabajo, ya que las actividades extractivas, ya sea en el sector de 
hidrocarburos o en el sector minero, (i) son actividades industriales (ii) que por 
su naturaleza y a fortiori pueden vulnerar los derechos a la vida e integridad 
personal, (iii) que implican la transformación de la naturaleza además de (iv) 
abarcar una gran cantidad de actividades potencialmente peligrosas, entre ellas, 
establecer zonas de vertederos de residuos químicos.  
 
Además de prevenir posibles violaciones, este deber implica mitigar las ya 
ocasionadas, de esta forma, en el caso Dubetska vs. Ucrania, el TEDH condenó 
al Estado por aplicar soluciones que adecuadamente solucionen la situación de 
las víctimas218, quienes se vieron afectados por la instalación de una mina de 
carbón muy cerca de sus viviendas219. 
 
 Deber de supervisar y fiscalizar las actividades de las empresas 
transnacionales y otros actores no estatales. En el mismo caso Öneryildiz vs. 
Turquía, el TEDH señaló que el Estado tiene el deber de supervisar y emitir 
                                                          
218 TEDH. Case of Dubetska and Others v. Ukraine. Application no. 30499/03, Judgment, 10 February 
2011, pp. 147 y 149: “147. Notwithstanding the effort, for more than twelve years the State authorities 
have not been able to put in place an effective solution for the applicants' personal situation, which 
throughout this period has remained virtually the same. 149. […] Consequently, the Court remarks that 
for more than twelve years from the Convention's entry into force and up to now little or nothing has 
been done to help the applicants to move to a safer area.” 
219 TEDH. Case of Öneryildiz v. Turkey. Ibídem, pp. 10-12: “10. In 1955 the State began building, and 
in 1960 put into operation, the Velykomostivska No. 8 coal mine, whose spoil heap is located 100 metres 
from the Dubetska-Vakiv family house. In 2001 this mine was renamed the Vizeyska mine of the 
Lvivvugillya State Holding Company. In July 2005 a decision was taken to close the mine as 
unprofitable. The closure project is currently under way. 11. In 1979 the State opened the 
Chervonogradska coal processing factory (“the factory”) in the vicinity of the hamlet, initially managed 
by the Ukrzakhidvugillya State Company. In 2001 the factory was leased out to the Lvivsystemenergo 
Closed Joint Stock Company. Subsequently the Lvivsystemenergo CJSC was succeeded by the Lviv Coal 
Company Open Joint Stock Company. In 2007 a decision was taken to allow the factory to be privatised. 
It is not clear whether the factory has already been privatised.12. In the course of its operation the 
factory has piled up a 60-metre spoil heap 430 metres from the Dubetska-Nayda family house and 420 
metres from the Gavrylyuk-Vakiv family house. This spoil heap was not subject to privatisation and 
remained State property.” 
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órdenes vinculantes a los ejecutores de actividades peligrosas220. En 
Kolyadenko vs. Rusia, señaló que este deber puede ser cumplido por medio de 
mecanismos previos como el otorgamiento de licencias y mecanismos durante 
la ejecución de la actividad, como la supervisión de la actividad u imponer 
medidas que protejan los derechos221. 
 
 Obligación de garantizar el acceso a la justicia a través de la investigación, 
sanción y reparación adecuada. El CEDH consagra esto en sus artículos 6° y 
13 sobre el derecho a un proceso equitativo y a un recurso efectivo, de igual 
forma, el TEDH ha considerado que la investigación y asunción de 
responsabilidad es un deber correlativo al artículo 2º del Convenio, el cual hace 
referencia a las obligaciones de los Estados partes. En el caso Isaak vs. Turquía, 
el TEDH señaló que la iniciativa de investigar no debe recaer en los interesados 
sino en el Estado y este debe conducir a la identificación y sanción de los 
responsables.222 
 
                                                          
220 TEDH. Case of Öneryildiz v. Turkey. Ob. Cit., p. 89: “The positive obligation to take all appropriate 
steps to safeguard life for the purposes of Article 2 entails above all a primary duty on the State to put 
in place a legislative and administrative framework designed to provide effective deterrence against 
threats to the right to life.” (Subrayas fuera del texto original). 
221 TEDH. Case of Kolyadenko v. Russia. Ob. Cit., p. 158: “In the particular context of dangerous 
activities special emphasis must be placed on regulations geared to the special features of the activity 
in question, particularly with regard to the level of the potential risk to human lives. They must govern 
the licensing, setting up, operation, security and supervision of the activity and must make it compulsory 
for all those concerned to take practical measures to ensure the effective protection of citizens whose 
lives might be endangered by the inherent risks.” 
222 TEDH. Case of Isaak v. Turkey. Application no. 44587/98, Judgment 24 June 2008, párr. 121: “The 
obligation to protect the right to life under Article 2 of the Convention, read in conjunction with the 
State’s general duty under Article 1 of the Convention to “secure to everyone within [its] jurisdiction 
the rights and freedoms defined in [the] Convention”, also requires by implication that there should be 
some form of effective official investigation when individuals have been killed. The essential purpose of 
such investigation is to secure the effective implementation of the domestic laws which protect the right 
to life and, in those cases involving state agents or bodies, to ensure their accountability for deaths 
occurring under their responsibility. What form of investigation will achieve those purposes may vary 
in different circumstances. However, whatever mode is employed, the authorities must act of their own 
motion once the matter has come to their attention. They cannot leave it to the initiative of the next of 
kin either to lodge a formal complaint or to take responsibility for the conduct of any investigatory 
procedures. The Court recalls that the obligations of the State under Article 2 cannot be satisfied merely 
by awarding damages. The investigations required under Article 2 of the Convention must be able to 
lead to the identification and punishment of those responsable.” 
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C. Conclusiones 
 
Además de las obligaciones generales de DIDH (respetar y garantizar), en virtud de 
una decisión de la Corte Internacional, los Estados tiene obligaciones erga omnes sobre 
“los derechos básicos de las personas”, categoría que incluye prescripciones del 
Derecho Internacional como la prohibición de tortura, así como el respeto por la vida, 
la integridad personal y la libertad física. En casos de proyectos extractivos, estas 
obligaciones implican cuatro deberes: i) adoptar un marco normativo adecuado, ii) 
prevenir y mitigar los daños, iii) supervisar y fiscalizar las actividades de las empresas 
transnacionales –el cual puede considerarse como incluido en el deber de prevención–
, y iv) garantizar el acceso a la justicia por medio de la investigación, sanción, 
juzgamiento y reparación. 
 
 
3. PROPUESTA DE LITIGIO 
 
Ya se ha anunciado que se propone iniciar litigios al interior de los Estados de origen 
de las transnacionales involucradas en violaciones de derechos humanos en el 
desarrollo de actividades extractivas, así como acudir ante un sistema internacional de 
protección de los derechos humanos en caso en que dicho Estado no tome medidas 
adecuadas. Esta es una propuesta de litigio considerada por Amnistía Internacional y 
por la ONG alemana European center for constitutional and human rights (ECCHR), 
organizaciones que señalan que los Estados de origen de empresas transnacionales 
deben garantizar recursos judiciales efectivos para quienes sufren abusos en sus 
derechos humanos con ocasión al desarrollo de las actividades económicas de estas,223 
ya que los Estados también pueden asumir responsabilidades por las actuaciones de 
actores privados224 al no actuar de forma diligente para prevenir violaciones y al no 
                                                          
223 Amnistía Internacional. Injusticia, S.A. Los abusos empresariales y el derecho humano a un recurso. 
2014, pp. 4-6 y 11-13. 
224 KALECK, Wolfgang y SAAGE-MAAB, Miriam. Empresas transnacionales ante los tribunales. 
Sobre la amenaza a los derechos humanos causada por empresas europeas en América Latina. 
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cumplir con deberes específicos (como regular las conductas de las matrices, 
desarrollar mecanismos de control, castigar las violaciones y facilitar mecanismos para 
obtener indemnizaciones).225  
 
Es necesario señalar que esta estrategia puede desarrollarse de forma paralela al 
desarrollo de procesos contenciosos dentro de los Estados donde ocurrieron las 
violaciones, así como del proceso desarrollado contra este Estado ante el sistema de 
protección al que este haga parte, ya que la matriz y su filial ejercieron actuaciones 
diferentes, así como los objetos de las obligaciones de los Estados son diferentes 
(mientras que el objeto de las obligaciones de los Estados receptores son las conductas 
de las filiales, el objeto de los Estados de origen son las conductas de la matriz). 
 
La primera etapa de esta estrategia ya se está realizando, es decir que ya hay casos que 
se han llevado a la jurisdicción de los Estados de origen. Esta primera etapa de litigio 
busca que estos Estados regulen y/o persigan a las matrices para que estas, a su vez, 
ajusten las actuaciones de sus filiales al respeto de los derechos humanos. Además de 
la realización de estos litigios, el Comité PDCP ha considerado que la consagración de 
recursos judiciales efectivos para que las víctimas de violaciones de derechos humanos 
relacionadas con las actividades de empresas transnacionales, hace parte del 
cumplimiento de las obligaciones a cargo de los Estados de origen, línea en que se 
encuentra Alemania al haber otorgado este tipo de recursos.226 De igual forma, el 
Comité PDCP ha solicitado información a los Estados sobre la existencia de recursos 
                                                          
Fundación Heinrich Böll, ECCHR. Traducción por: Icíar Oquiñena y Gerold Schmidt. Berlín, 2008 p. 
28. Amnistía Internacional. Injusticia, S.A. Ibídem, p. 7. 
225 KALECK, Wolfgang y SAAGE-MAAB, Miriam. Empresas transnacionales ante los tribunales... 
Ibídem, p. 35. 
226 Comité PDCP. Observaciones finales sobre el sexto informe periódico de Alemania. 
CCPR/C/DEU/CO/6. 13 de noviembre de 2012, párr. 16. También ver: Observaciones finales sobre el 
sexto informe periódico de Canadá. CCPR/C/CAN/CO/6. 12 de agosto de 2015, párr. 6. 
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judiciales con la capacidad de conocer casos de violaciones de derechos humanos 
cometidas por sus empresas en territorios extranjeros.227 
 
A pesar de la realización de litigios ante los Estados de origen, ningún tribunal de 
derechos humanos ha resuelto el fondo de casos en que se plantee la segunda etapa de 
este litigio, razón por la cual esta propuesta fue construida a partir de los obstáculos 
identificados a partir de la lectura de los tratados de DIDH y de decisiones 
jurisprudenciales. En este capítulo se señalará, en primer lugar, la forma en que se está 
realizando esta estrategia de litigio, para posteriormente abordar la forma en que se 
podrían superar los obstáculos de extraterritorialidad y de ‘control efectivo’. 
 
A. Desarrollo de la primera etapa del litigio 
 
ECCHR ha iniciado procesos judiciales en varios países del Norte Global para que se 
investiguen las actuaciones de empresas transnacionales de estos países. Por otro lado, 
Leigh Day es una firma de abogados localizada en Reino Unido y ha llevado casos de 
violaciones de derechos humanos cometidas en países del Sur, incluyendo países 
latinoamericanos, ante los tribunales de este país. 
 
ECCHR ha utilizado varias estrategias en los casos que ha acompañado por medio de 
la presentación de amicus curiae o representado judicialmente. Sin embargo, el caso 
de la transnacional de cemento Lafarge, de origen francés, es relevante para este trabajo 
académico. Esta ONG interpuso denuncias penales ante las autoridades francesas en 
contra de la empresa transnacional, ya que esta estaría colaborando en las actuaciones 
del grupo Estado Islámico.228 En junio de 2018, esta empresa fue acusada por las 
autoridades francesas de participar en la comisión de crímenes de lesa humanidad en 
                                                          
227 Comité PDCP. Lista de cuestiones relativas al sexto informe periódico de Canadá. 
CCPR/C/CAN/Q/6. 21 de noviembre de 2014, párr. 4. Lista de cuestiones previas a la presentación del 
séptimo informe periódico de Alemania. CCPR/C/DEU/QPR/7. 13 de agosto de 2018, párr. 4. 
228 ECCHR. Landmark decision in Lafarge case. June 28, 2018. Disponible en: https://www.ecchr.e 
u/nc/en/press-release/landmark-decision-in-lafarge-case-1/ 
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el nordeste de Siria entre 2013 y 2015, por medio del financiamiento de una de sus 
filiales al grupo Estado Islámico. En este caso, ECCHR pretende que se compense 
económicamente a las víctimas. 
 
Leigh Day ha litigado, por cerca de 30 años, casos de derechos humanos en Reino 
Unido. Participó en el proceso de extradición de Augusto Pinochet a Chile, así como 
en casos de responsabilidad empresarial por violaciones producidas en 18 países de 
África, Asia y Latinoamérica.229 Dentro de la experiencia de esta firma, el caso de la 
mina Río Blanco de Perú es especialmente importante para este trabajo. Este caso se 
originó en la colaboración de la empresa Río Blanco Cooper S.A., filial de la británica 
Monterrico Metals PLC, a la comisión de torturas contra treinta y tres personas que 
protestaban contra la empresa minera.230 Según Leigh Day, dichas torturas fueron 
cometidas dentro de instalaciones de la misma empresa minera en agosto de 2005. En 
2009, la Corte Suprema de Reino Unido ordenó una medida cautelar consistente en el 
‘congelamiento’ (“freezing injucton”) sobre activos de la transnacional Monterrico 
Metals por el monto de cinco millones de libra esterlinas.231 Posteriormente, en 2011, 
meses antes a la audiencia de juicio, las partes llegaron un acuerdo de compensación 
económica a cargo de Monterrico Metals.232 
 
Haciendo conexión con las secciones anteriores de este trabajo, es necesario recordar 
que el insumo identificado a partir de dos decisiones arbitrales sirve para que, en el 
desarrollo de estos litigios, se argumente que las empresas transnacionales tienen 
obligaciones en materia de DIDH y deben indemnizar las lesiones al medio ambiente 
que causen con sus actividades. 
                                                          
229 Leigh Day. Pushing the boundaries, taking a stand. London, July 2018, pp. 24-25. 
230 High Court of Justice, Queen’s Bench Division- United Kingdom. Guerrero and Others v. Monterrico 
Metals PLC and Rio Blanco Copper SA. Approved Judgment. 16 October 2009, p. 14-16. 
231 High Court of Justice, Queen’s Bench Division. Guerrero and Others v. Monterrico… Ibídem, p. 41: 
“Accordingly, in my judgment, the quantum of the freezing injunction should be in a sum of £5, 
015,000.” 
232 Leigh Day. Peruvian torture claimants compensated by UK mining company. 20 July 2011. 
Disponible en: https://www.leighday.co.uk/News/2011/July-2011/Peruvian-torture-claimants-compens 
ated-by-UK-minin 
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B. Obstáculos de la extraterritorialidad 
 
Anteriormente se señaló que la extraterritorialidad no es prohibida en el DIDH pero 
procede ante casos excepcionales, sin embargo, haciendo uso del insumo identificado 
desde la decisión del caso Banković, lo importante es la existencia de una relación 
jurisdiccional del Estado con entre el peticionario o víctima.233 Esta consideración del 
TEDH fue dada al decidir un caso en el que los peticionarios no acudieron a la 
jurisdicción de los Estados ni hicieron uso de sus recursos judiciales. Por otra parte, en 
el caso Hirsi Jamaa, el TEDH señaló que también debe existir una relación 
jurisdiccional entre el Estado y el actor que comete los actos violatorios.234 
 
Hacer uso de los recursos judiciales de los Estados de origen permite crear una relación 
jurisdiccional entre el Estado y la víctima, ya que la finalidad de dichos recursos es 
resolver una situación jurídica planteada y garantizar los derechos relacionados con 
estos. En el caso que ocupa a este trabajo, esa situación jurídica sería la relación entre 
la matriz y las violaciones de derechos humanos generadas por las actividades de 
filiales o empresas controladas por esta matriz, así como los derechos relacionados a la 
situación son el acceso a la justicia, la reparación o la prevención de violaciones al 
derecho a la vida o la integridad. 
 
Por otra parte, no se presenta obstáculo frente a la necesidad de establecer la relación 
jurisdiccional entre el Estado y el actor que genera la violación, ya que las matrices se 
establecen en el territorio de un Estado, adquieren su nacionalidad, son sujetas a 
controles y regulaciones de Estados, así como son sujetos de derechos reconocidos por 
                                                          
233 TEDH. Banković v. Belgium and Others. Ob. Cit, p. 54: “The Court notes that the real connection 
between the applicants and the respondent States is the impugned act which, wherever decided, was 
performed, or had effects, outside of the territory of those States ("the extraterritorial act"). It is 
considered that the essential question to be examined therefore is whether the applicants and their 
deceased relatives were, as a result of that extra-territorial act, capable of falling within the jurisdiction 
of the respondent States.” 
234 TEDH. Case of Hirsi Jamaa and Others v. Italy. Application no. 27765/09. Judgment 23 February 
2009, p. 77-79. 
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la legislación de dichos Estados. De esta forma, el desarrollo procesal de las peticiones 
o litigios iniciados por las víctimas se haría dentro del territorio del Estado, así como 
las regulaciones de este se tomarían dentro de su territorio y recaerían sobre un actor 
que se encuentra dentro del mismo territorio nacional. 
 
Finalmente, si el litigio es desarrollado contra un Estado miembro del SIDH, el 
argumento es relativamente más sencillo, ya que únicamente habría que demostrar la 
relación de causalidad entre la falta de adopción de medidas del Estado receptor y la 
violación. 
 
C. Obstáculos del estándar de ‘control efectivo’ 
 
Cuando se hizo referencia a la atribución del hecho ilícito internacional se mencionó 
que el estándar de ‘control efectivo’ de la Corte Internacional de Justicia ha sido usado 
por algunos doctrinantes para oponerse a la posibilidad de litigar contra los Estados de 
origen. Esto no puede confundirse con el ‘control efectivo’ usado por el TEDH en los 
casos de invasiones militares, ya que mientras la Corte Internacional lo usó como un 
estándar para atribuir el acto de un particular al Estado, el TEDH lo usó como un 
estándar para determinar el ejercicio de la jurisdicción de un Estado en un territorio 
extranjero en medio de actividades militares. El ‘control efectivo´ que se ha 
identificado como un potencial obstáculo para esta estrategia, es el tratado por la Corte 
Internacional, es decir el estándar de atribución del hecho ilícito internacional, por el 
cual esta Corte consideró que las violaciones cometidas por los ‘Contras’ en Nicaragua 
no podían atribuírsele a EEUU, así como tampoco podía atribuirse el genocidio 
cometido por ‘Los escorpiones’ a Serbia. 
 
Este potencial obstáculo es superable estableciendo que el hecho ilícito internacional 
atribuible al Estado consiste en el incumplimiento de su obligación de garantizar los 
derechos, al no adoptar medidas preventivas, así como el incumplimiento de los 
deberes de investigar, juzgar, sancionar y reparar. Es lógico que, por ejemplo, los 
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desplazamientos forzados por la contaminación generada por Vale Do Rio Doce en el 
departamento colombiano del Cesar no puedan atribuirse como hechos del Estado de 
Brasil. Sin embargo, sí podría atribuírsele a este Estado que no tomó medidas 
preventivas para que la matriz de este transnacional controlara a sus filial (Vale Do Rio 
Doce) con el fin de que sus actividades extractivas no generaran exceso de 
contaminación y los consecuentes desplazamientos forzadas; de igual forma, a Brasil 
también se le podría atribuir la falta de investigación, juzgamiento y sanción de este 
caso a pesar de haberse interpuesto recursos judiciales, así como la inexistencia de 
medidas de reparación. 
 
D. Ventajas y desventajas de la estrategia propuesta 
 
Como aspecto positivo, es necesario destacar que esta estrategia se concentra en uno 
de los beneficiarios de las actividades –independientemente de su licitud– de las 
empresas transnacionales, beneficiario que ha sido completamente impune hasta ahora. 
La actividad de los Estados de origen, motivada por regulaciones o decisiones 
judiciales de sus instituciones, da más garantías de no repetición ya que esta tiene gran 
efectividad para que sus empresas transnacionales sean más respetuosas y cuidadosas 
con los derechos humanos.  
 
A diferencia de las decisiones obtenidas litigando contra el Estado donde ocurren las 
violaciones u obtenida en el arbitraje de inversión, las decisiones obtenidas por medio 
de esta estrategia de litigio permitirán que las casas matrices controlen a todas sus 
filiales y no solo a la filial relacionada con el caso bajo litigio. De igual forma, los 
Estados de origen se encuentran en una buena posición –mejor que la posición de los 
Estados receptores latinoamericanos– para ejecutar decisiones judiciales relacionadas 
con empresas transnacionales, dado que allí se reconoce la personalidad jurídica de la 
cabeza de la larga cadena empresarial en la que se desvanece la responsabilidad o a una 
controlante de la infractora. Danwood Chirwa señala que esta estrategia pude 
enmarcarse dentro de una red de defensa Norte-Sur y siendo un mecanismo que exija 
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el respeto de los derechos humanos de los pobladores del Sur Global por parte de 
empresas transnacionales 235.  
 
Por otra parte, la principal desventaja reside las dificultades prácticas para identificar 
la nacionalidad de las empresas transnacionales, problema que se agrava cuando las 
empresas transnacionales se establecen en países llamados como “paraísos fiscales”. 
Por otra parte, esta estrategia es objeto de críticas por, presuntamente, desconocer la 
soberanía de los Estados receptores al aplicar leyes del Estado de origen; al respecto, 
el texto de Chirwa recuerda que Nelson Mandela se cuestionó las demandas 
interpuestas en EEUU contra empresas transnacionales implicadas en el apartheid236. 
Adicionalmente, países como Estados Unidos, Canadá, Japón, China y Emiratos 
Árabes, entre otros, no reconocen la competencia contenciosa de ninguna corte de 
derechos humanos; esto implica que el único foro posible es la Corte Internacional, por 
medio del ejercicio de la protección diplomática, lo cual implicar que la 
discrecionalidad del Estado para ejercerla o no.  
 
Esta estrategia implica grandes retos y esfuerzos para el litigio, entre ellos se destaca 
el gran esfuerzo que debe hacerse para tener abogados litigantes en una gran variedad 
de países para desarrollar la primera fase de la estrategia, así como abogados que 
litiguen en los distintos sistemas regionales de derechos humanos.  
 
A pesar de estas dificultades, esta estrategia la aplicación de esta estrategia resultaría 
positiva en la medida en que integraría a un actor más involucrado en las violaciones, 
un actor que se beneficia del éxito económico de sus empresas transnacionales –así este 
éxito se deba en parte a malas prácticas ambientales y de derechos humanos–. 
 
                                                          
235 CHIRWA, Danwood Mzikenge. The Doctrine of State Responsibility as a Potential Means of Holding 
Private Actos Accountable for Human Rights. Ob. Cit., p. 29. 
236 CHIRWA, Danwood Mzikenge. The Doctrine of State Responsibility as a Potential Means of Holding 
Private Actos Accountable for Human Rights. Ibídem, p. 35. 
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Finalmente, como fue señalado por Surya Deva: “(…) the extraterritorial regulation 
of MNCs is actually far less extraterritorial in nature than first impressions indicate. 
In essence, such regulation affects only the parent corporation incorporated within the 
territory but operating abroad through its corporate hands. Such a law would promote 
compliance with best human rights practices internationally and limit the tendency 
toward double standards. It would send a message to MNCs: 'do in "Rome" as you 
would do at "home"'.”237 
 
 
  
                                                          
237 DEVA, Surya. Ob. Cit., p. 48. 
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CONCLUSIONES GENERALES 
 
 
Las actividades extractivas generan riesgos para el ejercicio de los derechos humanos 
en Latinoamérica, debido a las propias características de la región, a su riqueza 
biológica y étnica, así como del arraigo de algunas comunidades con el territorio y la 
naturaleza. Cuando las actividades extractivas son lideradas por empresas 
transnacionales, se presenta un riesgo adicional, consistente en una gran dificultad de 
los Estados latinoamericanos para perseguir a las transnacionales extractivas que 
generan afectaciones a los derechos humanos. Lo anterior debido a la debilidad 
económica de los Estados de la región frente al poderío económico de las 
transnacionales extractivas, así como de elementos del Derecho Internacional que han 
permitido la impunidad de estos actores, tal y como lo muestra la experiencia del caso 
de Chevron- Texaco y la Amazonía ecuatoriana. 
 
Por otra parte, el litigio de estos casos ha pretendido que los Estados latinoamericanos 
donde ocurrieron las violaciones persigan a las transnacionales infractoras y aseguren 
que estas paguen indemnizaciones. Sin embargo, desarrollar únicamente esta estrategia 
de litigio es insuficiente, puesto que genera que los Estados latinoamericanos donde 
ocurrieron las violaciones sean los únicos cuestionados, sin que se estudien las 
actuaciones de los otros dos actores relacionados con las violaciones: las empresas 
mismas y sus Estados de origen. 
 
Con la necesidad de replantear este litigio, se han identificado dos insumos desde el 
Derecho Internacional. En primer lugar, existen decisiones de tribunales 
internacionales de arbitramento de inversiones en las que consideran que los 
inversionistas extranjeros, categoría en la que se encuentran las empresas 
transnacionales, tienen obligaciones en materia de DIDH; además de esto, las lesiones 
al medio ambiente causadas por sus actividades, constituyen daños ambientales que 
deben ser indemnizables. A pesar de la relevancia de estas decisiones, no es 
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conveniente que estos tribunales decidan casos de afectaciones de derechos humanos 
ya que se convertirían en súper cortes de Derecho Internacional y son escenarios para 
la protección de intereses empresariales. Sin embargo, este insumo es relevante para el 
trabajo de la incidencia política y el actual debate sobre el desarrollo de un instrumento 
jurídicamente vinculante para las empresas transnacionales, así como también permite 
aportar argumentos en el marco de litigios desarrollados ante autoridades judiciales de 
los Estados de origen. 
 
Por otra parte, el desarrollo jurisprudencial del TEDH y de la Corte IDH ha aportado 
un segundo insumo, consistente en que los Estados mantienen sus obligaciones en 
materia de DIDH ante la existencia de vínculos jurisdiccionales con una víctima de 
afectaciones a los derechos humanos, así como del presunto victimario. De su parte, la 
Corte IDH considera que existe un vínculo jurisdiccional al comprobarse una relación 
de causalidad entre la violación de derechos humanos sufrida en territorio extranjero y 
una actuación ejecutada dentro del territorio del Estado cuestionado. 
 
Habiendo desarrollado y analizado estas tres teorías, una gran conclusión es que existe 
cierta complejidad en la lucha contra la impunidad de las empresas transnacionales. El 
simple hecho de que no haya una estrategia de litigio de Derecho Internacional que 
permita obtener reparaciones y garantías de no repetición en casos de violaciones de 
derechos humanos cometidas por empresas transnacionales, demuestra que el Derecho 
Internacional y el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, aún no se han 
adaptado a las nuevas realidades. Sin embargo, esta tesis se propuso contribuir un poco 
en el diseño de una estrategia de litigio con los mecanismos jurídicos disponibles que 
contribuya a lograr estos fines. 
 
El problema de investigación planeado en este trabajo fue el siguiente: “¿qué elementos 
deben confluir en una estrategia de litigio para garantizar los derechos de las víctimas 
en casos de violaciones a los derechos humanos por parte de empresas transnacionales 
del sector extractivo?” La respuesta a dicho problema es que el litigio contra los 
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Estados latinoamericanos donde ocurrieron las violaciones no debe realizarse solo, sino 
que se propone iniciar procesos judiciales dentro de los Estados de origen de las 
transnacionales relacionadas en casos de violaciones de derechos humanos y, 
posteriormente, en caso en que estos procesos no se traduzcan en resultados positivos 
para las víctimas, acudir ante el sistema regional de protección de los derechos 
humanos al que pertenezca el Estado de origen en cuestión. 
 
Esta es una estrategia de litigio propuesta por ONG internacionales como Amnistía 
Internacional y European center for constitutional and human rights, y se fundamenta 
en que en virtud de la obligación de garantía de los derechos humanos, los Estados 
tienen el deber de prevenir afectaciones de derechos humanos generadas por sus 
empresas, independientemente del lugar en que ocurran, ya que estas medidas se 
tomarían y ejecutarían dentro de sus territorios y tendrían como objeto a una persona 
jurídica sujeta a su jurisdicción y domiciliada en su territorio: la matriz de la empresa 
transnacional. Además de la prevención, los Estados también tienen el deber investigar 
las afectaciones ocurridas por actuaciones de sus empresas –independientemente del 
lugar de su comisión–, así como de juzgar y sancionar a los culpables que estén sujetos 
a su jurisdicción, y otorgar mecanismos de reparación. 
 
En este sentido, el hecho ilícito internacional atribuible al Estado consiste en la omisión 
de medidas de prevención, así como en el incumplimiento de los deberes de investigar, 
juzgar, sancionar y reparar. Es decir que las actuaciones de la empresa transnacional 
no constituye el hecho ilícito internacional atribuible al Estado, principalmente porque 
–generalmente– esto no cumpliría con el estándar de ‘control efectivo’. Por otra parte, 
lo mencionado hasta ahora no implica extraterritorialidad ya que, como se mencionó 
pocas líneas arriba, el cumplimiento de los deberes del Estado se haría dentro de sus 
límites territoriales y tendría como destinatario a las matrices, las cuales son personas 
jurídicas sujetas a su jurisdicción y domiciliadas en su territorio. 
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Sin lugar a dudas, esta estrategia no es óptima, puesto que países como EEUU y Canadá 
no reconocen la competencia de ningún sistema regional de protección. De igual forma, 
implica grandes retos logísticos y hasta financieros para el litigio en derechos humanos, 
y tampoco garantiza una rápida decisión. Sin embargo, hasta que se supere el 
estatocentrismo del DIDH y hasta que se establezcan mecanismos para responsabilizar 
internacionalmente a actores no estatales como las empresas transnacionales, el litigio 
debe otorgar una opción a las víctimas y esta es una opción válida que complementa la 
estrategia de litigar en y contra los Estados donde ocurren las violaciones. 
 
Desde Latinoamérica se puede contribuir al desarrollo de la teoría de responsabilidad 
internacional de los Estados por actos de empresas transnacionales, por medio del 
ejercicio de peticiones individuales ante el SIDH para que los órganos de éste conozcan 
de este tipo de caso. Lo anterior debido a la existencia de empresas transnacionales 
extractivas con la nacionalidad de algún país latinoamericano, por ejemplo: Vale do 
Rio y Gerdau Diaco, ambas empresas brasileras dedicadas a la minería, especialmente 
a la siderurgia, Vale do Rio hizo parte del mercado del cabrón en Colombia y –como 
fue señalado capítulos atrás– participó en el desplazamiento forzado por contaminación 
en el César y posteriormente vendió su la totalidad de sus negocios relacionados con el 
carbón colombiano; por otra parte, Codelco es una empresa pública chilena dedicada a 
la extracción de cobre, esta empresas transnacionales pretende extraer cobre del Valle 
del Intag en Ecuador y los pobladores de la zona han denunciado que en la fase de 
exploración ya se han generado contaminación sobre unas cascadas que atraviesan la 
zona238. 
 
 
 
 
                                                          
238 Persiste vulneración de derechos humanos de Codelco en Ecuador. Elciudadano.com, 11 de 
septiembre de 2016. Disponible en: https://www.elciudadano.cl/medio-ambiente/persiste-vulneracion-
de-derechos-humanos-de-codelco-en-ecuador1/09/11/ 
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